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Introducción 

En la actual idad, en la conCiencia gubernamental de los diversos Estados, se encuentra 

presente la genuina preocupación por las derlCiencias comunes que presentan los 

mecanismos Ciésicos de protecci60 jurldica de los partiwlares: por ello y como 

consecuencia de la inquietud social por alcanzar una administración pública más eficiente y 

justa a través de la legitima protecci6n de los derechos del ser humano, surge en nuestros 

dias un binomio fundamental : El ombudsman y los derechos humanos. 

En el caso de nuestro pals, la opinión nacional e internaCiof'lal percibla un panorama 

desolador en materia de derechos humanos por casos de tortura, intimidación y homicidios 

por parte de las fuerzas de seguridad; corrupciOn y arbitrariedades en el sistema judicial; 

intolerancia a los usos y costumbres de los grupos indlgenas. manipulación de los medios 

de comunicación: inseguridad y sobrepoblad6n en los centros penitenciarios, servicios 

médicos negtigentes. atropellos en contra de grupos obreros y de emigrantes. Ante tal 

escenario y por presiones de caréder interno y externo el gobierno melÓCano reconoció las 

continuas violaciones de los derechos humanos. y en consecuencia se vió en la necesidad 

de importar burdamente la figura sueca del ombudsman. 

En 1992. al momento de la constilucionalización del sistema no jurisdiccional de protecciOn 

de los derechos humanos. se estabieció como una de las limitaciones a la competencia del 

ombudsman nacional, conocer de ados u omisiones de naturaleza administrativa 

provenientes del Poder Judicial de la Federación. 

A pesar de diversas opiniones en contra, dicha facultad de fiscalización administrativa la 

conservarlan los organismos protectores de los derechos humanos de cada una de las 

entidades federativas con relación al Poder Judicial del fuero comOn. Y el caso de la 

Comisi60 de Derechos Humanos del Distrito Federal no es la excepcí6n. aOn y cuando 
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diversas voces se han alzado en contra de dicha facoltad consideréndola como violatoria y 

discriminaloria de la función judicial local. 

Algunos ombudsman en el mundo ostentan la facollad de intervenir ante presuntas 

violaciones a los derechos humanos por resoluciones pronunciadas durante la 

substaOCiación de un procedimiento judicial. El ombudsman capitalino detenta una facoltad 

administrativa similar, cuyo fundamento, se basa en una oolaboración de funciones pero, 

¿en estricto sentido sera la ComisiOl'l de Derechos Humanos del Distrito Federal un 

ombudsman similar al modelo sueco al ejercer tales atribuciones?, ¿nos encontramos ante 

una intervención o una oolaboración de funciones?, ¿existe violación a las garantlas propias 

de la independencia judicial y a la divisióll de poderes ambas consagradas 

constitucionalmente?, o bien, ¿dónde quedan las tareas propias de! Consejo de la 

Judicatura del Distrito Federal? 

El presente trabajo se encuentra inmerso en el Sistema de Protección no JurisdiCcional de 

los Oerechos Humanos de acuerdo a la Escuela Finalista y con base en el Dered10 

Adminislrativo, empleando como método de investigación el deductivo-anaJíIioo. Por tal 

razón, la presente investigación la desarrollaremos en dos partes que oonforman cinco 

capltulos. En el primero se analizarán conceptos, características, fundamentación y demés 

nociones de carécler general y específico de los derechos humanos, 

El segundo capítulo estaré enmarcado en el desarrollo histórico de tales tópicos en el 

ambito universal y nacional, desde el inicio de la antigOedad y a partir de la etapa 

independentista mexicana respectivamente. En el tercer capitulo expondremos la 

conceptualizaciOl'l, notas distintivas, génesis y evolución mundial de la figura sueca del 

ombudsman, renejada principalmente en la instauración de organismos defensores de los 

derechos humanos de carácter internacional y regional. Para dar por terminado este 

capitulo con los antecedentes de dicha f.gura en el sistema juridico nacional. 
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Asimismo, en el cuarto capitulo btufado "la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal ", apreciaremos los problemas suscitados con ta creación y la anexión a la Carta 

Magna del sistema no jurisdiccional de protección de los derechos humanas y la génesis 

propia del ombudsman capitalino, para Irasladamas posteriormente al estudio, estructura y 

funcionamiento de la misma institución. 

De tal forma que en la quinta y ultima parte del presente estudio se planteam la 

problemélica especifica de la intervención de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal en la función judicial local. Finalmente, es necesario sel'lalar que durante el 

desarrollo del presente estudio se utilizam la apócope generalmente usada para citar a los 

Estados Unidos Mexicanas, es decir, se empleam el término "México' para referimos a 

nueslro pafs. 

x 



Primera Parte 

Caprtulo Primero 

Nociones Preliminares de los Derechos Humanos 

La concepción de los derechos humanos en la actualidad es una nociÓfl de carácter universal y 

vigente en casi toda la comunidad internacional, formando parte de una genuina cultura jurrdica 

con independencia de factores de rndoJe ideológicos o económicos, 

El papel fundamental que poseen hoy en dla tales prerrogativas es innegable, ya que mediante 

su legitima anexión y respeto en los textos constitucionales de los Estados se podrá alcanzar 

una verdadera y necesaria coordinación armónica entre gobemantes y gobernados, 

Durante el presente capitulo, analizaremos brevemente las nociones preliminares de los 

derechos humanos, es decir, los conceptos, las diversas denominaciones, las notas distintivas, 

la fundamentación y las caracterlsticas filosóficas, asl como la clasificación histórica de los 

derechos del ser humano, Por último, se establecerá la diferencia entre dos términos utirizados 

comúnmente como sinónimos: derechos humanos y garanUas individuales, 

1. Los Derechos Humanos 

1) Diversos conceptos y denominaciones de 101 derechos humanos 

Para adentrarnos al estudio del presente tema es necesario preguntarnos ¿qué se entiende por 

derechos humanos?, y en este sentido es pertinente advertir que no se cuenta con una 



definición universal, por tal motivo subsisten varias definiciones que aceptan posiciones jurídico-

filosóficas diferentes respecto de tales prerrogativas . 

"En esta línea de pensamiento, Pérez Luño hace alusión a tres tipos de definiciones que sobre 

la materia se han venido formulando y que resultan evidentemente insuficientes para elaborar 

una noción de los derechos humanos con límites precisos y significativos. Estas son: 1) las 

definiciones denominadas << tautológicas >>, que no aportan ningún elemento nuevo que 

permita caracterizar tales derechos; 2) las denominadas << formales>>, que no especifican el 

contenido de tales derechos, limitándose a proporcionar alguna indicación sobre su estatuto 

deseado o propuesto, y 3) las « teleológicas >>, en las que se apela a ciertos valores últimos 

susceptibles de diversas interpretaciones". (1l 

Establecido lo anterior, para Luis Díaz los derechos fundamentales son entendidos como 

"aquellos principios inherentes a la dignidad humana para alcanzar sus fines como persona, y 

para dar lo mejor de sí a su sociedad. Son aquellos reconocimientos sin los cuales la existencia 

del individuo o la colectividad carecerían de significado y de fin en sí mismas. Para la 

satisfacción de las necesidades morales y materiales de la persona humani. '2l 

Para Antonio Trove! los derechos individuales son "los privilegios fundamentales que el hombre 

posee por el hecho de serlo, por su propia naturaleza y dignidad. Son derechos que le son 

inherentes y que, lejos de nacer de una concesión de la sociedad política, han de ser por ésta 

consagrados y garantizados". (3l 

(
1

) Pérez Luño, Antonio Enrique. citado por Castán Tobeñas, José. Los Derechos del Hombre. 
Madrid. Editorial. Reus. 1985. p. 7. 
'
2
l Díaz Müller, Luis . Manual de Derechos Humanos. Editorial. CNDH. México. 1992. p. 45. 

(
3
l Trove! y Serra, Antonio. citado por Hernández Ochoa, María Teresa y Fuentes Rosado, Dalia. 

Hacia una Cultura de los Derechos Humanos. Editorial. CNDH. México. 1992. p. 11 . 
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Por su parte, Mireille Roccatti enuncia que los derechos innatos u originarios son "aquellas 

facultades y prerrogativas inherentes a la persona humana, que le corresponden por su propia 

naturaleza, indispensables para asegurar su pleno desarrollo dentro de una sociedad 

organizada, mismos que deben de ser reconocidos y respetados por el poder público o 

autoridad, al ser garantizados por el orden jurídico positivo". <4 l 

En tanto, Carlos Quintero expone que los derechos del individuo son "el conjunto de 

prerrogativas que salvaguardan la vida y la dignidad de los seres humanos y que los criterios 

valorativos de la cultura y de la civilización moderna atribuyen a todos los integrantes de la 

especie humana sin distinción alguna". <5l 

El maestro Ignacio Burgoa, considera que los derechos humanos son "imperativos éticos 

emanados de la naturaleza del hombre que se traducen en el respeto a su vida, dignidad y 

libertad en su dimensión de persona o ente autoteleológico". <5l 

A su vez, Jesús Rodríguez y Rodríguez los define como "el conjunto de facultades, 

prerrogativas, libertades y pretensiones de carácter civil, político, económico, social y cultural, 

incluidos los recursos y mecanismos de garantía de todas ellas, que se reconocen al ser 

humano, considerado en lo individual y colectivamente". <7l 

Por último, una definición de carácter internacional nos la ofrece la Organización de las 

Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (U.N.E.S.C.O.), dicha organización 

considera a los derechos humanos como "aquellas condiciones de vida sin las cuales en 

<
4
l Roccatti Velázquez, Mireille. Los Derechos Humanos y la Experiencia del Ombudsman en 

México. Editorial. CDHEM. México. 1995. p. 14. 
<
5

> Quintero Roldan, Carlos y Sabido Peniche, Norma. Los Derechos Humanos. Editorial. Porrúa. 
México. 1998. p. 23. 
<
5
l Burgoa Orihuela, Ignacio. Las Garantías Individuales. Editorial. Porrúa. México. 1993. p. 69. 

<
7
l Rodríguez y Rodríguez, Jesús. "Derechos Humanos" en Diccionario Jurídico Mexicano. 4 

Tomos. Editorial. UNAM. México. 1989. p. 1063. 

3 



cualquier fase histórica dada de una sociedad los hombres no pueden dar de sí lo mejor que 

hay en ellos como miembros activos de la comunidad porque se ven privados de los medios 

para realizarse plenamente como seres humanos !5l 

Ahora bien, a través del devenir histórico y en las distintas naciones, los derechos humanos se 

encuentran presentes y han sido nombrados por la doctrina de diferentes maneras; su 

terminología es imprecisa hasta nuestros días, pero siempre coincidente en la preservación de 

su innegable esencia: la dignidad humana. 

Por ello, Salvador Alemán expone las siguientes denominaciones de los derechos humanos que 

usualmente utiliza la doctrina para referirse a ellos: 

"a. Derechos naturales. 

b. Derechos innatos. 

c. Derechos fundamentales. 

d. Derechos individuales. 

e. Derechos de la personalidad. 

f. Derechos subjetivos. 

g. Derechos del hombre y del ciudadano o derechos públicos subjetivos. 

h. Libertades públ icas fundamentales". <9l 

A su vez, Magdalena Aguilar hace mención de las siguientes denominaciones de los derechos 

del ser humano: 

!
5
l Terrazas, Carlos R. Los Derechos Humanos en las Constituciones Políticas de México. 

Editorial. Porrúa. México. 1991 . p. 23. 

!
9
l Cfr. Alemán Verguer, Salvador. Curso de Derechos Humanos. Editorial. Casa Editorial 

Barcelona. España. 1985. p. 11 . 
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"1. Derechos individuales o garantías individuales. 

2. Derechos de la persona humana o derechos del hombre. 

3. Derechos naturales. 

4. Derechos fundamentales". <10l 

Por su parte, Miguel M. Padilla señala los siguientes términos utilizados para referirse a tales 

prerrogativas: 

"l. Derechos fundamentales . 

11. Derechos naturales. 

111. Derechos subjetivos. 

IV. Derechos públicos subjetivos. 

V. Derechos individuales. 

VI. Libertades públicas". <
11

> 

El debate terminológico parece no tener un punto preciso de encuentro. "a pesar de ello, la 

expresión "derechos humanos" que hoy predomina, es una categoría de contornos amplios e 

imprecisos, capaz de ser aceptada y asumida por las ideologías más diversas y contrapuestas . 

En ella existe, sin embargo, un contenido mínimo que la define. Ese contenido, comúnmente 

aceptado, es la idea de unos atributos o exigencias que el hombre en cuanto sujeto de las 

relaciones sociales, proyecta sobre éstas con carácter condicionante y constructivo, y cuya 

fuerza es reconocida por la generalidad de los hombres". <
12

> 

<
1
ºl Cfr. Aguilar Cuevas, Magdalena. Manual de Capacitación: Derechos Humanos. Enseñanza -

AWendizaje - Formación. Editorial. CNDH. 1991 . p. 48. 
<
1 

Cfr. Padilla M, Miguel. Lecciones sobre Derechos Humanos y Garantías. Tomo l. Editorial. 
Abeledo Perro!. Argentina. 1991 . pp.23 y 24. 
<
12l Castán. Op. cit. p.12. 
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Para comprobar tal afirmación, basta observar la realidad y percatarse de la accesibilidad al 

sentido común que presentan los derechos humanos. Muestra de ello es la gran cantidad de 

congresos, publicaciones y trabajos realizados por organismos públicos y privados, tanto en el 

ámbito nacional como internacional, que utilizan el término "derechos humanos" para referirse al 

estudio, divulgación y protección de tales prerrogativas. 

2) Rasgos distintivos 

Hemos apreciado que para denominar a los derechos humanos existen múltiples terminologías, 

de la misma manera éste fenómeno se repite para expresar las notas características de tales 

prerrogativas. 

Así por ejemplo, para Miguel Padilla, las caracteristicas esenciales de los derechos humanos se 

encuentran en ser: 

"l. Innatos y congénitos. 

11. Universales. 

111. Absolutos . 

IV. Necesarios. 

V. Inalienables. 

VI. Imprescriptibles". <
13

> 

En tanto, para Salvador Alemán "los derechos humanos tienen las características o notas de 

imprescriptibilidad, inalienabilidad, irrenunciabilidad, inviolabilidad, universalidad, efectividad, 

interdependencia y complementariedad''. <
14

> 

<
13

> Cfr. Padilla . Op. cit. p. 34. 

<
14

> Cfr. Alemán. Op. cit. p. 13. 
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Con base en lo expuesto, podemos precisar que las características esenciales de los derechos 

humanos son principalmente: 

l. Universalidad: Implica que tales prerrogativas no se encuentran restringidas, es decir, dicha 

característica se finca en la propia naturaleza humana. Su cobertura dimana como un derecho 

de especie y por lo tanto, el ser humano las detenta de manera exclusiva. 

11. Incondicionalidad: Se refiere básicamente a que los derechos fundamentales se encuentran 

únicamente supeditados a los lineamientos y procedimientos que determinan los limites de tales 

prerrogativas, y en consecuencia los derechos del individuo no cuentan con un carácter 

ilimitado o absoluto. 

No obstante, "algunos autores afirman que el término incondicional no es apropiado, toda vez 

que el ejercicio de los derechos humanos puede condicionarse. Por ejemplo, la prohibición de 

cometer un delito en contraposición al derecho de libertad, sin embargo, esta condicionante en 

todo caso representa los límites a los Derechos Humanos". <
15

> 

111. Inalienabilidad: Dicha característica se refiere a que los derechos humanos no podrán ser 

objeto de pérdida, renuncia, o transmisión voluntaria o forzosa, ya que tales derechos son 

inherentes a la naturaleza del ser humano. 

Sin lugar a duda, el fenómeno de internacionalización que presenta en la actualidad el estudio 

de las notas esenciales de los derechos humanos, ha motivado el atribuirles novedosas 

características, y así Jorge Carpizo agrega los siguientes aspectos de carácter vanguardista a 

los derechos humanos: 

<
15

l Roccatti. Op. cit. p. 21 . 
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"1. Su internacionalización. 

2. Su progresividad. 

3. Quien los puede violar". <
15

l 

Internacionalización: Se expresa principalmente en la elaboración de múltiples pactos, 

declaraciones y la creación de organismos especializados en la materia. 

Progresividad: Se traduce básicamente en el nacimiento, aumento, reconocimiento, control y 

protección de tales prerrogativas en el ámbito nacional e internacional. 

Amplitud protectora: Implica que una violación a los derechos del ser humano puede ser 

cometida no sólo en forma directa por una autoridad, sino también a través de otro sujeto 

cuando a éste se le culpe o comprometa a incurrir en dicha violación, mediando una orden o el 

consentimiento de las autoridades gubernamentales. 

3) Fundamentación filosófica 

El concepto que se tiene de los derechos humanos actualmente, es el resultado de una larga 

serie de profundas reflexiones históricas de carácter jurídico-filosófico sobre el fundamento y 

naturaleza de tales prerrogativas. Pero la pregunta es inevitable ¿de donde vienen?, ¿cuál es 

su fundamentacion?. 

Al afirmar que los seres humanos tienen ciertos derechos inherentes se originan principalmente 

tres teorías, las cuales, no resuelven por separado el problema de la fundamentación filosófica 

de los derechos humanos. 

<
15

l Carpizo Mcgregor, Jorge. Algunas Reflexiones Sobre el Ombudsman y los Derechos 
Humanos. Editorial. CNDH. México. 1990. p. 23. 
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Dichas teorías, son la lusnaturalista (derechos naturales), la Historicista (derechos históricos) y 

la Axiológica (derechos morales). Estudiemos cada una de ellas. 

a) Escuela lusnaturalista 

Conocida también como objetivista o de derecho natural, dicha corriente filosófica prevaleció 

entre los siglos XVII y XVIII , postulando la idea de que el género humano al momento de nacer 

detenta por su propia naturaleza una inminente dignidad, de la cual, emanan ciertos derechos 

imprescriptibles e inherentes de manera eterna, inmutable, indeleble, común y universal. La 

escuela lusnaturalista afirma que la norma positiva debe ceñirse a los lineamientos que marca 

el derecho natural , el cúal le es superior. 

La escuela en comento, admite la concepción de un derecho natural de carácter absoluto, es 

decir, conformado o fundamentado en principios y valores de naturaleza universal como lo es la 

igualdad, la seguridad y la libertad; mismos que surgen con independencia de la experiencia de 

los individuos y como manifestación propia de la condición racional del ser humano. 

b) Escuela luspositivista 

Expone la idea de concebir a los derechos humanos como inconstantes y relativos, es decir, 

ligados al desarrollo de las condiciones sociales de cada periodo histórico de la humanidad. A 

su vez, dicha teoría afirma que "los Derechos Humanos, como derechos históricos, no se 

originan en la naturaleza humana, sino en las necesidades humanas y en las posibilidades de 

satisfacerlas dentro de una sociedad". (17
> 

n7
> De Lucas, Javier. citado por Ballesteros Jesús y otros. Derechos Humanos. Editorial. 

Técnos. España.1992. p. 101. 
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En consecuencia , su génesis se encontrará exclusivamente en las decisiones autónomas de las 

personas traducidas en leyes. A diferencia de la postura lusnaturalista que considera a los 

derechos humanos como eternos y estáticos, la corriente en estudio concebirá que tales 

prerrogativas son parte de la evolución social de la humanidad. 

La corriente luspositivista crítica a la lusnaturalista, considerando que los derechos concebidos 

por ésta son imperfectos al encontrar su fundamento en un ente de carácter irreal o metafísico y 

no en la actividad legislativa estatal. 

Para que taies derechos tengan una verdadera efectividad y reconocimiento, sugiere que 

deberán estar plasmados en un ordenamiento jurídico, el cual será superior a cualquier otro de 

naturaleza distinta. 

Miguel M. Padilla menciona que la postura luspositivista "se ocupa solo del derecho 

efectivamente existente, pasado y futuro, mostrándose así como una reacción contra las 

concepciones racionalistas, al rechazar esa supuesta capacidad de la razón humana para 

descubrir las reglas jurídicas; prefiere, pues, atenerse a lo dado, a lo verificable por la 

observación y la experiencia". <15l 

c) Escuela Axiológica 

La característica principal de la fundamentación axiológica es su naturaleza dualista, ya que 

postula que los derechos humanos tienen un carácter prejurídico, es decir, el derecho positivo 

no los crea, pero al ser derechos de carácter moral, les otorgará plena vigencia reconociéndolos 

y tutelándolos por emanar de ciertos requerimientos éticos . 

<is¡ Op. cit. p. 28. 
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Por su parte, Eusebio Fernández apunta que la postura en estudio "asegura que toda norma 

moral o jurídica presupone una serie de valores acerca de los fines de la vida individual, social y 

politica, la cual, justifica la base ética o axiológica de los Derechos Humanos". (l
9
l 

En ese orden de ideas, podemos precisar que no se trata de derechos diferentes ni 

contrapuestos uno del otro, sino parte de un solo derecho. Para la corriente lusnaturalista, el 

derecho debe ser reconocido por una norma jurídica (derecho positivo), para no carecer de un 

sentido técnico - jurídico. De igual manera, la norma positiva requerirá del lusnaturalismo para 

encontrar en éste su fundamento y justificación final, es decir, la dignidad humana sustentada 

en el bien común. 

Finalmente, es importante señalar que los rasgos filosóficos de los derechos humanos "guardan 

cuatro características esenciales: 

1) Inmutables. Porque no cambian. 

2) Eternos. Porque siempre pertenecerán al hombre como individuo de la especie humana. 

4) Supratemporales. Porque están encima del tiempo, y por lo tanto del Estado mismo. 

5) Universales. Porque son para todos los hombres del orbe. 

Estas características encuentran fundamento en una afirmación elemental pero trascendente: el 

hombre siempre fue, es y será persona. Y por ello siempre le será debido el reconocimiento de 

los derechos que le son propios por ser persona, por poseer naturaleza humana". (20) 

(
19

> Fernández, Eusebio. citado por Roccatti Velázquez, Mireille. Op. cit. p. 18. 
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4) Clasificación histórica 

Los derechos humanos como objeto de estudio serio no podían quedar al margen de diversas 

clasificaciones que comúnmente utilizan los distintos autores para agruparlos. Así por ejemplo 

para Margarita Herrera, "los derechos humanos se clasifican principalmente por su forma y 

contenido". <21
l 

En tanto, Gregario Peces Barba los clasifica "conforme a su contenido, por la forma de la 

prestación, por sus titulares y por su ámbito de aplicación". <
22J 

Pese a lo anterior, indiscutiblemente la clasificación más conocida o divulgada de los derechos 

humanos es la que se refiere a las denominadas "Tres Generaciones", la cual se basa en un 

enfoque de carácter evolutivo o periódico de la cobertura de tales prerrogativas. Estudiemos 

cada una de ellas y los derechos del ser humano que comprenden respectivamente. 

a) Derechos humanos de la primera generación 

Son los llamados derechos civiles y políticos, también conocidos como libertades clásicas o 

tradicionales. Su génesis deberá ubicarse durante el periodo de la Revolución Francesa, la cual 

surge como reacción en contra del absolutismo ostentado por el rey Luis XVIII. 

Tales derechos de carácter notoriamente individualista, imponen al Estado respetar 

irrestrictamente la esfera jurídica primaria del individuo, es decir, establecen una 

autorregulación de los poderes estatales en su actuar ante el ciudadano. 

<2ºl Aguilar. Op. cit. p. 33. 
<
21

> Herrera Ortiz, Margarita. Manual de Derechos Humanos. Editorial. PAC. México. 1991 . p. 43. 
<
22

> Peces Barba, Gregario y otros. Derecho Positivo de los Derechos Humanos. Editorial. 
Debate. Colección Universitaria. España. p. 14. 
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los derechos humanos de la primera generación traeran aparejado a su concepción el 

consmuCionallsmo de caracter clasico y como consecuencia de ello, el llamado "Estado Liberal 

de Derecho". 

los derechos humal"lOS del primer grado son entre otros: El derecho a la vida, a la libertad. a la 

seguridad jurídica, y a la igualdad de derechos entre hombres y mujeres; prohibiéndose la 

esclavitud o servidumbre, asl como la aplicación de torturas, tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, se estipula que nadie puede ser molestado arbitrariamente en su vida privada, su 

familia, su domicilio o en su correspondencia, ni sufrir alaques a su honra o su reputación; se 

sefiala el derecho a circular libremente y a elegir su residencia, as! como el derecho a una 

nacionalidad: finalmente se establece que tanto el hombre como la mujer tienen el derecho a 

casarse y decidir el número de hijos que desean. 

b) Derechos humanos de la segunda generación 

Se encuentra constituida por derechos de carácter colectivo, los cuales surgen como 

consecuencia inmediata del desgaste paulatino que representaba el denominado "Estado 

Liberar. Su objetivo preponderante es alcanzar una verdadera nivetación social propia de un 

Estado Social de Derecho (Welfare State). 

Por ello, los derechos sociales, econOmicos y culturales son prerrogativas de participación, es 

decir, conciben una obligación estatal de caracter progresivo para establecer los lineamientos 

mlnimos de las políticas encaminadas a cumplir con los derechos humanos de dicha 

generación. Es importante setlalar que tales prerrogativas son consagradas poi" plimera ocasión 

en la Constitución PolUica de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. 
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Se consideran derectlos humanos de la generación en comento: El derecho a la seguridad 

social y a oblener la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales: el derecho 

al trabajo, el derectlo a formar sindicalos, derecho a un nivel de vida adecuado mediante el 

aseguramiento de la salud, la alimentación, el vestido, ta vivienda, la asistencia medica y los 

ser'llicios sociales necesarios para atcanzar un desarrollo integral, estableciéndose también el 

derecho a la educación y a la seguridad pública entre otros. 

el Derechos humanos de la tercera generación 

A los derechos humanos de la tercera generación se les denomina de diferente manera, como 

por ejemplo: derecho de los pueblos, de solidaridad. derechos de cooperación, derechos de las 

nuevas generaciones. de tos grupos, derechos colectivos de la humanidad, derechos 

supraindividuales. transpersonales. 

El objetivo principal de tales derechos (los cuales surgen como consecuencia de los avances de 

la tecnologia), es centrarse en el adelanto social de la calidad de vida de los pueblos, cimentada 

en la necesidad de cooperación entre las naciones y los grupos sociales que las conforman. 

la caracteristica primaria de tales prerrogativas, se traduce en la consideración del individuo 

como parte integrante de un lodo y no de manera excluida o aislada del ente social. Estas 

prerrogativas son consideradas como derechos de reciente creación, y por ende apenas se esta 

dando inicio al desarrollo de los mecanismos ejecutivos de protecciOO de los mismos. 

Por ello Héctor Fix denomina a tales derechos como difusos, y los define como aquellos 

-derechos subjetivos e intereses legrtimos que pertenecen a personas indeterminadas y a 
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diversos grupos distribuidos en varios sectores, y que se refieren a ámbitos como el consumo. 

el medio ambiente, el patrimonio de la humanidad entre otros". !23l 

Los derechos humanos más representativos de la tercera generación son entre otros: derecho a 

la autodeterminación de los países. a la independencia económica y política, derecho a la 

identidad nacional y cultural, a la paz, a la coexistencia pacífica, al entendimiento y la confianza 

entre las naciones, derecho a la cooperación y a la justicia social internacional, al uso de los 

avances de la ciencia y la tecnología, el derecho a la solución de los problemas alimenticios, 

demográficos, educativos y ecológicos entre otros. 

5) Distinción entre derechos humanos y garantías individuales 

Es común que los términos garantías individuales (garantías constitucionales) y derechos 

humanos ocasionen cierta confusión al utilizarse como sinónimos, por ello es necesario hacer la 

distinción entre ambos términos. 

En el caso de los derechos humanos, su naturaleza los hace ser más extensos, abstractos y 

generales; es decir, tales derechos son reconocidos y protegidos en todo el mundo, en cada 

país, independientemente de su pluralidad ideológica, su sistema político, jurídico y económico. 

En cambio, la garantía constitucional "es el instrumento legal que sirve para la protección de los 

derechos humanos en los ordenamientos de derecho positivo". !
24

l 

En efecto, las garantías individuales se encuentran circunscritas al ámbito interno de cada 

Estado y por ello su naturaleza tiende a ser más limitada o restringida, encontrando su fin último 

en¡ Fix Zamudio Héctor. En el simposio Los Abogados Mexicanos y el Ombudsman. México. 
Editorial. CNDH. 1992. p. 71 . 

<
24

' Díaz. Op. cit. p. 45. 
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en reconocer, proteger y fijar o detallar tales principios (derechos humanos) en la constitución 

general de cada Estado. 

Se puede precisar que, "mientras los Derechos Humanos expresan principios generales y 

abstractos, las garantías individuales son normas que delimitan y precisan tales principios; 

representan la dimensión, limites y modalidades bajo los cuales el Estado reconoce y protege 

un Derecho Humano determinado". (251 

<251 Carpizo Mcgregor, Jorge. La Constitución Mexicana de 1917. Editorial. Porrúa. México. 1988. 
p. 154. 
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Capítulo Segundo 

Desarrollo Histórico de los Derechos Humanos 

Los derechos humanos como los conocemos hoy en día han sido producto de un largo y arduo 

proceso histórico, caracterizado en gran parte por las constantes pugnas frente a los excesos 

del poder público y las profundas reflexiones de los grandes filósofos de la humanidad. 

En cada uno de los periodos históricos que apreciáremos existirá una exigencia invariable, 

constante y tenaz: el respeto irrestricto a la dignidad humana. Por ello, desde épocas remotas 

encontraremos lineamientos claros de la evolución de lo que ahora llamamos derechos 

humanos. 

l. Principales Antecedentes Universales de los Derechos Humanos 

1) Edad Antigua: La germinación de los derechos humanos 

Para algunos autores como Margarita Herrera, en dicho periodo histórico no se puede concebir 

la idea de los derechos humanos al afirmar que: "En esta época no existían Derechos 

Humanos, porque entonces no había Estados". <
25

> 

Sin embargo, ante tal señalamiento compartimos la opinión de Jorge Madraza al manifestar: 

"Huelga decir que los Derechos Humanos, que son innatos a la persona humana han estado 

presentes a lo largo de toda la evolución social y con independencia de las específicas formas 

rzói Op. cit. p. 14. 

17 



de organización del Estado, desde el más primario o elemental, hasta las más complejas formas 

de la entidad estatal contemporánea". <27
> 

En efecto, al ser uno de los rasgos distintivos de los derechos humanos su aspecto congénito 

(derechos inherentes desde el momento mismo de nacer), se infiere la existencia de los mismos 

desde la edad antigua, aunque de un modo muy primitivo. Los autores que sustentan tal 

inexistencia guardan una postura de carácter positivista . 

a) Código de Hammurabi y el "Deuteronomio" 

"El Código de Hammurabi y el Deuteronomio son precedentes lejanos que expresan [ ... ) una 

primera preocupación por la persona individual, en el contexto de un derecho que pretende su 

fijación y su duración". <
25

> 

Así, en el Código de Hammurabi se encuentran elementos que nos permiten pensar en el inicio 

de la protección de los derechos humanos de un modo imperfecto, ya que como en toda 

sociedad de la antigüedad, prevalecía la figura de la esclavitud y con ello la falta de libertad del 

individuo. 

En tal contexto, en el Código se estipulaba que los juicios podían tener una "segunda instancia" 

ante un tribunal superior, o incluso ante el rey. La esencia de dichas prerrogativas en su 

conjunto consistía en que el más fuerte, por su misma condición, no tomará ventaja del más 

débil o indefenso. 

<
27

> Madraza Cuellar, Jorge A. Derechos Humanos. El Nuevo Enfoque Mexicano. Editorial. 
F.C.E. México. 1993. p. 13. 

<
23

> Peces. Op. cit. p. 20. 
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Por otra parte en el "Deuteronomio", un libro del Antiguo Testamento, quinto y último del 

"Pentateuco", se establecen disposiciones y lineamientos basados en los Diez Mandamientos 

con relación a la administración de justicia, disponiendo en todo momento, evitar la corrupción 

de quienes deben de impartirla. La institución de la esclavitud también prevalecía en el pueblo 

hebreo, y ello constituyó un impedimento para el surgimiento de la igualdad. 

b) Grecia 

"En este Estado el ciudadano tenía su esfera jurídica completa, en cuanto a los derechos civiles 

y políticos; pero no tenían derechos oponibles a las autoridades en cuanto a tales, es decir, 

carecían de garantías o derechos humanos''. (29
! 

El pueblo griego acuñó un elemento importante a la causa de los primitivos derechos humanos 

al connotar la libertad política en un sistema democrático. A pesar de ello, en la sociedad griega 

existió una desvalorización del individuo. 

Muestra de ello son evidentemente los tratados de los grandes filósofos griegos como Platón y 

Aristóteles, quienes apoyaban la esclavitud afirmando que había personas que no debían tener 

derechos. La doctrina platónica en particular, señala que sólo deberán de gobernar los 

intelectualmente capaces y el resto tendrá que limitarse a obedecer. 

Por su parte, Aristóteles reconoce la existencia de una ley natural, sin afirmar en algún 

momento la superioridad de la misma sobre la positiva. Por último, Sócrates expuso en su 

pensamiento la existencia de derechos intrínsecos en la naturaleza del ser humano, los cuales 

se descubren con la ayuda de la razón . Asimismo, conceptualiza un derecho natural superior al 

positivo, y por lo tanto oponible al ente estatal. 

<
29

> Herrera. Op. cit. p. 22. 

19 



e) Roma 

Roma contribuye al campo de los derechos humanos al acuñar una clara diferencia entre el 

Estado y sus ciudadanos basada en la doctrina del derecho natural griego. Dicha diferencia, 

señala la existencia de ciertos derechos emanados de la naturaleza humana ausentes de la ley 

positiva, los cuales adquieren un carácter supremo a ella. 

Al paso de los años, "se expidió un ordenamiento de mucha importancia, como lo fue la Ley de 

las Doce Tablas , cuyo contenido era extenso y variado, pues encontramos derechos referentes 

a las sucesiones, a la familia, a las cosas, el penal, el procesal. Entre todo esto hallamos 

algunos derechos que podemos considerar como cimiento de lo que ahora tenemos como 

garantías, por ejemplo, la igualdad de todos ante la ley". <30l 

d) Cristianismo 

"Pero el acontecimiento de más fecundas consecuencias en el proceso del reconocimiento de 

los derechos humanos lo constituyó el advenimiento del cristianismo y la difusión de su doctrina 

en el mundo conocido de esa época. Sobresale de ella, ante todo, la afirmación de la eminente 

dignidad humana, por ser todos los hombres y mujeres hijos de un mismo Dios, y de la cual 

deriva la igualdad esencial de todos ellos en cuanto personas, asegurándoles por lo mismo 

similar titularidad a todos lo derechos". (31 l 

El cristianismo influirá de manera determinante en el pensamiento universal de la humanidad, 

traduciéndose en el resquebrajamiento del politeísmo para dar paso a la existencia de un único 

Dios. La libertad que establece la doctrina cristiana es requisito indispensable para que el 

(30J /bid. 

<3 1J Padilla. Op. cit. p. 37. 
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individuo con su libre albedrío aunado a los deberes de caridad y solidaridad, se haga 

merecedor de la vida eterna. 

2) Edad Media: La transición de los derechos humanos 

Durante el periodo medieval célebres escritores como San Agustín, San Ambrosio y Santo 

Tomás de Aquino, contribuyeron enormemente a la filosofía de los derechos humanos al afirmar 

la existencia de un derecho superior como expresión propia de la ley divina, el cual es capaz de 

imponerse a los excesos de los gobernantes. 

Asimismo, en los textos jurídicos correspondientes al medievo, se apreciará una cierta limitación 

del poder estatal frente a los súbditos, manifestación misma del tránsito a la modernidad. 

a) Proceso de Manifestación 

"El origen de la manifestación, de acuerdo con la doctrina aragonesa, se remonta al derecho 

romano, en particular al Código Teodosiano. Su aparición en Aragón data de los fueros 

promulgados en Ejea de los Caballeros, en 1265, en donde aparece por primera vez la figura 

del justicia, quien funge como juez intermedio entre la nobleza y e.I rey". (J i¡ 

Dicho proceso consistía en proteger al preso a través de una orden, en la que se establecía una 

medida de carácter precautorio para separar a las autoridades ordinarias del preso, previniendo 

así las arbitrariedades comunes de la época. Es importante precisar que tales medidas no 

impedían a los juzgadores continuar con el proceso. 

<
32

> Lara Ponte, Rodolfo. Los Derechos Humanos en el Constitucionalismo Mexicano. Editorial. 
Porrúa. llJ - UNAM. México. 1998. p. 24. 
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El Proceso de Manifestación se tramitaba generalmente en la corte del Justicia, el cual emitía 

un mandato dirigido a cualquier juez que tuviera un preso, con el fin de que se le entregase y 

evitar que se usará la violencia antes de dictar sentencia; en caso de acceder a la libertad 

cautelar del preso, se exigía una fianza, misma que revestía tres formas: cárcel especial, casa 

particular por cárcel o la fianza propiamente dicha (la entrega de un valor económico). 

b) Concilio de Toledo 

Es promulgado por el rey visigodo Recesvinto al momento de su ascenso al trono en el año 653 

de nuestra era. Dicho ordenamiento fue de gran relevancia porque para poder ascender al 

poder real era necesario jurar cumplir con todos los puntos establecidos en el Concilio. 

En la primera parte del documento de Toledo expresa: 

"Es justo que la vida de los inocentes no sea manchada por la malicia de los acusadores, y, por 

tanto, nadie que esté acusado por otro será entregado al suplicio hasta que el acusador se 

presente y se examinen las normas de las leyes y de los cánones, y si se prueba que es 

persona incapaz de acusar, no se admita la acusación, a no ser que se trate de crímenes de 

lesa majestad". <33l 

En el texto en comento, también se establecen diversas disposiciones en contra de los excesos 

del soberano. Ejemplo de ello, es la prohibición al monarca de alterar a su favor mediante 

presión o fraude los títulos de propiedad que se deban a otro, pues en caso contrario deberían 

ser devueltas sin demora a la persona que haya sufrido tal injusticia. 

<
33

l Peces. Op. cit. p. 23. 
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e) Carta Magna Inglesa 

Firmada el 21 de junio de 1215, la Carta Magna Inglesa además de ser el origen de la ley 

constitucional inglesa, constituye uno de los documentos medievales de mayor trascendencia 

en el desarrollo de los derechos humanos durante el periodo de la Edad Media por contener 

efectivos derechos y restricciones al poder de la autoridad real. 

La Carta Magna se integra por 79 artículos "y el más importante para nosotros es el marcado 

con el número 49 (cuarenta y nueve) donde encontramos un clarísimo antecedente de nuestras 

actuales garantías 14 y 16 constitucionales. El capítulo 49 dice: "Ningún hombre libre podrá ser 

arrest8do, expulsado o privado de sus propiedades o derechos, sino mediante juicio seguido 

ante tribunales previamente establecidos, en los que se sigan las formalidades esenciales de 

procedimiento y mediante leyes de la tierra". (34
) 

Entre otras prerrogativas importantes que establece la Carta Magna se encuentran: El derecho 

a obtener justicia de manera expedita, el derecho a no pagar impuestos que no hayan sido 

votados por sus representantes, y el derecho de entrar o salir del reino con plena libertad, entre 

otros. 

3) Renacimiento e Ilustración: El pensamiento en los derechos humanos 

Durante el periodo renacentista se afirma con gran fuerza y dinamismo una inminente 

renovación del pensamiento de la humanidad en todas sus manifestaciones, caracterizado en 

gran parte por la tenaz crítica al teocentrismo y dogmatismo como bases del pensamiento de la 

Edad Media. 

<
3
•l Herrera. Op. cit. p. 23. 
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El Renacimiento enaltecerá en contraste con el medievo la individualidad de la persona. 

Asimismo, dicho periodo histórico aportará la conceptualización de un derecho natural dictado 

exclusivamente por la razón humana, traduciéndose lo anterior en una eminente separación de 

lo divino y lo terrenal. 

a) Repartimientos y encomiendas 

"La vigencia de los derechos humanos en las indias se debe focalizar a la luz de la desigualdad 

entre españoles e indios. A partir de esta aseveración a los españoles les era aplicable el 

régimen legal de la Península, por lo cual se les reconocía el pleno disfrute de sus derechos: en 

cambio, a la población indígena no se le reconocía ninguno de esos derechos, y por ello se les 

sujetaba a un régimen de servidumbre y esclavitud". <35
l 

Para comprender de manera más precisa dicha situación, es indispensable hacer referencia a 

dos tipos de títulos jurídicos como lo son el repartimiento y la encomienda. El primero de ellos, 

consistía en la adjudicación a los colonos españoles de un grupo de nativos. 

Por su parte, la encomienda se refiere a la cesión que hacía el rey en favor del encomendero 

para percibir el tributo o trabajo que el indígena debía pagar o realizar a favor de la corona, a 

cambio el encomendero adquiría la obligación de procurar la evangelización y la instrucción del 

encomendado. 

Finalmente, es importante recalcar que la manera en que operaban dichas instituciones era 

semejante a un sistema de esclavitud. 

<
35

> Lara. Op. cit. p. 47. 
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b) Instrucción de los Reyes Católicos a Nicolás de Ovando 

Otro de los instrumentos jurídicos importantes de la época lo representaban las Instrucciones. 

"En este caso, la instrucción a Ovando establecía que los indios eran vasallos libres y debía 

suprimirse el repartimiento; pero pagarían tributo y debían trabajar por salario". <30
l 

Dicha instrucción, representa un tropiezo de carácter económico al traer como consecuencia 

que los nativos desatendieran sus trabajos. Para tratar de enmendar tal situación, se instaura 

de nueva cuenta el régimen de repartimientos con ciertas limitantes favorables para los 

indígenas. 

e) Leyes de Burgos 

Surgen como consecuencia de los fuertes y constantes cuestionamientos hechos 

principalmente por Bartolomé de las Casas en contra del régimen encomendero. En el 

ordenamiento jurídico en comento, se consagraba el principio de libertad común de los nativos y 

ciertos derechos de vivienda o estancias para los indígenas, determinando la obligación de 

repartirles parte de lo sembrado. 

"También establecían las leyes un sistema de control de las garantías que ellas establecían, 

mediante la designación de unos <<visitadores>> - funcionarios nombrados por las autoridades 

coloniales, con el oficio de inspección de las condiciones de vida de los indios -. Las Leyes de 

Burgos fueron complementadas por otras posteriores, promulgadas por la Junta de Valladolid, 

en 1513". <
37l 

'
36

' Peces. Op. cit. p. 46. 
(JJ) /bid. p. 47 . 
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d) Bula "Sublimis Deus" 

Por su parte, la Bula "Sublimis Deus" fue promulgada en 1512 por el Papa Paulo 111. En dicho 

documento pontificio se declara que los indígenas poseen condición y naturaleza humana. Por 

virtud de lo anterior serían capaces de entender y recibir la fe de Cristo, y en consecuencia no 

se les podía esclavizar ni privar de sus bienes. Finalmente, se estipula que cualquier disposición 

que se encontrará en el presente o en el futuro que contradiga lo anterior, sería considerada 

como nula. 

"Consideramos que dicho pronunciamiento pontificio no contiene las características de una 

declaración de derechos en estricto sentido, como sería la enumeración y determinación de los 

derechos humanos; sin embargo; es innegable su sentido humanitario, el cual logró de alguna 

manera influir en la redacción de la legislación indiana". <35
> 

e) Leyes Nuevas 

"La argumentación de Fray Bartolomé de las Casas (1474 - 1566) contra la Encomienda, la 

rapiña de la colonización y una concepción que entendía al indígena como un ser carente de 

razón, influyó en las llamadas Nuevas Leyes de 1542, las cuales ofrecían una mayor protección 

a los naturales". <
39

> 

Dicho ordenamiento jurídico comprende un total de cuarenta capítulos, en los cuales se 

encuentra anulada de manera absoluta las encomiendas futuras, es decir, subsistirían las 

existentes sólo durante la vida del encomendero. 

<
38

' Lara. Op. cit. p. 51 . 
<
39

' Comisión Nacional de Derechos Humanos. Derechos Humanos. Compilación de 
Documentos y Testimonios de Cinco Siglos. Editorial. CNDH. México. 1991 . p. 10. 
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Del mismo modo, se hace especial señalamiento en el cuidado, conservación y tratamiento de 

los indígenas, consagrando la libertad de los naturales y prohibiendo el trabajo forzoso de los 

mismos, también se dicta informar sobre los excesos y malos tratamientos que les fueren 

hechos por los particulares y se determina la impartición de la justicia guardando sus usos y 

costumbres. 

f) Petición de Derechos 

Sin lugar a duda, los documentos ingleses de la época constituyen un parteaguas en el 

desarrollo histórico de los derechos humanos. Así, la Petición de Derechos tiene como 

antecedente la difícil situación que atravesaban las finanzas inglesas; con el fin de sanear la 

insostenible situación económica, el rey dictó una serie de impuestos de carácter obligatorio y 

dispuso que el incumplimiento en el pago de los mismos seria sancionado con pena de cárcel, 

afianzando con ello una política de arbitrariedades en contra de los súbditos. 

Ante los excesos del rey y el descontento popular, el parlamento dirigió una fuerte protesta al 

monarca, mismo que juró acatar los lineamientos consagrados en la Carta Magna y los 

estatutos del "Common Law" (Derecho Común). 

El parlamento se condujo con desconfianza ante tal juramento, por lo que procedió de inmediato 

a elaborar un documento lo suficientemente efectivo para obligar al soberano a respetar las 

libertades fundamentales del ser humano, naciendo con ello la Petición de Derechos. 

Es importante mencionar que la Petición de Derechos, "contenía una amplia enumeración de 

derechos y libertades que el Parlamento consideraba eran violados y que deseaba ver 
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respetados por el rey, derechos tales como la aprobación de los tributos por el Parlamento y el 

principio de seguridad personal". <
4ºl 

g) "Habeas Corpus" 

En opinión de Héctor Fix (citado por Rodolfo Lara Ponte), el "Habeas Corpus" "debe de 

considerarse como el germen fundamental de la protección procesal de los derechos 

fundamentales de la libertad humana, especialmente en cuanto a su carácter físico o de 

movimiento y por ello ha recibido con justicia el calificativo del Gran "Writ". <
41

l 

Con el nacimiento jurídico de dicho documento, se abre paso al primer recurso concreto en 

contra de detenciones de carácter arbitrario, asegurando con ello la validez del derecho 

existente. 

h) "Bill of Righs" 

En tanto, el estatuto denominado "Bill of Rights" o Declaración de Derechos es promulgado por 

el parlamento inglés el 16 de diciembre de 1689. Conformando con ello, un avance substancial 

en la positivización de los derechos humanos, ya que por primera vez las facultades reales se 

verán restringidas de manera más precisa al declarar los derechos de los súbditos y la 

supremacía parlamentaria con relación al derecho divino de los reyes. Dando lugar así, a una 

inminente transición de los documentos de carácter monárquico a lo que serían las modernas 

declaraciones de los derechos humanos. 

<
4º> Lara. Op. cit. p. 29. 

<4 1l ldem. 
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Además, "dicha Declaración confirmó anteriores instrumentos similares - desde la Carta Magna 

hasta la Petición de Derechos de 1628 - y luego de afirmar la ilegalidad de la facultad que se 

había atribuido la autoridad real para suspender las leyes o dispensar su cumplimiento, así 

como la de requerir dinero para la Corona sin el consentimiento del Parlamento, ratificó las 

libertades tradicionales de los ingleses, entre otras la de peticionar al monarca, la de elegir 

libremente a los miembros del parlamento, la de prohibición de fianzas o multas excesivas y la 

de aplicar castigos crueles o desusados". <42
l 

4) Época Moderna: Las grandes declaraciones de los derechos humanos 

En el continente americano el reconocimiento de los derechos humanos se concibió con la 

independencia de los Estados Unidos de América en 1776 y la Declaración de Derechos del 

Buen Pueblo de Virginia, constituyendo así un antecedente innegable para que el pueblo franco 

proclamara al poco tiempo la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano. 

A su vez, uno de los rasgos distintivos de dicho periodo será la tenaz desconfianza en la 

intervención estatal al considerar que el Estado sólo debe intervenir para proteger la libre acción 

de los ciudadanos. 

a) Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virg inia 

Con la obra de George Masan, se acuña la primera declaración de derechos humanos en el 

mundo moderno, aportando con ello el reconocimiento explícito de las prerrogativas que le son 

inherentes e inalienables al ser humano desde el momento mismo de nacer. En dicha 

Declaración se aprecia claramente la contribución de la corriente lusnaturalista al determinar: 

<
42

l Padilla. Op. cit. p. 49. 
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"1.- Por naturaleza, todos los hombres son igualmente libres e independientes y tienen ciertos 

derechos inherentes a los cuales, cuando ellos forman parte de una sociedad, no pueden bajo 

ningún concepto, suspender ni evitar ceder a la posteridad, estos derechos son, a saber, el de 

disfrutar la vida y la libertad con los medios para adquirir y poseer propiedades; así como la 

búsqueda y el alcance de la felicidad y la seguridad. 

2.- Toda la autoridad está basada en el pueblo y, por ende se deriva del mismo; tanto es así 

que todos los magistrados son administradores y servidores, y en todo tiempo deben 

obediencia. 

3.- Que el Gobierno está o debe estar instituido para la seguridad, la protección y el beneficio 

común del pueblo, la nación o la comunidad; que de los diferentes modos o formas de gobierno, 

la mejor es la que es capaz de producir el mayor grado de seguridad y felicidad, y que, cuando 

se encuentre que un Gobierno es inadecuado o que está en contra de estos propósitos, la 

mayoría de una comunidad tiene el derecho indubitable e inabrogable de reformarlo, alterarlo, o 

abolirlo, de la manera que se considere más conveniente al bienestar público". (43
l 

b) Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América 

Redactada principalmente por Thomas Jefferson y basada en la teoría del contrato social y del 

derecho natural, la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América es 

proclamada el 4 de julio de 1789, consagrando derechos similares a los establecidos en la 

Declaración de Virginia. 

1•
3
> Travieso, Juan Antonio. Derechos Humanos y Derecho Internacional. Editorial. Heliasta. 

Argentina. 1990. pp. 13- 14. 
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La Declaración en comento expresa: "Sostenemos como verdades evidentes que todos los 

hombres nacen iguales, que están dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables, 

entre los cuales se cuentan el derecho a la vida, a la libertad y al alcance de la felicidad; que 

para asegurar estos derechos, los hombres instituyen Gobiernos, derivando sus justos poderes 

del consentimiento de los gobernados, que cuando una forma de gobierno llega a ser 

destructora de estos fines, es un derecho del pueblo cambiarla o abolirla, e instituir un nuevo 

gobierno basado en esos principios y organizando su autoridad en la forma que el pueblo 

estime como la más conveniente para obtener su seguridad y felicidad". !44
l 

c) Constitución Federal de los Estados Unidos de América 

La Constitución Federal de los Estados Unidos de América es decretada en Filadelfia el 17 de 

septiembre de 1787 y entra en vigor hasta 1789. En un principio dicho documento jurídico se 

encontraba privado de un catálogo de derechos humanos, toda vez que tales prerrogativas se 

establecían en las constituciones locales, es decir, como competencia de los Estados de la 

federación . 

"Sin embargo, ante las críticas de las convenciones que en cada estado ratificaron la sanción de 

Filadelfia, en 1789 se propusieron doce enmiendas, de las cuales diez concluyeron de 

ratificarse en 1791 (algunas inspiraron cláusulas de nuestra Constitución, como la 2ª, 4ª, 8ª, y 

9ª) y constituyen esa Declaración de Derechos, completada desde entonces por sucesivas 

enmiendas, como la 13ª (1865) que abolió la esclavitud; la 15ª (1870), vedando la restricción al 

derecho de voto por causa de raza o color, así como la 19ª (1920) que dispuso igual prohibición 

por motivo del sexo y la 26ª (1971 ), por razones de edad, aunque con un mínimo de 18 años". 

(45) 

r4• i Pacheco Gómez, Máximo. Los Derechos Humanos. Documentos Básicos. Editorial. Jurídica 
de Chile. Chile . 1992. p. X. 
r451 Padilla . Op. cit. p. 41. 
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d) Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano 

Las condiciones precarias por las que atravesaba la economía, política y sociedad francesa, 

ocasionaron el levantamiento del pueblo franco en contra del absolutismo de Luis XVI. Producto 

de ello es el nacimiento de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano del 26 de 

agosto de 1789, la cual al poco tiempo de promulgarse alcanza una profunda difusión en el 

mundo, adquiriendo con ello, una vigencia universal innegable. 

En el preámbulo de la Declaración en comento se establece que los representantes del pueblo 

francés, "Considerando que la ignorancia, el olvido o el desprecio de los derechos del hombre, 

son las únicas causas de ·1os males públicos y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto 

exponer en una declaración solemne los derechos naturales, inalienables y sagrados del 

hombre a fin de que esta Declaración, teniéndola siempre presente todos los miembros del 

cuerpo social, les recuerde constantemente sus derechos y deberes". <45l 

En dicho documento, se concibe un reconocimiento y protección plena de los derechos clásicos 

del ser humano: libertad, legalidad, seguridad e igualdad. El propósito final, será la creación de 

una auténtica y precisa limitación del poder mediante el camino que marca el bien común. 

5) Época Contemporánea: La positivización de los derechos humanos 

La evolución en la positivización de los derechos humanos alcanzará en el siglo XX su plena y 

auténtica consagración mediante el fenómeno de la internacionalización de tales prerrogativas. 

A partir de este momento, el reconocimiento y respeto de los derechos del ser humano 

encontraran amparo en las diversas constituciones de los países, enriqueciendo con ello la 

parte dogmática de tales ordenamientos. 

<
461 Pacheco. Op. cit. p. X. 
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a) Constitución del "Reich" Alemán de 1919 

La Constitución del estado alemán es promulgada el 14 de agosto de 1919 como consecuencia 

de la difícil situación por la que atravesó dicho país tras su derrota en la primera conflagración 

mundial. "En el tema de los derechos fundamentales, sin duda por influencia de la mayoría 

socialdemócrata, se inicia el esfuerzo de integración de los derechos civiles y políticos con los 

derechos económicos, sociales y culturales y así se asientan las bases de uno de los rasgos 

centrales del Estado Social de Derecho". (47l 

En el texto de la constitución germánica se establecen los deberes y derechos fundamentales 

de los alemanes, instituyendo para ello prerrogativas de igualdad, de jornada laboral, así como 

la amnistía política entre otros derechos de corte social. Por último, el documento constitucional 

alemán expresa la decadencia del Estado democrático liberal. 

b) Declaración de los Derechos del Pueblo Trabajador y Explotado 

El creciente descontento del pueblo ruso en contra del modelo capitalista motiva que el 1 O de 

julio de 1918 se proclame la Declaración de los Derechos del Pueblo Trabajador y Explotado. El 

mencionado documento de carácter eminentemente pragmático, se anexará a la Constitución 

de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) el 6 de junio de 1924. 

En el segundo capítulo del texto en comento se propone suprimir la explotación del individuo, 

abolir la división de la sociedad en clases mediante la organización socialista; acuerda la 

supresión de la propiedad privada de la tierra, de las minas, las propiedades, las empresas 

agrícolas y de todos los demás medios de comunicación, de transporte y producción, todo ello 

sobre la base de la propiedad nacional y el disfrute común de la población. 

<•11 Peces. Op. cit. p. 183. 
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c) Constitución de la Segunda República Española 

"Como consecuencia de unas elecciones locales en las que los candidatos republicanos, en las 

ciudades importantes, superaron en sufragios a los candidatos monárquicos, se proclamó en 

España la Segunda República el 14 de abril de 1931 ". <
45

l 

Ante ello, el gobierno provisional comprendió la necesidad de elaborar una nueva constitución. 

Así, el 6 de mayo del mismo año se emite un decreto en virtud del cual se organiza una 

comisión juridica asesora para elaborar un anteproyecto de constitución. Una vez finalizados los 

debates parlamentarios el 9 de diciembre de 1931, se aprueba en definitiva la Constitución de la 

Segunda República Española. 

En el texto constitucional ibérico se encuentra una amplia declaración de derechos humanos en 

el Título Tercero, Capítulo 1, denominados "Derechos y Deberes de los Españoles" y "Garantías 

Individuales y Políticas" respectivamente. Finalmente, la claudicación de la constitución 

republicana se afianza ante al levantamiento armado del general Francisco Franco. 

6) Época Actual: Reconocimiento internacional de los derechos humanos 

Influenciada en gran parte por los cruentos acontecimientos suscitados por el nazismo, el 

pensamiento de la humanidad durante los años siguientes a la posguerra ya no sería el mismo. 

Ahora, los Estados admiten la necesidad de fomentar un genuino convencimiento respecto al 

nacimiento, reconocimiento, protección y respeto de los derechos humanos, resultando 

indispensable para ello, la creación de una autoridad de carácter supranacional capaz de 

establecer los lineamientos en la política de protección internacional en materia de derechos 

humanos. 

(•S) /bid. p. 196. 
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Paralelo a ello, se concibe la existencia de un derecho internacional más dinámico y eficaz, 

mediante la declinación del principio de soberanía absoluta del Estado y el reconocimiento de la 

persona individual como ente de derecho. Es decir, a partir de este momento ya no serán los 

Estados los exclusivos titulares de derechos y obligaciones internacionales, ahora también lo 

serán los individuos. 

a) Carta de la Organización de las Naciones Unidas 

La Carta de San Francisco, como comúnmente se conoce al documento constitutivo de la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU) del 24 de octubre de 1945, es un instrumento 

internacional en el que se hace una amplia alusión a los derechos humanos, representando con 

ello, un auténtico reconocimiento e impulso internacional de los derechos del ser humano. 

"Si bien la Carta de la ONU no autoriza ninguna acción coercitiva para casos distintos de los 

específicos en el capítulo VII y, por ende, sobre derechos humanos; sin embargo, si la violación 

sistemática de los derechos humanos pone en peligro la paz o la seguridad internacionales, 

puede actuar el Consejo de seguridad e inclusive se 'J>Odría expulsar dicho Estado miembro por 

violación de uno de los principios que inspiran la Carta de San Francisco". (49
> 

Los objetivos principales de la Carta de San Francisco consisten en: 

a) Proteger al género humano del azote de la guerra mediante el fortalecimiento de la paz 

universal y el mantenimiento de la seguridad internacional. 

<•9
> Monroy Cabra, Marco Gerardo. Los Derechos Humanos. Editorial. Temis . Colombia 1980. p. 

44. 
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b) Generar cOl1diciones propicias para el respeto y cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en los convenios internacionales para asegurar la justicia, la igualdad de derechos 

y la autodeterminación de tos puebtos. 

cl Promover el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de 

todos sin distinción alguna por motivos de raza, sexo, religión o idioma. 

d) Impulsar la elevación de los niveles de vida para lograr el progreso social sin detrimento de la 

libertad. e) Promover los vlnculos de amistad entre las naciones para lograr la cooperación 

internacional como punto de partida para la solución de los problemas internacionales. 

b) Declaración Universal de 105 Derechos Humanos 

La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas aprueba el 10 de diciembre 

de 1948 la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como el anhelo común por el Que 

todos los Estados deben combinar esfuerzos para la promoción, ensefianza, educación y 

respeto de los derechos del individuo, asegurando a través de medidas progresivas nacionales 

e internacionales su efectivo conocimiento y vigencia universal. En consecuencia, dicho 

documento representa en el ámbito internacional el avance más notable en el reconocimiento y 

protección de los derechos del ser humano. 

"NO obstante, algunos caosideran que la Declaración sólo comprende un coojunto de 

orientaciones o recomendaciones que tienen fuerza moral, pero carecen de eficacia jurídica; y 

ello porque la Asamblea General de las Naciones Unidas no tiene, en principio, competencia 

legislativa y solo puede hacer recomendaciones. Además, la Declaración no fue aprobada ni 
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ratificada como tratado internacional por los distintos Estados de acuerdo con sus respectivos 

mecanismos constitucionales, por lo cual no los obliga legalmente''. (SOJ 

c) Convención Europea de Derechos Humanos 

La Convención Europea de Derechos Humanos fue firmada el 4 de noviembre de 1950 y entró 

en vigor tres años después en 1953. Dicha Convención, fue fraguada para "preservar la 

herencia común de tradición política, de libertades y de respeto a la norma jurídica de las 

naciones occidentales". (51
l 

La convención internacional en comento se encuentra adicionada con cinco protocolos 

facultativos, por virtud de los cuales se incorporan nuevos derechos a los doce originales. La 

particularidad más importante e interesante del presente instrumento, se encuentra en la 

facultad con la que cuentan los particulares para demandar a los Estados por considerar que se 

han violado sus derechos humanos. Del mismo modo, la Convención instaura la Comisión 

Europea de Derechos Humanos y el Tribunal Europea de Derechos Humanos. 

d) Los pactos internacionales de las Naciones Unidas 

Tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales tienen su antecedente en la idea de la Comisión 

encargada de confeccionar la Declaración Universal de Derechos Humanos para crear un 

instrumento capaz de otorgar un carácter obligatorio a dicho documento internacional por 

carecer de fuerza jurídica. 

(
5º> Pacheco. Op. cit. p. XII. 

<
5•> Sepúlveda, César. Derecho Internacional. Editorial. Porrúa. México. 1998. p. 526. 
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Sin embargo, "la divergencia de opiniones acerca del alcance y contenido de cada uno de los 

referidos derechos, así como la reticencia para obligarse a respetarlos, impidió la elaboración 

de un documento único como hubiera sido deseable, por lo que hubo que dividirse en tres: el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos". (52
l 

e) Convención Americana de Derechos Humanos 

Los antecedentes inmediatos del Pacto de San José debemos situarlos primeramente en la 

Convención Europea de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos y Deberes 

Políticos de las Naciones Unidas, y en segundo término en la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre emitida durante la IX Conferencia lnteramericana, celebrada 

en Bogotá, Colombia en 1948. 

En un principio, el carácter no vinculatorio de dicha declaración trajo consigo la necesidad de 

crear nuevos instrumentos adicionales con la capacidad suficiente para otorgarle la fuerza 

jurídica necesaria para su cumplimiento. 

Para ello, los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos se reunieron en la 

ciudad de San José de Costa Rica para celebrar la Convención Americana de Derechos 

Humanos, a través de la cual , la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

adquiere obligatoriedad. 

La Convención Americana instituye dos órganos internacionales a saber: la Comisión 

lnteramericana de Derechos Humanos y la Corte lnteramericana de Derechos Humanos. 

<
52>Madrazo. Derechos Humanos. El Nuevo Enfoque Mexicano. Op. cit. p. 24. 
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11. Antecedentes de los Derechos Humanos en el Sistema Jurídico Nacional. 

"En nuestro país se aprecian dos etapas básicas en lo que se refiere al estudio de los Derechos 

Humanos: antes y después de la Constitución de 1917 que actualmente nos rige. Con 

anterioridad a la Carta Magna vigente, la mayoría de los documentos constitucionales de 

México, tuvieron, en el tema que nos ocupa, un espíritu y orientación netamente liberal

individualista. Será con la Constitución expedida en Querétaro cuando se plasme en su texto 

una perspectiva de contenido social, manifestado, fundamentalmente, en aquellas normas 

protectoras de los sectores tradicionalmente marginados, tales como el campesino y el obrero, 

como se ve reflejado en los artículos 27 y 123, respectivamente". (S
3
J 

En efecto, México cuenta con una larga y basta trayectoria en materia de derechos humanos 

por la contribución enorme de ilustres pensadores que desde la época independentista 

buscaban una eficaz protección a la dignidad humana de los nacionales, siendo su máxima 

expresión la Constitución Federal de 1917, en donde la tercera generación de los derechos 

humanos encuentran por primera ocasión plena vigencia. 

1) Decreto de abolición de la esclavitud de 1810 

En los albores de la Independencia nacional encontramos importantes precedentes 

relacionados con los derechos del individuo, tal es el caso del Decreto de Abolición de la 

Esclavitud, elaborado por el Miguel Hidalgo y Costilla en la ciudad de Guadalajara el 6 de 

diciembre de 1810, el cual sucintamente señala: 

1. Que todos los dueños de esclavos deberán darles la libertad dentro del término de diez días, 

so pena de muerte, la que se les aplicará por trasgresión de este artículo. 

<
53

> Quintero. Op. cit. p. 35. 
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2. Que cese para lo sucesivo la contribución de tributos, respecto a las castas que lo pagaban y 

toda exacción que a los indios se les exigía. 

3. Que en todos los negocios judiciales, documentos. escrituras y actuaciones se haga uso del 

papel común, quedando abolido el sellado. 

2) Constitución de Cádiz de 1812 

Nace a la vida jurídica el 28 de marzo de 1812 y es jurada el 30 de septiembre del mismo afio. 

Dicho documento constitucional adoleció de un verdadero catálogo de derechos humanos. Sin 

embargo se pueden encontrar en el texto de dicho Ofdenamiento, et reconocimiento de ciertas 

prerrogativas pertenedentes a la persooa humana. principalmente en las denominadas 

"Garantias del Proceso". Dentro de los derechos humanos más sobresalientes que consagra la 

COIlstituciÓfl en comento podemos mencionar: el principio de igualdad ante la ley, la prohibición 

de la tortura, la confiscación y la aplicación de penas trascendentes o infamantes, la 

inviolabilidad del domicilio y el derecho a la propiedad privada entre otros. 

3) Decreto Constitucional para la América Mexicana d.1814 

En la Cooslilución de ApalZingán, como comúnmente se le conoce, encontramos un catálogo 

completo de derechos humanos, analaga a la Declaración Francesa de los Derechos del 

Hombre y el Ciudadano de 1789. Sin embargo, el mencionado documento no reflejó del todo las 

ideas de Morelos 

Si bien es cierto que la Coostitución de Apatzingán nunca alcanzó a telle( plena vigencia. dicho 

ordenamiento contenía una fuerte influencia de los principios jurldicos y filosófICOS de la 

Revolución Francesa al consagrar el principio del debido proceso legal. asi como la garantia de 
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audiencia, prescribía la detención arbitraria, señalaba la inviolabilidad del domicilio como 

garantía de seguridad personal pero no consagró el principio de no retroactividad de la ley. 

4) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 

El primer documento constitucional del México independiente no comprendió un catálogo 

preciso de derechos humanos, principalmente por dos razones: 

l. El interés principal del constituyente de 1824 era organizar de inmediato la vida política y 

jurídica del país. 11 . La Carta Magna en comento tomó como modelo a seguir la Constitución 

Federal de los E"stados Unidos de América, misma que al promulgarse, omitió incorporar dicho 

catálogo por considerarlo materia propia de las legislaturas locales. 

En dicho documento constitucional encontramos asentado el principio de seguridad jurídica 

estableciendo la prohibición de imponer penas infamantes o trascendentes, la aplicación 

retroactiva de la ley, la legalidad para los actos de detención y de registro de casas, consagró la 

inviolabilidad del domicilio, la libertad de imprenta, en materia de educación no llegó a la 

consagración de la libertad de enseñanza. 

5) Las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana de 1836 

"Esta constitución dio fin al sistema federal que se estableciera en la Constitución de 1824, 

creando con ello un régimen centralista. En ella se enumeran en forma especial algunas 

garantías individuales, pero mencionándolas como derechos del mexicano". (54
) 

<
54

> Tena Ramírez, Felipe. Leyes Fundamentales de México. 1808 -1998. Editorial. Porrúa. 
México. 1998. p. 24. 
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En efecto, una vez desconocida la Constitución de 1824 por los militantes del Partido 

Conservador se promulgan las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana. 

Es importante sMalar que la segunda ley creó al denominado ·Supremo Poder Conservador" 

cuya función era decidir si los actos de tos otros poderes se ajustaban a los tineamientos 

constitucionales, a efecto de estabte<:ef la nulidad de dichos actos en caso de que se les 

declarare contrarios a las teyes fundamentates de ta nación, En la práctica el Supremo Poder 

Conservador no hizo sino anular la autonomla de los otros poderes, 

A su vez. en dicho documento constitucional, los derechos poIiticos se encontraban 

condicionados a requisitos que haclan imposible su real ejercicio, Por último. es importante 

mencionar que una vez firmadas las Bases de Tacubaya, las Siete Leyes concluyen su vigencia 

el 28 de septiembre de 1841 . 

6) Constitución Política del Estado de Yucatin de 1840 

La Constitución de Yucatán fue sin lugar a duda. una de las de mayor trascendencia y 

vanguardia para la época en que le correspondió estar en vigencia porque de manera expresa 

instaura ta libertad de cultos. 

~icho texto juridico constituye un verdadero avance substancial en el campo del derecho 

constitucional al establecer la institución del juicio de amparo. Asltenemos que la Constitución 

Yucateca: 

1. Instauró el principio de igualdad de los ciudadanos yucatecos. 

11. Estableció el derecho a la conservación de la vida. la libertad yeltrabajo. 
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111. Dictó que todo yucateco tiene el derecho para que la autoridad le administre pronta, 

cumplida y gratuitamente justicia. 

IV. Consagró la inviolabilidad de la correspondencia, salvo decisión judicial. 

V. Estipuló que ninguna persona podrá ser detenida sino en los casos previamente 

determinados en la ley. 

VI. Prohibió los privilegios. 

7) Bases Orgánicas de la República Mexicana de 1843 

Rodolfo Lara comenta que "las Bases Orgánicas impuestas el 12 de junio de 1843, incluían una 

detallada declaración de derechos del hombre, consignados en el articulo noveno, en sus 

catorce fracciones, los cuales eran complementados en el titulo IX, denominado Disposiciones 

Generales sobre la Administración de Justicia". 155
) 

Las garantías individuales que habían consagrado los anteriores ordenamientos jurídicos no 

llegaron a satisfacer del todo a los pensadores de la época, por ello con las Bases Orgánicas de 

la República Mexicana se trató de remediar tal situación. 

En dicho ordenamiento, se incluía un minucioso catálogo de derechos humanos, entre los que 

destacan la Consagración del derecho de libertad, prohibiendo en consecuencia la esclavitud, y 

por lo que respecta a la libertad de imprenta, se establecieron ciertas disposiciones limitativas 

en razón del dogma rel igioso. 

155
> Op. cit. p. 85. 
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8) Acta de Reforma de 1847 

Con el Acta de Reforma se restablece la vigencia de la Constitución de 1824 con algunas 

reformas. Dicha situación es motivada en gran parte por las difíciles circunstancias sociales y 

económicas en las que nuestro país se veía inmerso. 

Por ello, en 1846 se reúne el Congreso Constituyente con el objeto de reponer la Constitución 

Federal de 1824 bajo dos principales opciones: reanudar su vigencia sin hacer cambio alguno o 

establecer algunas modificaciones a la Carta Magna de 1824 previas a su reanudación . 

Para tal fin, se designa una Comisión que dictamina como oportuno restituir a la vida jurídica a 

la Constitución de 1824 sin cambio alguno, opinión que el diputado Otero no compartía. Motivo 

suficiente para pronunciarse en contra de dicho dictamen mediante la proposición de un 

proyecto de Acta de Reforma, mismo que fue objeto de algunas modificaciones, las cuales una 

vez real izadas, da lugar a que sea jurada el 21 de mayo de 1847. 

Es importante señalar que el Acta de Reforma desafortunadamente no precisaba un catálogo 

de derechos del individuo en razón de que se refería a estos de manera muy general. Sin 

embargo, dentro de dicho cuerpo normativo destaca la disposición contenida en el artículo 5, el 

cual dicta: 

"Para asegurar los derechos del hombre que la Constitución reconoce, una ley fijará las 

garantías de seguridad, propiedad e igualdad de que gozan los habitantes de la República, y 

establecerá los medios para hacerlas efectivas". (S6) 

<
56

l Tena. Op. cit. p. 85. 
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9) Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de 1856 

Nace a la vida juridica el 23 de mayo de 1856 con nueve secciones y 125 articulos, cuyo 

contenido conformó una verdadera declaración de derechos humanos. As1 por ejemplo, en la 

sección correspondiente a las garantias individuales (quinta). se determinó en el articuto 30 "la 

nación garantiza a sus habitantes la libertad, seguridad, la propiedad, y la igualdad". En tanto 

que del articulo 31 al 39 se prescribia la esclavitud, prohibiendo la realización de trabajos 

personales con caracter forzoso. 

Del articulo 62 al 71, se reconoció la propiedad privada como un derecho inviolable. pero podia 

ser expropiada en casos de utilidad pública y mediante previa indemnización; figuró el derecho 

a la educación. prohibiendo la existencia de monopolios en tal rubro; en tanto, la libertad de 

imPfenta quedó consignada con algunas limitaciones. 

10) Constitución PollUca de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 

"la Constitución de 1657 fue, se sabe bien, una transacción entre las alas moderadas y radical 

del liberalismo, que habla acabado con la dictadura de Santa Anna. para tratar de evitar lo que 

al fin tuvo que venir: la Guerra de Reforma y su cauda, la Intervención europea, aunque ésta se 

ligue también mucho con la Guerra de Sucesión norteamericana". ('1) 

En la Constitución de 1657, podemos apreciar la fuerte influencia que ejerció en ella la 

Declaración de lOS Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1769 po!" su carácter 

Individualista. al considerar a los derechos del ser humano como el objeto y base de toda 

institución jurídica . 



Con la constitución de 1857: se prescribió la esclavitud, se garantizó la libertad de conciencia y 

la de cultos, se señaló la libertad de imprenta con carácter de inviolable, se instituyó la libertad 

de enseñanza, se consagró el principio de seguridad jurídica al establecer la igualdad de todos 

ante la ley, se consolidó el juicio de amparo, se determinó la prohibición de leyes privativas y de 

tribunales especiales, se prescribió la aplicación retroactiva de la ley, se dictó la garantía de 

audiencia, se proclamó el principio de legalidad y la abolición de penas infamantes o 

trascendentales. y del mismo modo se garantizó la inviolabilidad del domicilio y de la 

correspondencia con las limitaciones señaladas por la ley. 

11) Constitución Federal Mexicana de 1917 

Con el objeto preponderante de sentar las bases revolucionarías en el texto constitucional de la 

primera revuelta de carácter social del siglo XX, se reúne en la ciudad de Querétaro el 

Congreso Constituyente para elaborar la nueva Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917, la cual proclamará por primera vez en el mundo los derechos económicos, 

sociales y culturales. 

Por ello, es innegable que "esta es una de las grandes contribuciones de México al 

pensamiento universal y que tuvo y tiene consecuencias prácticas: hasta entonces el derecho 

constitucional y las Constituciones eran estrictamente políticas, es decir, organizaban el poder 

político y le imponían limitaciones. A partir de la Constitución mexicana de 1917, el caudal de la 

vida social penetró a las Constituciones para abrir la era del constitucionalismo social y 

asegurar al máximo nivel jurídico que todo hombre tiene derecho a llevar una vida con un 

mínimo de satisfactores económicos, sociales y culturales". esa¡ 

<
57

> Carrillo Flores, Antonio. La Constitución. la Suprema Corte y los Derechos Humanos. 
Editorial. Porrúa. México. 1981. p. 224. 
<5s> Carpizo Mcgregor, Jorge. Derechos Humanos y Ombudsman. Editorial. CNDH. México. 
1993. p. 35. 
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Así, desde la proclamación de la Carta Magna de 1917, los derechos sociales implicaran por 

parte del ente estatal el aseguramiento a toda persona de un mínimo de satisfacciones sociales, 

culturales, y económicas sobre la base de criterios de equidad. 

Dichas garantías sociales se encuentran establecidas principalmente en el artículo 3, referente 

a la educación; el artículo 27, que consagra las garantías sociales referentes al agro; el artículo 

28, que dicta las prerrogativas en materia de propiedad; y en el artículo 123, consagrando 

cuestiones de carácter laboral tales como la libertad para disponer del producto del trabajo, la 

libertad de asociación y todo un listado de garantías para la clase trabajadora. 

El artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 

manifestaba: "El pueblo mexicano reconoce que los derechos del hombre son la base y el 

objeto de las instituciones sociales". 

En cambio, el mismo numeral pero de la constitución general de 1917 menciona: "En los 

Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta 

Constitución". 

Por lo antes expuesto, algunos autores fincan la tesis positivista en la Carta Magna de 1917. Sin 

embargo, "no existe ningún cambio de tesis; es la misma, con una diferencia: nuestra actual 

C.F. ya no expresa la fuente de las garantías que otorga, pero es indudable que la fuente de 

nuestras garantías individuales es la idea de los derechos del hombre. Basta observar la 

similitud que existe entre los contenidos de las dos declaraciones". <
59

l 

<59
> Comisión Nacional de Derechos Humanos. Los Derechos Humanos de los Mexicanos. Un 

Estudio Comparativo. Editorial. CNDH. México. 1991 . p. 15. 
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Capitulo Tercero 

Génesis y Evolución del Ombudsman 

la figura del moderno ombudsman debemos situarla en Suecia, pais en donde a partir de la 

promulgación de la constitución del 6 de junio de 1809 se concibe a dicha institución como 

medio de protección de los derechos humanos de los ciudadanos. 

A su vez. las características pl"opias del ombudsman le permitirán su facil adaptabilidad al 

régimen interno de prácticamente cualquier sociedad, propiciando con ello, el fenómeno de su 

internacionatización. 

Dicho fenómeno expansivo. se manifestara principalmente a partir de la segunda conflagración 

mundial, misma que, sembrara en la conciencia de las diversas sociedades la necesidad de 

implementar mecanismos efectivos de protección de los derechos humanos, los cuales 

traspasaran las fronteras de los Estados para constituirse en organismos de csract.er 

internacional. 

l. El ombudsman 

1) Antecedentes Internacionales 

El ombudsman como tal, es sin duda de origen sueco, sin embargo, existen antecedentes muy 

remolas de lo que podrlamos denominar "la prehistoria del ombudsman". AsI tenemos que: 

"En Atenas, los "Eflaren°. eran designados por el Consejo de la Ciudad a través de elecciones. 

Su atribución era controlar las actividades municipales; incluso la real , velando por el 
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cumplimiento a la ley. Poseían poderes disciplinarios sobre el rey y los funcionarios y 

desempeñaban funciones jurisdiccionales. La institución llamada "Eflorat" fue creada en el año 

750 antes de Cristo. 

En China, en la dinastía Han, un funcionario (Yan}, ejercía el control sobre la administración 

imperial, recibiendo las reclamaciones populares contra las injusticias. 

En el Imperio Persa, en la época de Ciro, un funcionario era encargado de ejercer el control de 

todos los funcionarios, recibiendo el nombre de "O Olhodo do Rei". En Venecia, en el siglo XV, 

el Consejo de los Diez ejercía un eficaz control sobre la burocracia de la ciudad". !
50

l 

a) Suecia 

Sin embargo, será en Suecia en donde situaremos la génesis del ombudsman a partir del siglo 

XVI y durante el periodo de la monarquía absoluta, en donde el soberano detentaba un poder 

ilimitado sobre la administración en general, delegando la supervisión y desarrollo de la misma, 

en la figura del Gran "Senescal", el cual, ejercerá amplias facultades de vigilancia incluso 

contaba con la atribución de denunciar ante el rey las anomalías que se presentaran en la 

administración judicial. 

Por su parte Carlos XII , instituyó en 1713 una figura análoga pero con mayores facultades de 

inspección, dicho funcionario se denominaba Procurador Supremo. Tiempo después, en 1776 

dicha figura pasará a ser nombrado exclusivamente por los Estamentos, convirtiéndose con 

ello, en un fiscalizador del parlamento sobre el soberano. Al transcurso de los años y ante los 

<
60

> Quinzio Figueiredo, Jorge Mario. El Ombudsman. El Defensor del Pueblo. Editorial. Jurídica 
de Chile. Chile. 1992. pp. 15 -16. 
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constantes altercados entre el monarca y el parlamento, se promulga la nueva Constitución 

sueca en 1809. 

Así, "en el año de 1810, el Parlamento sueco nombró al primer "Justitie Ombudsmnan" del 

mundo, recayendo el nombramiento en el Barón Mannerheim, quien, por cierto, había sido uno 

de los redactores de la Constitución sueca". <
51

> 

En la actualidad, la Ley de Instrumento de Gobierno del Ombudsman Sueco de 1975, señala 

que dicha figura tendrá como objeto primordial fiscal izar el buen funcionamiento de la 

administración gubernamental en todos sus aspectos, salvaguardando los derechos de los 

ciudadanos ante los excesos del poder por medio de resoluciones no obligatorias a las 

autoridades infractoras y mediante la emisión de un informe de actividades . . 

b) Finlandia 

Por cuestiones de vecindad geográfica serán los países nórdicos quienes adoptaran 

primeramente la figura del ombudsman. Por ello, una vez independizada Finlandia de Rusia 

promulga la Constitución del 17 de julio de 1919, consagrando en el artículo 49 la institución del 

ombudsman o Delegado Jurídico de la Cámara. 

Los primeros años del ombudsman finlandés los ejerció con serias complicaciones, motivadas 

en gran parte por las constantes confusiones competenciales con el Canciller de Justicia, 

situación que en nuestros días a cambiado. 

En la actualidad, se determina que el ombudsman finlandés será elegido por el parlamento por 

un periodo de cuatro años y contará con amplias facultades para supervisar incluso la legalidad 

<
6 1

> Madrazo Cuellar, Jorge A. El Ombudsman Criollo. Editorial. CNDH. México. 1996. p. 12. 
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de la función judicial, pero no podrá en momento alguno alterar las resoluciones pronunciadas 

por los tribunales. 

c) Noruega 

La Ley del Ombudsman para la Administración del 22 de junio de 1952 instituye al ombudsman 

en Noruega, el cual, no presenta variantes considerables que lo hagan diferente al sueco o 

finlandés. 

A su vez, corresponderá al parlamento elegir al ombudsman para la administración 

gubernamental por un periodo de cuatro años y su actuación podrá darse tanto a petición de 

parte como de oficio. 

Es importante mencionar que uno de los aspectos que "distingue al ombudsman noruego de 

sus similares sueco y danés lo constituye la falta de competencia para ordenar el enjuiciamiento 

o promoción de un procedimiento disciplinario contra un agente público. Al carecer, (el 

ombudsman) de potestades revocatorias, modificadoras o anuladoras, el poder del ombudsman 

noruego se limita a expresar su opinión en los asuntos que se le plantean". 1621 

2) Diversos conceptos de ombudsman 

José Mario Quinziof señala que "etimológicamente ombudsman proviene de la lengua inglesa 

"ombuds", que significa protector, y "man", que significa hombre, o sea protector del hombre, y 

muy concretamente protector de los administrados frente a la administración pública". l53
l 

<
62l Maiorano, Jorge Luis. El Ombudsman Defensor del Pueblo y de las Instituciones 
Republicanas. Editorial. Macchi. Argentina. 1987. p. 74. 
<63 l Op. cit. p. 14. 
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En contra parte, Magdalena Aguilar señala que ombudsman "significa en sueco representante, 

comisionado, protector, mandatario, comisionado o representante del Parlamento y, en 

consecuencia, en último término protector de los derechos de los ciudadanos". (54
> 

Según la "lnternational Bar Asociation" (IBA) "es un cargo previsto en la constitución o por 

acción de la legislatura o el parlamento, que encabeza un funcionario público de alto nivel, el 

cual debe de ser independiente y responsable ante la legislatura y parlamento, cuya labor 

consiste en recibir las quejas provenientes de personas agraviadas en contra de oficinas 

administrativas, funcionarios y empleados de la administración pública o bien que actúen por 

moción propia, y quien tiene poder para investigar, así como para recomendar acciones 

corredivas y publ icar informes". (55
> 

Finalmente, Héctor Fix conceptúa al ombudsman como "uno o varios funcionarios designados 

por el parlamento, por el ejecutivo, o ambos, con el auxilio de personal técnico, que poseen la 

función esencial de recibir e investigar las reclamaciones de los gobernados respecto a las 

actuaciones realizadas por las autoridades administrativas, no solo por infracciones legales sino 

también por injusticia, irracionalidad, y retraso manifiesto, en la resolución; y con motivo de esa 

investigación pueden proponer sin efecto obligatorio, las resoluciones que estimen más 

adecuadas para evitar y subsanar la citada violación. Esta labor se comunica periódicamente a 

través de informes públicos generalmente anuales, a los más altos órganos de gobierno, del 

órgano legislativo o ambos, con la facultad de sugerir las medidas legales que consideren 

necesarios para mejorar los servicios públicos respectivos". (55
> 

<64
> Aguilar Cuevas, Magdalena. El Defensor del Ciudadano (Ombudsman) Editorial. CNDH. 

1991.p. 22. 
<
65

> Bernard, Frank. citado por Venegas Álvarez, Sonia. Origen y Devenir del Ombudsman. ¡Una 
Institución Encomiable?. Editorial. llJ - UNAM. México. p. 40. 

<
66

> Fix Zamudio, Héctor. Justicia. Constitucional Ombudsman y Derechos Humanos. Editorial. 
CNDH. 1993. p. 204. 

52 



3) Principales características 

Los principales rasgos que distinguen al ombudsmnan son: independencia funcional, 

imparcialidad, racionalidad, prontitud, publicidad, neutralidad política o carácter apartidista , 

versatilidad y la autoritas que ostenta. 

l. Independencia funcional : Para que el ombudsman realice con verdadera eficacia su labor 

protectora o tuteladora de los derechos humanos, es indispensable que cuente con 

independencia, por ello, nunca debe mediar intromisión estatal, por el contrario, el defensor del 

pueblo debe ser un ente jurídico libre en el desempeño de sus funciones. 

No obstante, "la existencia de la independencia funcional no significa que el ombudsman sea 

una suerte de isla dentro del sistema constitucional, sino que implica solamente el hecho de que 

en el desempeño de sus funciones no puede ser sujeto de mandato imperativo". <
57

> 

11. Imparcialidad: El ombudsman debe contar con neutralidad, no siendo parcial en la solución 

de las quejas, en consecuencia, sus resoluciones deberán regirse a lo que dicte el expediente, 

apoyado única y exclusivamente en la valoración de cada una de las actuaciones realizadas por 

dicho organismo. 

111. Racionalidad: Tal principio se ejerce al momento de analizar los razonamientos jurídicos 

que esgrime la autoridad para fundamentar la legalidad de su actuación con relación a una 

queja, el ombudsman, verificará los hechos con la realidad que presenta el expediente 

indagatorio. 

<
61

> Salomón Delgado, Luis Ernesto. El Ombudsman. Editorial. Universidad de Guadalajara. 
México. 1992. p. 132. 
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IV. Prontitud: Implica fluidez o agilidad en las tareas de recepción, orientación, asesoría, 

colaboración y solución de los conflictos que se sometan al ombudsman, es decir, el 

procedimiento es expedito, lo cual, denota la concentración de los actos que realiza el 

ombudsman en su función tuteladora de los derechos humanos. 

V. Publicidad: Dicha característica se manifiesta en dos vertientes : 

a.- De la institución: Es decir, el ombudsman debe hacer del conocimiento de la población sus 

fines, los servicios que presta y demás elementos de identificación. 

b. De la labor desempeñada: Como se señaló, la fuerza moral en la que finca la fuerza de las 

resoluciones que emite el ombudsman se nutre precisamente de los informes de actividades 

que rinde, constituyendo con ello, un medio de presión. 

VI. Apartidista: Jorge Carpizo expresa que "generalmente los ombudsmen de otros paises no 

tienen competencia electoral y ello se debe al carácter apolítico y apartidista de esta clase de 

órganos. Intervenir en la contienda política es por antonomasia vulnerar su calidad moral. Las 

pasiones politicas pueden envolver en tal forma al ombudsman que lo debiliten para cumplir las 

funciones por las que primordialmente fue creado: proteger y defender la vida de las personas, 

libertad, dignidad y seguridad juridica". (S8) 

VII. Versatilidad: "El Ombudsman es una institución polifacética, pues los hay militares, 

universitarios, correccionales, para asuntos civiles, para la información, para la iniciativa 

privada, para la informática". (59
> 

<68
> Carpizo. Algunas Reflexiones Sobre el Ombudsman y los Derechos Humanos. p. 92 

<
69

> Venegas. Op. cit. p. 132. 
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VIII. Autoritas: Se basa en el crédito, la confianza que dimana de la propia naturaleza del 

ombudsman, es decir, el poder moral que ostenta dicha institución. 

Conforme a sus características, las actividades principales del ombudsman son "tratar de 

convencer, influir, arbitrar presionar en función de su prestigio, de su status como órgano 

independiente y de su acceso tanto a las peticiones que puede efectuar a los demás órganos 

judiciales o administrativos, al mismo parlamento desde luego, y fundamentalmente a la opinión 

pública a través de los distintos medios de comunicación de masas". (7ºl 

11. Organismos Internacionales Defensores de los Derechos Humanos 

El creciente interés en el respeto y protección de los derechos humanos representa en las 

últimas décadas una constante en las políticas de las modernas y democráticas naciones. Por 

tal motivo, se han creado organismos internacionales y regionales defensores de los derechos 

del ser humano. 

En el ámbito universal, existe desde 1945, la Organización de las Naciones Unidas y algunos de 

sus organismos especializados ( Corte Internacional de Justicia, Comité de Derechos Humanos 

y la Comisión de Derechos Humanos). 

En el caso de América, la promoción y defensa de los derechos humanos se encuentra 

caracterizada, en gran parte, por una lucha intensa y tenaz en contra de los regímenes 

totalitarios que predominaban hasta no hace muchos años en el continente. 

(7o¡ Gordillo, Agustín . Derechos Humanos. Editorial. Fundación de Derecho Administrativo. 
Argentina . 1997. p. 27. 
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En consecuencia, se instituirán a través de la Convención Americana dos órganos de 

protección: la Comisión Interamericana de Oeredlos Humanos (de naturaleza conciliatoria) y la 

Corte Interamericana de lOS Derechos Humanos (de naturaleza judicial). 

A su vez, en el continente europeo se encuentra el sistema de protección de los derechos 

humanos más avanzado en la actualidad . Dicha protección. se realiza principalmente a través 

de la Comisión Europea de Derechos Humanos. el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y 

el Comité de Ministros del Consejo de Europa. 

1) Organización de las Naciones Unidas 

Corte Internacional de Justicia 

Es el primer órgano de caracter judicial de la Organización de las Naciones Unidas, tiene su 

basamento jurldico en los ar1iculos 92 al 96 de la Carta de San Francisco en donde se dispone 

que todo Estado miembro de la ONU será par1e automática del Estatuto de dicho órgano 

internacional. 

La Corte tnternacional de Justicia, se encuentra integrada por quince magistrados y su 

competencia se circunscribe a los asuntos planteados por los Estados, así como a las 

directrices setlaladas por los pactos, convenciones y demás instrumentos de carácter 

internacional. 

Comité de Derechos Humanos 

Se instituye por disposición establecida en los ar1lculos 26 al 44 del Pacto Internacional de 

DereGhos Civiles y Políticos y por el Protocolo Facultativo del Pacto en comento. La misión 

56 



primordial del Comité, consistirá en cumplir las múltiples medidas de protección de los derechos 

humanos contenidos en los instrumentos internacionales sel"ialados. 

A su vez, el Protocolo FaClJltativo del Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Pollticos, 

permite al Comité aceptar las peUciooes o denuncias de los individuos que manifiesten violación 

a sus derechos fundamentales revolucionando, un principio de derecho internacional clásico. 

Com isión de Derechos Humanos 

Es instituida en el al"io de 1946 poi" el Consejo Ecooomico y Social (ECOSOC) del cual guarda 

dependencia. Dentro de sus facultades por mencionar algunas, se encuentra la de elaborar los 

informes que resulten de las jornadas de trabajo que realiza cada al"io. 

En dichos documentos, se hará constar las actividades realizadas y las recomendaciooes 

emitidas a los Estados miembros, una vez sometido y aprobado dicho informe ante el Consejo 

Económico y Social, se distribuye entre los paises miembros de las Naciones Unidas y demás 

organismos internacionales protectores de los derechos humanos, 

2) América 

Comisión Interamerlcana de Derechos Humanos 

l a Asamblea General de la Organización de Estados AmeriCanos elegirá a siete miembros para 

encabezar a dicho organismo, los ClJales permanecerán en su encargo cuatro al"tos, existiendo 

la posibilidad de reelección. las principales funciones de la Comisión, consisten en ser un 

Ófgano protector, conciliador, promotor y asesor de los derechos fundamentales en el 

continente americano. 

" 



Su génesis jurídica, la encontramos en dos instrumentos internacionales, a saber: el Protocolo 

de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos de 1967 y la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, artículo 112 y del artículo 34 al 51, respectivamente. 

"Las atribuciones duales de CIDH (Competencia en Estados partes de la OEA y del pacto) hace 

que en lo que respecta al ámbito espacial éste se extienda a todo ámbito del sistema 

interamericano. En la aplicación personal no interesa que la persona sea ciudadana o 

extranjera, residente o turista". <71
l 

Corte lnteramerícana de Derechos Humanos 

Es un organismo de carácter judicial autónomo, cuyo fin primordial consiste en la ejecución e 

interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se compone de siete 

miembros de amplia autoridad moral los cuales ocuparán el cargo de jueces por un periodo de 

seis años. El objetivo primordial del organismo en comento, es decretar la solución de las 

controversias sobre violaciones de los derechos humanos que le someta la Comisión 

lnteramericana a los Estados partes, así como, dar sentido y aplicación a las disposiciones 

interamericanas sobre derechos humanos. 

3) Europa 

Comisión Europea de Derechos Humanos 

Conforme lo determina la Convención Europea de Derechos Humanos, la Comisión Europea de 

Derechos Humanos tiene el carácter de órgano de investigación y conciliación. Su jurisdicción, 

<
7 •> Travieso. Op. cit. p. 255. 
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se circunscribe a la reclamación de una nación, organización no gubernamental o de un 

particular conlra un Estado por violaciones a los derechos humanos. 

Recibida la queja, la Comisión procederá a un examen de la demanda para, posteriormente 

proponer una conciliación enl1e los interesados, en caso de no llegar a una solución, la 

Comisión redactara un informe de los hechos conslitutivos de la demanda 'J. en caso de advertir 

alguna violación a los derechos humanos, lo hará saber junIo con las proposiciones 'J 

observaciones realizadas a los involucrados al Comité de Ministros del Consejo de Europa. 

Tribunal Europeo de Derechos de Derechos Humanos 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos es Cfeado en Estrasburgo (Francia) en 1959. El 

Tribunal, recibirá las demandas presentadas por los Estados partes y por la Comisión Europea 

de Derechos Humanos. Una vez coocIuído el procedimienlo intemo, dictará una resolución 

motivada, la cual, tendrá carácter de definitiva y obligatoria para las partes involuCl"adas en la 

controversia. 

Es importante senalar que el Tribunal en comento, podrá cooocer de un asunto después del 

resultado adverso de la conciliación llevada a cabo por la Comisión Europea de Derechos 

Humanos. 

Comilé de Ministros del Consejo de Europa 

Se conforma por 21 jueces, uno por cada Estado miembro del Consejo de Europa. Uegan al 

conocimiento del Comité de Ministros, los asuntos de los Estados partes que acepten su 

jurisdicción, asi como en los casos de particulares que aleguen habef sido vlctimas de violación 

a sus derechos fundamentales. 

" 



Una vez transmitido el informe de la Comisión Europea de Derechos Humanos al Comité de 

Ministros, éste decidirá si existe violación a la Convención Europea de la materia. En caso de 

ser así, el Estado afectado deberá tomar las medidas pertinentes que se derivan de la decisión 

del Comité de Ministros. 

111. Antecedentes del Ombudsman en el Sistema Jurídico Mexicano 

La experiencia histórica del ombudsman en nuestro país en las últimas décadas es basta. Sin 

embargo, dicho proceso inicia con la instauración de la Procuraduría de Pobres de San Luis 

Potosí, desde entonces y hasta nuestros días, la preocupación por el reconocimiento y defensa 

de los derechos humanos es una constante en la vida nacional. 

1) Procuraduría de Pobres de San Luis Potosí 

Con la creación de la Procuraduría de Pobres, en 1847, por iniciativa de Ponciano Arriaga, se 

da el primer paso en nuestro país de la defensa o tutela del ciudadano por parte del 

ombudsman. "Hemos de dejar bien asentado que la Procuraduría de Pobres fue una institución 

señera en cuanto a los males a remediar, las empresas a cometer y las vias de humanidad a 

transitar''. (?2l 

Por ello, la función protectora de los derechos humanos ejercida por dicha institución le 

facultaba ampliamente para formular de oficio las quejas y allegarse de información por parte de 

las oficinas estatales, a su vez, podía efectuar inspecciones con el fin de integrar debidamente 

el expediente indagatorio, al final de sus actuaciones, decretaba la no responsabilidad de la 

<72
l Armienta Calderón, Gonzalo M. El Ombudsman y la Protección de los Derechos Humanos. 

Editorial. Porrúa. México. 1992. p. 47. 
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autoridad o en su caso la emisión de una recomendación con el fin de que se diera una pronta 

reparación del daño. 

Es importante señalar, que si la naturaleza del agravio era considerada como grave podía 

denunciar al servidor público ante las autoridades correspondientes. Finalmente, en caso de 

presentarse una negativa en el cumplimiento de una recomendación los procuradores de 

pobres tenían a su disposición la imprenta del Estado para dar a conocer a la opinión pública tal 

situación de incumplimiento. 

2) Procuraduría Federal del Consumidor 

Una vez promulgada la Ley Federal de Protección al Consumidor, el 5 de febrero de 1976, se 

instituye la Procuraduría Federal del Consumidor como organismo descentralizado con 

funciones de autoridad. Entre sus principales objetivos, se encuentra la defensa de los 

derechos, la dignidad y patrimonio de los ciudadanos en su carácter de consumidores mediante 

la representación y asesoría gratuita que haga de los mismos ante proveedores de bienes y 

servicios y en general, vela.r por la estricta observancia y aplicación de la ley en la esfera 

administrativa. 

3) Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos de Nuevo León 

"En diciembre de 1978 el entonces gobernador del Estado de Nuevo León presentó ante la 

legislación local un proyecto de Ley para la Defensa de los Derechos Humanos, en la que se 

establecía una Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos, dependiente del propio 

gobierno de dicha entidad federativa". (73
l 

(n¡ Aguilar. El Defensor del Ciudadano {Ombudsmanl. Op. cit. p. 126. 
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Dicha ley, fue aprobada por decreto el miércoles 3 de enero de 1979. La finalidad de la ley en 

comento, consistía en la protección de los derechos individuales y sociales que garantizan tanto 

la constitución local como la federal. Por último, es importante señalar que la defensa de tales 

derechos fundamentales sería de oficio, gratuita y en beneficio de toda persona. 

4) Procuraduría de Vecinos de Colima 

Creada el 21 de noviembre de 1983, la Procuraduría de Vecinos de Colima encuentra su 

basamento jurídico en la Ley Orgánica Municipal del Estado de Colima, la cual, disponía que el 

cargo de Procurador de Vecinos recaerá en la persona que, por su reconocida honorabilidad 

goce de la propuesta hecha por el presidente municipal. 

Dentro de sus principales funciones, se encontraba recibir e investigar las quejas presentadas 

en contra de actos u omisiones de la administración pública local las que podían recibirse de 

manera escrita u ciral ·sin mediar para ello, formalidad o solemnidad alguna, además, contaba 

con la atribución de formular a la autoridad alternativas de solución sin carácter coercitivo. 

Finalmente, una de las obligaciones principales de la Procuraduría de Vecinos consistía en 

rendir un informe de actividades ante el cabildo municipal. 

5) Defensoría de los Derechos Universitarios 

En España, "varias universidades { .. } como las de Granada, Salamanca, León y la Complutense 

de Madrid, cuentan con la figura de una Defensoría universitaria, sin embargo tienen, 

atribuciones muy generales de defensa de los miembros de la comunidad universitaria". <74
> 

<74
> Universidad Nacional Autónoma de México. Concordancias y Comentarios del Estatuto y del 

Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios. Editorial. UNAM. México. 1992. p. 
4. 
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Por ello, la Universidad Nacional Autónoma de México no podía quedarse atrás, una vez 

elaborado el proyecto de estatuto por Héctor Fix Zamudio, el Consejo Universitario crea el 29 de 

mayo 1985, la Defensoría de los Derechos Universitarios como órgano de carácter 

independiente y con el propósito de resguardar el orden jurídico universitario, mediante la 

tramitación de las reclamaciones individuales presentadas por motivo de afectación o violación 

de los derechos otorgados por la legislación universitaria. 

Continuando con la tradición que marca el ombudsman, la labor de protección de la Defensoría 

en comento inicia con la investigación del caso (a petición de parte o de oficio), mediante un 

procedimiento flexible, sencillo y expedito para poder llegar a una solución entre el quejoso y la 

autoridad señalada como responsable. Por último, los medios posibles de solución con los que 

cuenta la Defensoría son la opinión, el apercibimiento, la conciliación y la recomendación . 

6) Procuraduría de la Defensa del Indígena del Estado de Oaxaca 

"Como respuesta a las necesidades que enfrenta el Estado de Oaxaca, una de las entidades 

que posee el mayor número de etnias indígenas, donde numerosos miembros de esas 

comunidades se encuentran en una situación de desventaja para el ejercicio pleno de sus 

derechos por causas derivadas de una situación de injusticia económica y social, en el año de 

1986 se crea la Procuraduría de la Defensa del Indígena". (75
> 

Dicha institución, tendría la responsabilidad de coadyuvar en la liberación de los indígenas que 

se encuentren privados de su libertad a consecuencia de problemas relacionados con su 

situación socioeconómica, así como velar en todo momento para que los indígenas procesados 

<
75

> Aguilar. El Defensor del Ciudadano (Ombudsman). Op. cit. p.127. 
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reciban buenos tratos, además de fungir como órgano administrador de los recursos aportados 

por los diversos niveles de gobierno destinados al pago de las fianzas . 

Finalmente, la Procuraduría en comento actuará ante las instituciones judiciales como órgano 

de prevención, asesoría y promoción de instrumentos legales en beneficio de dicho sector 

poblacional. 

7) Procuraduría Social de la Montaña y Asuntos Indígenas del Estado de Guerrero 

Como se señaló, en el sudeste de nuestro país se concentra un importante núcleo de población 

indígena, la cual, es una clase históricamente desprotegida motivo suficiente para que surgiera, 

el 27 de abril de 1987 por iniciativa del gobernador del Estado José Francisco Ruiz Massieu, la 

Procuraduría Social de la Montaña y Asuntos Indígenas (PROSOMAI) como órgano 

desconcentrado por territorio. 

Así tenemos, que formalmente "la PROSOMAI se propone propiciar el desarrollo integral de la 

región, proponiendo la realización de inversiones en la zona y la prestación de mejores 

servicios; así mismo, debe coadyuvar a la protección de los intereses agrarios y penales de los 

indígenas de la región, en los procedimientos, ante los tribunales y órganos competentes en 

que sean parte". <
75

> 

8) Procuraduría de Protección Ciudadana del Estado de Aguascalíentes 

El 14 de agosto de 1988 es instituida la Procuraduría de Protección Ciudadana en el Estado de 

Aguascalientes con el carácter de órgano independiente del Poder Ejecutivo local. El objetivo 

<
76

l Sebastián Ríos, Ángel Miguel. Introducción al Estudio de los Derechos Humanos. Editorial. 
CDDHEG. 1996. p. 123. 
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preponderante de dicha Procuraduría, consisUa en la protección de los derechos humanos de 

las personas que se encuentren afectadas por violaciones de las obligaciones establecidas a 

los servidores publicos. 

Para la consecución de sus fines, gozaba de amplias facultades para solicitar información a las 

autoridades sel'laladas como responsables, asi como de acceso a toda deperldencia 

gubernamental y cualquier expediente administrativo incluso judicial. Al cabo de sus 

actuaciones podia emitir advertencias, recordatorios y en su caso recomendaciones, 

9) Defensorfa de los Derechos de 105 Vecinos del Municipio de Querétaro 

Dicho organismo protector de los derechos humanos es creado el 22 de noviembre de 1988, 

mediante la pubticación orlCial del Reglamento General de la Defensorla de los Derechos de 

Vecinos, en él se establece que la Defensorla en comento tendrá la facultad de recibir y tramitar 

las quejas presentadas de forma oral o escrita por los ciudadanos afectados en sus derechos 

por actos u omisiones de las autoridades municipales. 

El procedimiento administratillO se encontraba caracterizado por la inmediatez. la concentración 

y rapidez. Es importante mencionar, que su competencia no podrá extenderse en asuntos en 

los que exista un medio de im¡>ugnaciÓll en la ley ordinaria que regula el acto. 

10) Procuraduria Social del Departamento del Distrito Federal 

Et 25 de enero de 1989 aparece en el Diario OfICial de la Federación. et acuerdo mediante el 

cual se instituye la Procuradurla Social del Dislrito Federal como órgano desconcentrado y 

como instancia de participación ciudadana. 
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El propósito principal de la Procuradurra Social, consisUa en vigilar Que los actos de autoridad y 

la prestación de servicios realizados por las entidades dependientes del Departamento del 

Distrito Federal (actual Gobierno del Distrito Federal) se encuentren apegados a los principios 

de legalidad, oportunidad, efICiencia y honestidad. 

Para la presentación de la Queja se debla acudir a las ofICinas de la Procuraduría Social o en 

las delegaciones poJJticas, para ello, no mediaba formalidad procedimental alguna, siendo 

indispensable para su tramitación que se establezca el nombre del Quejoso, el acreditamienlo 

del interés jurfdico, ademas de no versar el objeto de la queja sobre actos de naturaleza 

política, seguridad del Estado. que lengan relación con una averiguación previa, aquellos 

asuntos pendientes de solución jurisdiccional, que ocasionen un perjuicio contra un tercero o 

que se hayan formulado de mala fe. 

Agotada la investigación de la Queja, y en caso de acreditar la culpabil idad de la autoridad la 

Procuradutla Social podía dictar una recomendación o un acuerdo conciliatorio. En caso de 

omisión en el cumplimiento de la recomendación, se podía requerir el apoyo del superior 

jerarquico de la autoridad responsable con el propósito de coadyuvar al cumplimiento de la 

resolución decretada por la Procuraduría. 

11) Dirección General de Derechos Humanos de la Secretaria de Gobernación 

"El surgimiento dinamico de una cultura de Oerechos Humanos en la sociedad civil mexicana 

impuls6 a la SecretarIa de Gobernación a Cfear, en 1989, la Oirecci6n General de Derechos 

Humanos. Esta instancia del Gobiemo Federal puede considerarse como el antecedente 

inmediato de la Comisión Nacional de Derechos Humanos que vino a sustituir con mayor 
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estructura y jerarquía a esta Dirección pero con un objetivo común la promoción, defensa y 

salvaguarda de los Derechos Humanos". '77l 

La Dirección General en comento, es creada el 13 de febrero de 1989, determinando que 

corresponde principalmente a dicha unidad administrativa las siguientes facultades: 

1. Señalar las acciones para dar cumplimiento a los compromisos internacionales pactados por 

nuestro país. 

2. Establecer los lineamientos y mecanismos con el fin de contribuir a forjar una política 

nacional en la materia. 

3. Instituir los mecanismos de cooperación con las organizaciones y organismos, con el fin de 

promover la aplicación y respeto de los derechos humanos. 

4. Recibir y tramitar las quejas de carácter administrativo que sobre violación a los derechos 

humanos presenten los particulares. 

12) Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos 

El 22 de febrero de 1989, siendo el gobernador del Estado de Morelos Antonio Riva Palacio, se 

establece en el Periódico Oficial Estatal "Tierra y Libertad" el acuerdo por que se crea la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos con el carácter de organismo de 

participación ciudadana y con el propósito central de vigilar, defender y promover el respeto de 

los derechos humanos por parte de las autoridades estatales. Para ello, cualquier persona 
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podrá presentar ante las ofICinas de la Comisión, quejas de manera oral o esaita sobre posibles 

violaciones a los derechos humanos que se cometan en su petjuicio. 

la Comisión en comento, recabará la información necesaria de las autol'idades estatales, las 

cuates, están obligadas por ley a proporcionar los datos que se tes requiera, del miSmo modo, 

podrá solicitar a las autoridades senaladas como responsables para que realicen los actos 

conducentes a que cese ta trasgresión, en caso contrario o de no Itegar a una concmación entre 

las partes emitirá la recomendación respectiva. 

13) Comisión Nacional de Derechos Humanos 

Es creada vla decreto el 5 de Junio de 1990, instituyéndose como organismo desconcentrado 

de la Secretaria de GobernaciOO. En el decreto de creación en comento, se establecía lo que a 

Cfiterio del titular del Poder Ejecutivo se debla de entender por un Estado Democrático 

Moderno. 

A su vez, en el mismo texto se determinaba la obligación estatal de conservar el orden, la paz y 

la estabilidad social, a través de la tutela de las garanUas individuales y la vigencia del principio 

de legalidad en las atribuciones gubernamentales. 

En tanto, el articulo primero del decreto de creación, precisaba la naturaleza jurldiCa del 

ombudsman nacional connotándolo de órgano desconc:entrado adscrito a la Secretaria de 

Gobernación. 

El articulo segundo, determinaba la competencia y facultades del ombudsmen nacional. Por su 

parte. el articulo tercero disponia que para cumplir con las responsabilidades a que se refiere el 
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articulo anterior la Comisión tendrá la atribución de proponer la politica nacional en materia de 

derechos humanos. 

El decreto de creación. moti .... ó diversos coestionamientos a la Comisión Nacional con relación a 

su fundamento jurídico. a su dependencia gubernamental. a su reglamentación, en fin. se habló 

de tantas imperfecciones (muchas de ellas bien fundamentadas) por ejemplo: 

1. El decreto fue expedido sin un fundamento legal sólido alguno, debido en gran parte a las 

presiones nacionales como internacionales. muy alejada de una .... erdadera .... ocación de respeto 

a los derechos humanos en el pals. 

2. la adscripción a la Secretaria de Gobemación moti .... ó una de las criticas más se .... eras por la 

dependencia directa con el Poder Ejecutivo Federal, mismo Que. contaba con la facultad de 

designación del titular. afectando con ello, su necesaria autonomla ante tal circunstancia el 

naciente OI'{Ianismo se con .... ertla al mismo tiempo en juez y parte. 

En consecuencia, "la Comisión desde el punto de .... ista legal o juridico, vol .... emos a repetirlo, ni 

era independiente, ni tuvo ningún régimen o marco legal de referencia de carácter 

constitucional, o de carácter legal siquiera. como se ha Querido dar a ootender por Quienes han 

defendido más a la Comisión que a los Derechos Humanos y como lo da a entender su 

Reglamento Intemo, .... iolatorio en ésta parte, del mismo orden constitucional y legal 

establecido •. (7e) 

3. "El Decreto de creación, de una manera muy propia y correcta, le encomendó la tarea de 

.... igilar el cumplimiento de la "politica nacional" en materia de Derechos Humanos. El 

Reglamento, sin más paliati .... os. le esta atribuyendo la facultad de "vigilar el acatamiooto de las 
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normas que consagran los Derechos Humanos", que no son otras más que la propia 

Constitución . El cambio es radical". (79
l 

<7ªl Barragán Barragán, José. Los Derechos Humanos en México. Editorial. Universidad de 
Guadalajara. México. 1993. p. 181. 
<
79

> /bid. p. 273. 
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Segunda Parte 

Capítulo Tercero 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

Un año después, la Comisión Nacional se veía inmersa en una serie de cuestionamientos 

severos, como consecuencia de ello es enviada en noviembre de 1991, una iniciativa de 

proyecto de reforma para elevar a rango constitucional a la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos. 

Así, "la iniciativa enviada al Congreso para la adición constitucional estuvo basada en una 

propuesta proveniente de la propia Comisión Nacional de Derechos Humanos, conteniendo, por 

ello, una serie de ideas y experiencias de sus integrantes, lo que le daba a tal iniciativa una gran 

riqueza para la reconstrucción del organismo y de esa forma establecer con mayor cuidado la 

figura del Ombudsman en el país". <ªº' 

l. Adopción Constitucional del Sistema no Jurisdiccional de Protección de los Derechos 

Humanos 

1) Exposición de motivos de la iniciativa presidencial 

Siendo el 18 de noviembre de 1991 el titular del Poder Ejecutivo, dirigió al Congreso de la Unión 

la iniciativa de reforma a la Constitución Federal, mediante la cual se incorporaría al texto 

fundamental de la nación el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos humanos. 

Dicha iniciativa de reforma, tuvo como origen la Cámara de Diputados. 

<So) Quintero. Op. cit. p. 167. 
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En la primera parte de la exposición de motivos eo comento, se resallan los propósitos del 

gobiemo federal de combatir la impunidad y proteger el principio de legalidad, recordando las 

reformas legales implementadas en el ámbito federal como en el del Oistrito Federal, del mismo 

modo se hace hincapié de la alfibuciÓll con la que cuenta el ejecutivo federal de indultar a 

quienes hayan delinquido poi" motivos de carácter poIltico o social; la proscripción de 

aprehensiones y de interrogatorios mediante el uso de la violencia, entre otras cuestiones. 

En el segundo apartado, el ejecutivo federal senala los logros alcanzados poi" la Comisión 

Nacional de Oerechos Humanos en la resoluciÓll de las quejas presentadas ante dicho 

organismo. Posteriormente, se indica la importancia que revisten las recomendaciones emitidas 

por el ombudsman nacional, al seNir de base muchas de ellas para la presentación de diversas 

iniciativas de ley. 

Por lo que respecta a la propuesta de adición constitucional, se propuso que los organismos 

defensotes de los derechos humanos quedaran consagrados en el articulo 102 de la Carta 

Magna. el cual se dividirla en dos apartados. 

Posleriormeole. se justifica la creación de un organismo nacionat que quedada estructurado con 

base a la ley que expida el Congreso de la Unión al efecto, del mismo modo, se faculta a las 

legislaluras locales de cada entidad federativa para crear organismos equivalentes en el ámbito 

de sus respectivas competencias los cuales teodrlan vedada su competencia en materia 

electoral, laboral y jurisdiccional. 

En tanto, el ombudsman nacional, conocerla de las ¡nconformidades que se presentaran eo 

conlfa de las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes de las 

eoUdades federativas. A su vez, se proponla que el otganismo nacional seguirla conociendo de 
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los asuntos en el ámbilo local relativos a violaciones de los derechos humanos mientras las 

legislaluras locales promulgarian sus respectivas leyes en la materia. 

Enviada dicha iniciativa. las posturas de Jos partidos pollticos representados en ambas Cámaras 

fue la siguiente: 

1. En la parte general, los partidos políUcos manifesJaron su aprobación. 2. En lo particular, los 

partidos de oposición (Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática, Partido 

Popular Socialista y Partido Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional), expresaron su 

desavenencia por las restricciones a la competencia de ta Comisión Nacional (jurisdiccional, 

laboral y electoral) y por no establecer en el texto constitucional el carácter de autónomo al 

ombudsman nacional. 

2) Análisis de la adici6n constitucional 

El texto de la reforma constitucional fue el siguiente: 

"Art.l02 

Al 

B) El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas 

competencias. establecerán organismos de protección de los derechos humanos que otorga el 

orden juridico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de 

naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público. con excepción 

de los del Poder Judicial de la Federación. que violen estos derechos. 
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Los organismos a Que se refl9re el párrafo anterior, formularan recomendaciones públicas 

autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas 

Estos organismos no seran competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y 

jurisdiccionales. 

El Olganismo que establezca el Congreso de la Unión conocera de las ¡nconformidades Que se 

presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de tos Olganismos 

equivalentes de los Estados". 

1 Con la inclusión del ombudsman nacional en la Constitución Federal, se confIQur6 un 

organismo de naturaleza descentralizada con personalidad jurldica y patrimonio propio, 

eliminando con su inclusión constitucional, las defICiencias propias de su fundamento jurídico 

antefÍOf. 

2. El ombudsman nacional se mantiene dependiente del Poder Ejecutivo al no haber 

establecido el caracter de organismo aut6nomo. Cabe recordar, que La institución jurídica del 

ombudsman en otras latitudes surge del Poder Legislativo, para con ello, garantizar su plena y 

absoluta autooornia e imparcialidad, situación que en el ámbito nacional no fue asi. 

3. Se ordena el establecimiento de un sistema de cartlcler no jurisdiCcional de protección de los 

deredlos humanos, con ello: 

1. Se enriquece y a la vez se fortalece al régimen federal al facultar pof mandato constitucional a 

las legislaturas estatales para crear organismos equivalentes en el ambilo local evadiendo con 

ello el alto costo financiero que implicarla el establecimiento de un sistema delegacional. 

" 



11 . Héctor Fix opina que "estas entidades complementan y auxilian a los órganos tradicionales 

de tutela de tales derechos, especialmente a los tribunales, debido a que los mismos, por las 

grandes cargas de trabajo, que soportan, son ya insuficientes para lograr una protección 

oportuna y adecuada de los propios derechos". <
51

) 

111. Dicho sistema de protección vino "a complementar y a enriquecer las garantías que integran 

la justicia constitucional mexicana, sin suprimir o sustituir ninguna de las ya establecidas por el 

orden jurídico nacional". <52
> 

IV. Dichos organismos especializados, tendrán la facultad de expedir recomendaciones públicas 

y autónomas no obligatorias para las autoridades o servidores públicos a quienes va dirigida, 

reafirmando con ello, un principio básico de cualquier ombudsman en el mundo. 

V. Otro elemento que refuerza el sistema federal en materia de derechos humanos lo 

constituyen los recursos de queja y de impugnación. Una vez Instituidas las comisiones 

estatales de protección a los derechos humanos era indispensable que el quejoso contará con 

una "segunda instancia" substanciada ante el ombudsman nacional en caso de inconformidad 

ante las resoluciones dictadas por los organismos estatales. 

3) Decreto constitutivo de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

De conformidad con los lineamientos señalados por el modelo federalista adoptado en nuestro 

país, la función legislativa en la Ciudad de México como residencia de los poderes federales, se 

encontraba supeditada en gran medida al Congreso de la Unión y al titular del Poder Ejecutivo 

<
31

i Fix Zamudio, Héctor. Comentarios a la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal. Editorial. Porrúa. México. 1995. p. 11 . 

<
32

> Madrazo Cuellar, Jorge A. Derechos Humanos. El Nuevo Enfoque Mexicano. Op. cit. p. 52. 
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Federal, correspondiendo en menor grado a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal laborar 

en materias que expresamente le concediera la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

De tal modo y congruente con las atribuciones establecidas con relación al proceso legislativo 

para la Ciudad de México, la Asamblea en comento sometió a la consideración y aprobación del 

Congreso de la Unión el proyecto de Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal. En la Ciudad de México "no fue sencillo expedir la Ley de su Comisión de Derechos 

Humanos, debido a la gran complejidad de sus sectores sociales y políticos, además de la gran 

discusión en cuanto a la necesidad de renovar sus órganos de gobierno, como lo demuestran 

los lineamientos establecidos en el { .. } texto del artículo 122 constitucional, reformado por 

decreto publicado el 25 de octubre de 1993". !53
> 

El decreto de creación del ombudsman capitalino es publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el martes 22 de junio de 1993. Así, la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal consta de 4 secciones, 11 capítulos; 71 artículos y 8 de carácter transitorio. 

Finalmente, es importante señalar que dicho ordenamiento legal resultó ser prácticamente 

equivalente a la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

4) Análisis de la exposición de motivos 

La exposición de motivos es "una parte preliminar de la ley, no forma parte de la misma, sólo es 

un preámbulo donde se explican las razones que llevan a proponer reformas, adiciones, o 

csJ¡ Fix. Comentarios a la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Op. cit. 
p. 14. 
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disposiciones completamente nuevas, lógicamente la exposición de motivos no tiene el carácter 

obligatorio de la ley". !
54

> 

En la exposición de motivos de la iniciativa de ley para la creación de la Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal, se observan principalmente dos apartados, el primero de ellos a 

modo de introducción, hace hincapié en que los organismos protectores de los derechos 

humanos ejercen o desempeñan funciones que de modo alguno sustituyen las que son propias 

de los organismos jurisdiccionales. 

Posteriormente, se hace alusión al paulatino perfeccionamiento del sistema de tutela de los 

derechos del individuo que comprende desde la existencia de recursos administrativos hasta el 

juicio de amparo complementándose con la creación de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos y en su caso con la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. 

En tanto, el segundo apartado confecciona una larga y detallada descripción de las bases 

normativas para la creación y funcionamiento del ombudsman local entre las que destacan. 

l. El establecimiento y regulación de un organismo de protección, defensa, vigilancia, 

promoción, estudio y difusión de los derechos humanos previstos en el orden jurídico nacional. 

Dicho organismo, desempeñaría sus funciones autónomamente al señalarse que no recibirá 

instrucciones o indicaciones de autoridad o servidor público alguno. 

11. Posteriormente, se determina la validez material de la ley la que será de carácter local, en 

consecuencia encontraría vedada su aplicación en cuestiones de carácter federal o de otras 

entidades federativas. 

(s•) Acosta Romero, Miguel. Segundo Curso de Derecho Administrativo. Editorial. Porrúa. 
México. 1993. p. 59. 
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Por lo que respecta a la validez personal, seMla que sólo es aplicable a sefVidores públicos 

que desempel"len un empleo, cargo o comisión en el Gobierno del Distrito Federal, que hayan 

cometido un acto presuntamente violatorio de los derechos humano. 

En tanto, la validez espacial se establece en contra de presuntas vioIaciooes a los derechos 

humanos atribuibles a cualquier autoridad o sefVidor público que desempel"le o ejerza algún 

empleo, cargo o comisión en la administración pública de la Ciudad de México o en los órganos 

de procuración e impartici6n de justicia cuya jurisdicción local corresponda al Distrito Federal. 

111. Con relación a la facultad de nombramiento del presidente de la Comisión de Derechos 

Humanos se autoriza al titular del Poder EjecuUvo Federal para ejercer dicha atribución pero 

debla contar para ello con la aprobación de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

IV. De acuerdo con los lineamientos establecidos en el texto consUlucional, las facultades 

atribuibles al ombudsman local consisUrfan en la recepción e invesUgación de quejas y 

denuncias ante presuntas violaciones a los derechos humanos comeUdas por autoridades o 

servidores públicos de competencia local. la formulación de recomendaciones y la elaboración 

de proyectos de reformas legislativas y de prácticas administrativas. 

V. ConfOfme a los principios generales del ombudsman y congruente con las limitaciones 

competenciales establecidas en la ConsUluci6n Nacional, la Comisión del Distrito Federal no 

surtirá su competencia tratándose de actos y resoluciones de organismos y autoridades 

electorales, resoluciones de carácter jurisdiccional ni de conflictos de naturaleza laboral. 

VI. A su vez, la exposición de motivos aporta un elemento importante para nuestro estudio al 

sel"laJar que la ley en comento establecerá la distinción entre los actos administrativos y las 

resoluciones jurisdiccionales de fondo, entendiéndose por éstas las que materialmente 
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resuelven controversias aplicando la ley a casos concretos o que implican una valoración y 

determinación jurídica o legal, con independencia de la naturaleza y de la materia de 

competencia del órgano que las dicte. 

VII. Por lo que se refiere a la integración y funcionamiento de la CDHDF se explica en función 

de un consejo, un presidente y de visitadores. 

Es evidente, que el legislador local adopta un sistema muy semejante al que practica la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos, sin embargo, las variantes más significativas 

corresponden a la legitimación procesal de las organizaciones no gubernamentales para 

denunciar presuntas violaciones a los derechos humanos, así como un capítulo dedicado a la 

promoción y difusión de los mismos. 

VIII : Continuando con la tradición jurídica del ombudsman se hace hincapié que las 

recomendaciones carecen de imperatividad jurídica al sustentar su fuerza en la autoridad moral 

de quien la emite y en su publicidad. 

11. Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

José Alberto Garvone, menciona que por comisión en derecho constitucional y administrativo, 

se debe de entender aquel "órgano colegiado, compuesto por un número reducido de miembros 

que colaboran en la función administrativa o gubernamental". <
55

> 

Pero, ¿qué es la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal? ¿cómo se encuentra 

organizado internamente el ombudsman capitalino?, ¿cómo protege los derechos humanos?, 

¿cuáles son sus facultades en dicha materia?, ¿cuál es el procedimiento que sigue para tal fin?. 

<
55

> Garvone, José Alberto. Manual Jurídico. Editorial. Abeledo - Perro!. Argentina. 1989. p. 190. 

ESTA TESIS NO SALE 
DE LA BIBLl()TECA 
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1) Naturaleza jurídica 

a) Las diversas formas de organización administrativa 

Consideramos pertinente, previo al asentamiento de la naturaleza jurídica de la CDHDF hacer 

un rápido repaso a las formas de organización administrativa en nuestro país, las cuales, 

solamente mencionaremos con algunos de sus elementos con la intención de no desviar 

nuestro objeto de estudio. 

De tal manera, tenemos que la organización administrativa "es la forma o modo en que se 

estructuran y oroenan las diversas unidades administrativas que dependen del Poder Ejecutivo, 

directa o indirectamente, a través de relaciones de jerarquía y dependencia, para lograr una 

unidad de acción, de dirección y ejecución, en la actividad de la propia administración, 

encaminada a la consecución de los fines del estado". <55 l 

El artículo 90 fracción 1 de la Constitución Nacional consagra que la "Administración Pública 

Federal será centralizada y paraestatal conforme a la Ley Orgánica que expida el Congreso, 

que distribuirá los negocios del orden administrativo de la Federación que estarán a cargo de 

las Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos y definirá las bases generales de 

creación de las entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en su operación". 

A su vez, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal determina en el articulo 1 

párrafo segundo que "La Presidencia de la República, las Secretarías de Estado, los 

Departamentos Administrativos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, integran la 

Administración Pública Centralizada". 

<
86

' Acosta Romero, Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo. Editorial. Porrúa. 
México. 1993. p. 113. 
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Así, la administración pública centralizada es "la estructura en la cual el conjunto de órganos 

administrativos de un país están enlazados bajo la dirección de un órgano central único y 

encuentran su apoyo en el principio de la diversidad de funciones, pero dentro de un orden o 

relación en el que el impulso y la dirección la llevan los centros superiores o en la legislación 

directivos, y la ejecución los subordinados o inferiores". <
87l 

En tanto, en el seno de la administración centralizada se encuentra la denominada 

desconcentración administrativa, el artículo 17 de la LOAPF establece que para "La más eficaz 

atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, las Secretarías de Estado y 

los Departamentos Administrativos podrán contar con órganos administrativos desconcentrados 

que les estarán jerárquicamente subordinados y tendrán facultades específicas para resolver 

sobre la materia y dentro del ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad 

con las disposiciones legales aplicables". 

A "la desconcentración en derecho administrativo tradicionalmente se le ha consíderado como 

una forma de organización administrativa referida a entes que realizan función administrativa, y 

que gozan de cierta libertad de acción en el aspecto técnico, propio de alguna materia que es 

de la competencia del órgano central del cual dependen dichos entes". <88
¡ 

Con el objetivo de regular de manera más precisa la organización y funcionamiento de la 

administración pública paraestatal , el 14 de mayo 1986, se expidió la Ley Federal de las 

Entidades Paraestatales y posteriormente, el 26 de enero de 1990, el Reglamento de Ley 

Federal de las Entidades Paraestatales. Dicha Ley, señala en su artículo 2 que "Son entidades 

<S
7
J Olivera Toro, Jorge. Manual de Derecho Administrativo. Editorial. Porrúa. México. 1988. p. 

265. 

<
88

> Martínez Morales, Rafael. Derecho Administrativo. Cursos 1 y 2. Editorial. Oxford. México. 
2000. p. 134. 
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paraestatales las que con tal carácter determina la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal". 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en su artículo 1 párrafo tercero establece 

que: "Los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal, las instituciones 

nacionales de crédito, las organizaciones auxiliares nacionales de crédito, las instituciones 

nacionales de seguros y de fianzas y los fideicomisos, componen la administración pública 

paraestatal". 

Así, "la creación de organismos por ley o por decreto, con personalidad jurídica y patrimonios 

propios, para la realización de actividades estratégicas o prioritarias, para la prestación de un 

servicio público o social; para la obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o 

seguridad social, recibe el nombre de descentralización". (59
> 

Por lo que se refiere a la empresa de participación estatal "es una forma de organización a la 

que el estado recurre como uno de los medios directos de realizar su intervención en la vida 

económica del país". (90> 

El artículo 28 de la LFEP determina que "Son empresas de participación estatal mayoritaria las 

que determina como tales la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal". 

Conforme al articulo 46 de la LOAPF, son empresas de participación estatal mayoritaria: las 

sociedades nacionales y auxiliares de crédito, las instituciones de seguros y fianzas, y todo tipo 

de sociedades mercantiles, sociedades y asociaciones civiles en las que el Gobierno Federal o 

una o más entidades paraestatales, conjunta o separadamente, contribuyan o sean propietarios 

cs9
> Delgadillo Gutiérrez, Luis, y Lucero Espinoza, Manuel. Elementos de Derecho Administrativo. 

Editorial. Porrúa. México. 1995. p. 93. 
<
90

> Fraga, Gabino. Derecho Administrativo. Editorial. Porrúa. México. 1990. p. 165. 
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de más del 50% por ciento del capital social, que en la constitución de su capital social se 

hagan figurar títulos de serie especial que sólo puedan ser suscritos por el Gobierno Federal; o 

que al Gobierno Federal corresponda una intervención especial en la toma de decisiones o en 

el nombramiento de la mayoría de los miembros directivos de dichas empresas. 

Finalmente, el fideicomiso "puede definirse como un acto jurídico de características 

contractuales mediante el cual una persona llamada fideicomitente conviene con una institución 

de crédito llamada fiduciaria, y autorizada legalmente para ello, a efecto de que determinados 

bienes o fondos de su propiedad se destinen a un fin lícito de beneficio para una tercera 

persona llamada fideicomisario". (91
l 

La Ley Federal de las Entidades Paraestatales, señala en su artículo 40 que "Los fideicomisos 

públicos que se establezcan por la Administración Pública Federal, que se organicen de manera 

análoga a los organismos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria, que 

tengan como propósito auxiliar al Ejecutivo mediante la realización de actividades prioritarias, 

serán los que se consideren entidades paraestatales conforme a lo dispuesto en la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal y quedarán sujetos a las disposiciones de esta 

Ley''. 

Para considerar a un fideicomiso como público de acuerdo al artículo 47 de la LOAPF se 

requiere. 

l. Que su organización sea análoga a la de los organismos descentralizados o empresas de 

participación estatal mayoritaria. 

11. Que tenga como objetivo auxiliar al ejecutivo en el impulso de las áreas prioritarias y, 

<•tl Galindo Camacho, Miguel. Derecho Administrativo. Editorial. Porrúa. México. 2000. p. 186. 

83 



111. Que cuenten con comités técnicos. 

Una vez dado un rápido repaso a las clásicas formas de organización administrativa, es 

necesario se"a!ar que la naturaleza jurrdica del ombudsman distrital queda en estricto sentido 

literal establecida en el artículo 2 de su l ey al afirmar: "la Comisión de Deredlos Humanos del 

Distrito Federal es un organismo público descentralizado con personalidad jurldica y 

patrimonios propios· gozando con ello, de autooornra en los aspectos orgánico, de gestión y 

financiero. 

Autonomía orgánica : Es importante que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal cuente con autonomla orgánica para desarrollar de manera apropiada su labor 

tutelad0f"8 de los derechos humanos, por ello, contará con la organización y estructura 

administrativa que garanticen su efICiente funcionamiento. (art. 14 RICDHDF) 

A su vez, se determina que el presidente de la Comisión, as! como los visitadores, en ningun 

caso podrán ser objeto de sanción o detención por las opiniones, actos y resoluciones que 

realicen en el ejercicio de sus atribuciones legales. (art. 15 lCDHDF). 

Finalmente, se dicta que el titular de la Comisión de Derechos Humanos podré ser destituido o 

sujeto a responsabilidad exclusivamente por las causas y a través de los procedimientos 

sellalados en la Constitución NaCional. (art. 16lCDHOF) 

Autonomla de gestión: la autonomla funcional o de gestiOO de la Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal se encuentra garantizada al mencionarse que en la práctica de 

sus atribuciones legales y en ejercicio de su autonomla no admitirá set\alamientos de autoridad 

o servidor público alguno. (art. 6 lCDHOF) 
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Asimismo, el ombudsman local tendrá la atribución de formular recomendaciones públicas y 

aulóoomas, asimismo al momento de dictarse la conclusión del expedienle de queja, eslará 

basada en las evidencias y documentación que obren en el mismo (arts, 17 f. IVy44 LCOHOF). 

En síntesis, la autonomla funcional "se traduce en la independencia en las decisiones de la 

actuación institucional y la no supeditación a autoridad o servidor público alguno distinto a los 

propios órganos de la propia Comisión· . (art. 5 f. I RICOHOF) 

Autonomía financiera o presupuestaria: La Comisión del Distrito Federal Ctlenta con 

patrimonio propio (art. 2 LCOHOF), ahora bien, para poderse allegar de recursos económicos 

indispensables para la consecución de sus objetivos la Comisión formulará su propio proyecto 

de presupuesto anual de egresos, el cual. lo remitirá directamoote al secretario encargado de la 

materia confirmando con tal disposición la autonomla presupuestaria o financiera de la 

institución. 

2) Competencia y facultades reglamentarias 

El articulo 2 de la ley actual, establece las facoltades esenciales del ombudsman capitalino al 

senalar 'a proteccióo, defensa, vigilancia, promoción, estudio y difusión de los derechos 

humanos establecidos en el orden jurldico mexicano· confiriendo para ello 11 atribuciones 

diferentes en el artlCtlIo 17 de la ley en comenlo, las que se agrupan en: 

1. Facultades de tutela y observancia de los derechos humanos 

1. Recepción de quejas sobre presuntas violaciones a los derechos humanos. 

11. Recibir y averiguar a petición de parte o de oficio, presuntas violaciones a los derechos 

humanos. 

" 



111. Formular recomendaciones públicas aul6nomas, no vinculatorias asl como denuncias y 

quejas ante las autoridades correspondientes. 

IV. Gestionar la conciliación entre los quejosos y las autoridades o servidores públicos 

senalados como respoosables de violación a los derechos humanos siempre y cuando la 

naturaleza de la transgresión lo permita. 

V. Fomentar la observancia de los derechos humanos en la capital del pais. 

VI. Formular y ejecutar los programas de caracter preventivo en materia de derechos humanos. 

VII. Vigilar el respeto a los derechos humanos de las personas privadas de su libertad en los 

centros de deterlCi6n, de intemamiento y de readaptación social del Distrito Federal. 

2. De fomento o promoción de los derechos humanos 

VIII. Plantear a las autoridades respectivas la realización de gestiones tendientes a modiftcar las 

disposiciones de caracter legislativo, reglamentarias as! como las practicas administrativas que, 

a criterio del ombudsman local redunden en una mejor protección de los derechos humanos. 

IX. Elaborar e inslnJmentar programas de caracter preventivo en materia de derechos humanos. 

c. Análisis, impulso o fomento de los derechos humanos 

X. Impulsar el estudio, la enseñanza y diV\Jlgación de los derechos humanos en el Distrito 

Fec'eral. 

86 



XI. Emitir su reglamento interno. 

3) Limitaciones a la competancia del ombudsman capitalino 

La Constitución Federal de nuestro pafs asienta en el precepto 102 apartado B pérrafo tercero: 

"Estos organismos no serén competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y 

jurisdiccionales". 

Congruente con la disposición constitucional, el articulo 18 de la legislación del ombudsman 

capitalino menciona: "la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal no podré conocer 

de los casos concernientes a: 

1. Actos y resoluciones de organismos y autoridades electorales". 

tI. Resoluciones de caracter jurisdiccional. 

111. Conflictos de carácler laboral, y 

IV. Consultas formuladas por autoridades, particulares u otras entidades, sobre interpretación 

de disposiciones constitucionales y de otros ordenamientos juridicos". 

al Materia electoral 

La exposición de motivos enviada al Congreso de la Unión para adicionar el articulo 102 

constitucional, dicta los razonamientos para el impedimento en materia electoral, al seria lar: 

"En el aspecto electoral, a que estas instituciones deben de mantenerse al margen del debate 

poIltico. De intervenir en él. correrian el riesgo de verse involucrados en las controversias de 

esta Indole que invariablemente estén dotadas de un contenido y orientación propios de las 
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corrientes y agrupaciones políticas actuantes en la sociedad, Ello debilitaria su autoridad y 

podrla afectar su necesaria imparcialidad", 

En consecuencia, "el ombudsman debe ser apolítico y apartidista para evitar caer en 

controversias de caráctef poIltico, ya que si cayera en ellas, poco sería lo que podría aportar al 

país y mucho perdería, por que el Ombudsman siempre debe ser imparcial. y la sociedad debe 

estar segura de que sus recomendaciones son objetivas e imparciales", (nJ 

b) Materia jurisdiccional 

Posteriormente, la exposición de motivos en comento esgrime los argumentos para vedar la 

competencia en cuestiones jurisdiccionales al seflalar: 

"la razón es que debe respetarse estrictamente la independencia del Poder Judicial Federal 

como la mayor garantla de la vigencia de nuestro Estado de Derecho, las instituciones de 

Derechos Humanos, reiteramos, no pueden suplir o sustituir en modo alguno a los órganos 

eflCélrgados de la impartición de justicia, en cualesquiera de sus respectivas jurisdicciones", 

AhOfa bien. conforme al articulo 19 lCDHDF ' se entiende por "resoluciones de carActer 

jurisdiccional" lo siguiente: 

l.. las sentencias o laudos definitivos que concluyan la instancia, 

11.· las sentencias interlocutorias que emitan durante el proceso, 

111.· los autos y acuerdos dictados por el Juez o por el personal del juzgado o tribunal u órgano 

de impartición de juslicia, para cuya expedición se haya realizado una valosación y 

determinación jurídica o legal, y 
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IV.- En materia administrativa, los análogos señalados en las fracciones anteriores. 

Todos los demás actos u omisiones procedimentales diferentes a los señalados en las 

fracciones anteriores, serán considerados con el carácter de administrativos y en consecuencia 

susceptibles de ser reclamados ante la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. La 

Comisión por ningún motivo podrá examinar cuestiones jurisdiccionales de fondo". 

En consecuencia, "el ombudsman no es un tribunal de alzada o de última instancia, capaz de 

modificar las determinaciones de los jueces, si { .. . } tuviera tal competencia sería, en si misma, 

un demiurgo jurídico, una aberración jurídica y un atentando a la decisión pol ítica fundamental 

"de la división de poderes". <93
l 

e) Materia Laboral 

Posteriormente, la exposición de motivos específica la limitación para que los organismos 

protectores de los derechos humanos intervengan en controversias de carácter laboral al 

señalar: 

"En lo que toca a conflictos laborales, debe tenerse presente que se trata de controversias entre 

particulares; esto es, no se da la posibilidad de que una autoridad o un servidor público atente 

contra los Derechos Humanos de alguna de las partes. Ahora bien, cuando alguna de las partes 

fuese el propio Estado, éste no estaría actuando como tal sino como patrón. Es por ello, que 

19'> Carpizo Mcgregor, Jorge. ¡Qué es la Comisión Nacional de Derechos Humanos?. Editorial. 
CNDH. México. 1990. p. 20. 
<
93

l Madraza Cuellar, Jorge A. Temas y Tópicos de Derechos Humanos. Editorial. CNDH. 
México. 1995. p. 53 . 
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tales asuntos tampoco deben de corresponder a su competencia. Lo contrario significaría que 

estos organismos duplicaran o sustituyeran las funciones propias de las juntas laborales". <9•l 

En tanto, el artículo 123 apartado A fracción XX de la Constitución Nacional señala que "las 

diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo, se sujetarán a la decisión de una Junta 

de Conciliación y Arbitraje, formada por igual número de representantes de los obreros y de los 

patronos, y uno del Gobierno". En consecuencia, los organismos protectores de los derechos 

humanos no pueden intervenir en cuestiones de carácter laboral. "Porque: 

a) En esos conflictos laborales no interviene una autoridad o servidor público, luego no existe 

violación a los Derechos Humanos; 

b) No es posible sustituir a la Junta Federal y a las locales de Conciliación y Arbitraje ni a los 

Tribunales Colegiados de Circuito, y 

c) No es posible intervenir en asuntos jurisdiccionales de fondo". <95l 

111. Estructura Orgánica y Funcionamiento de la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal 

1) Estructura interna 

La Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 22 de junio de 1993. 

<••l Secretaría de Gobernación. Adiciones y Reformas de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 1990 -1992. México. 1993. p. 93. 
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En dicha Ley se determinan las funciones de la naciente institución pero también señala los 

órganos que la componen, las atribuciones que les corresponde ejercer y los requisitos 

necesarios para ocupar la titularidad de dichos cargos. 

a) Del presidente de la Comisión 

La designación del ombudsman capitalino es prerrogativa exclusiva de la Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal (art. 9 LCDHDF) y para poder ocupar dicho cargo se requiere: 

l. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles. 

11. Tener cuando menos treinta y cinco años de edad, el día de su nombramiento, 

111. Poseer conocimientos generales en materia de derechos humanos así como del marco 

normativo vigente para el Distrito federal, en dicha materia; y 

IV. Gozar de buena reputación y reconocido prestigio público además de no haber sido 

condenado por delito intencional o preterintencional que amerite pena corporal de más de un 

año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que 

lastime seriamente la buena fama en el concepto público. lo inhabilitará para el cargo, 

cualquiera que haya sido la pena. ( art. 8 LCDHDF) 

A su vez, se determina que el presidente de la Comisión permanecerá en su encargo 4 años y 

podrá ser reelecto para un segundo mandato. Será destituido, y en su caso sujeto a 

responsabilidad exclusivamente por las causas y mediante los procedimientos señalados en la 

Constitución Federal. 

<
95

l Carpizo. Algunas Reflexiones sobre el Ombudsman y los Derechos Humanos. Op. cit. p. 23. 
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Con relación a las fallas del lilular de la Comisión, se dispone Que las funciones legales las 

ejercer.!! el primer visitador. en caso de encontrarse lambién ausente lo serán poi" el segundo 

visilador y asl de manera subsiguiente. (arts. lO y 16lCoHoF) 

las ptincipales facultades del titular de la Comisión son: 

, . Ejercer la representaci60 de la inslitución. 

2. Establecer loS lineamientos Que seguirán las actividades de la Comisión, as! como nombrar y 

coordinar al personal respectivo. 

3. Rendir un informe anual de actividades. 

4. Celebrar convenios con auloridades y organizaciones para la erJCaZ realización de los 

objetivos del organismo. 

5. Elaborar el anteproyecto de presupuesto anual de egresos y el respectivo informe sobre su 

ejercicio. (art. 22 lCoHoF) 

b) Del consejo 

El Consejo es el órgano de consistencia plural de la Comisi60 de Derechos Humanos 

conformado por diez miembros honorrflCOs, con excepción a la del presidente de la Comisión el 

cual lo titulariza, son nombrados por la Asamblea legislativa del Distrito Federal poi" gozar de 

buena fama y ser representativos de las corrientes de pensamiento social en la capital. (arts.11 

y 12 LCoHoF) 
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El Consejo, ejercerá sus funciones mediante sesiones ordinarias y extraordinarias, las primeras 

se realizarán cuando menos una vez al mes, las de carácter extraordinario serán convocadas 

p<1f el presidente de la Comisión o por la solicitud de por lO menos tres integrantes o miembros 

del Consejo, (art, 21 LCOHOF) 

Las principales facultades otorgadas al Consejo, son las siguientes: 

1, Establecer los lineamientos generales de actuacion de la Comisiono 

2. Autorizar el regtamento interno de la institución y las modificaciones al mismo. 

3. Opinar sobre el proyecto de informe anual que el presidente de la Comisión someta a la 

legislatura local. 

4. Solicitar al presidente de la institución información sobre los asuntos que se encuentren en 

trámite y de los que haya resuelto la Comisión. 

5. Conocer el informe presupuesta!. (art. 20 LCOHOF) 

cl La secretaría técn ica del consejo 

El Consejo, es auxiliado y apoyado pOf dicha unidad administrativa encargada de llevar el 

archivo y demás documentos que se generen en las sesiones del Consejo. Para poder ser 

designado en dicho cargo es necesario el acuerdo favorable del titular de la Comisiono Cuenta, 

entre otras, con las siguientes atribuciones: 

, . Presentar el proyecto de acta de las sesiones efectuadas por el Consejo. 
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2. Proporcionar a los consejeros la dOCtlmentación para la celebración de ras sesiones y en 

general el apoyo necesario para el efICaZ cumplimiento de sus respoosabilidades. 

3. Supervisar y coordinar las publicaciones de la Comisión. (ar1. 63 RICDHDF) 

d) Las vlsitadurias 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal contara con un mlnimo de dos y un 

máximo de cuatro visitadurias, en la actualidad son dos. Dichas unidades administrativas, 

tendran a su cargo la tramitación de los expedientes de queja, las impugnaciones y la 

elaboración de los proyectos de recomendación. (arts. 65 y 71 RICDHDF) 

Conforme lo determina la ley, cada visitaduria debera contar con una dirección general, dos 

direcciones de area, visitadores adjuntos y el personal operativo necesario. 

Finalmente. se establece que el presidente óe la Comisión de Derechos Humanos podrá 

acordar que un expediente sea conocido por una visitadurla en particular independientemente 

de la asignación que por turno le asigne la dirección de recepción de quejas. (arts. 68 y 72 

RICDHDF) 

e) Los visitadores generales y adjuntos 

los visitadores son nombrados y removidos por el titular de la Comisión y para poder ocupar 

dicho cargo deben de reunir los siguientes requisitos: ser ciudadano mexicano en ejercicio de 

sus derechos. contar con mas de 30 al'los de edad al óla de su designación, no haber sido 

condenado por delito intencional o preterinlencional así como gozar de buena fama. (art.13 

LCDHDF) 
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Entre sus funciones destacan: 

l. Recibir, admitir o rechazar las quejas presentadas. 

2. Iniciar de ofICio o discrecionalmente la investigación de las denuncias de violación a los 

derechos humanos que se expongan en los medios de comunicación '1 que sean de su 

competencia. 

3. Procurar por medio de la conciliación la solución expedita de las quejas. 

4. Efectuar las investigaciones y estudios para la elaboración de los proyectos de 

recomendación o acuerdos que se presenten al titular de la Comisión. (art. 24 LCOHOF) 

En tanto. la función principal de los visitadores adjuntos consiste en auxiliar a los visitad()(es 

para dar mayor eficiencia en sus tareas. Serán nombrados por el presidente de la Comisión, 

debiendo reunir para tal efecto los siguientes requisitos: 

1. Tener mulo profesional. 2. Contar con la ciudadanía mexicana. 3. Ser ma'JOf de 21 ai\os. 4. 

Tener la capacidad necesaria para el desemper'lo de las funciones correspondientes. (art. 76 

RICOHOF) 

N . lnicio del ProcedImiento de Queja 

El procedimiento de queja seguido ante el ombudsman capitalino goza de ciertas pecullaridades 

favorables al quejoso debido en gran parte a la situación de desventaja del particular, es por ello 

que para una mayor efectividad en la tutela de los derechos humanos el procedimiento 
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sustentado ante la COHOF se caracteriza por ser breve, sencillo, flexible, gratuito y expedito, en 

síntesis antiburocrético. 

1) Recepción, registro y calificación de la queja 

Cualquier persona ptJede presentar quejas por presuntas violaciones a los derechos humanos y 

acudir ante el ombudsman local para que directamente, o por medio de representante denuncie 

tales violaciones, en consecuencia, no existe distinción alguna sobre quien puede presentar una 

queja, por ello, los parientes, vecinos o incluso menOfes de edad podrén hacerlo. 

En tanto, las Ofganizaciones no gubernamentales legalmente constituidas también podrán 

denunciar presuntas violaciones a los derechos humanos de las personas que, por sus 

condiciones sociales o físicas no posean la capacidad para presentar por sr mismos la queja. 

(art. 27 LCOHOF) 

Asimismo, se establece que los escritos de queja elaborados por los confinados en centros de 

detención deberán de ser remitidos por los encargados de dichos centros a la Comisión distrital. 

( arto 30 LCOHOF) 

Como hemos apreciado, existen todo tipo de facil idades para la presentación de la queja la que 

nOl"malmente es recibida por escrito. sin embargo. ante situaciones de urgencia podrá admitirse 

a través de cualquier medio de comunicación eléctrica o electrónica (teléfono, fax o inlemet) 

para ello, se elaborará acta circunstanciada de tal situación. (art. 85 RICOHOF) 

A su vez, las quejas lienen un plazo para ser presentadas que será de un ano, contado a partir 

de la fecha en que se haya iniciado la ejecución de lOS hechos presuntamente violatOl"ios de lOS 
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derechos humanos, o en su defecto, a partir de Que el Quejoso o denunciante haya tenido 

cono<;imienlo de los mismos. 

Sin embargo, en caso de infracc:iones graves a los derechos humanos o tralándose de 

violaciones califICadas de lesa humana, no contará plazo alguno para la presentación de la 

Queja. (art. 28 LCOHOF) 

A su vez, la Comisión dislrital no admitirá a instancia comunicados: 

1. De carácter anónimo: Es decir, en los que exista ausencia de nombre, firma o huella digital 

del quejoso. (art. 90 RICOHOF) 

11. Cuando se trate de asuntos vedados a la competencia de la Comisión: Se deberá po!" 

minislerio de ley, proporcionar Ofientaci6n al reclamante COIl el objeto de Que sea atendido ante 

la autoridad Que le corresponda COflOCer del asunto. (art. 33 LCOHDF) 

Recibida y registrada la Queja. se hará el sellalamiento al Quejoso que las actuaciones y las 

resoluciones del ombusman local no afectan el ejercicio de otros derechos o medios de defensa 

que asistan a los afectados ni lendrá efecto suspensivo en los plazos de ley. (art. 31 LCDHDF) 

Posteriormente, se turnará la queja a la visitadurla oorrespon.diente para realizar la calificación 

respectiva Que podrá ser: 

l. Presunta violación a derechos humanos. Se hará saber al quejoso el nombre del 

encargado del expediente y el teléfono del mismo, COIl el propósito de mantener comunicación 

durante la tramitación del expediente de queja. (art.l02 RICDHDF) 
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11. Incompetencia de la Comisión con orientación jurídica al quejoso. En el articulo 101 f. 11 

del RICDHDF determina que se deberá remitir al quejoso o agraviado el acuerdo en el que se 

establezcan las causas de incompetencia y los fundamentos legales en los que se funde dicha 

circunstancia, indicando a su vez, las posibles formas de solución. "Es lo que se llama en el 

derecho angloamericano el "Legal Advice". (%) 

111. Acuerdo de calificación pendiente: Se presenta cuando la queja es confusa o ambigua, 

ente ello, el visitador solicitará al quejoso la información necesaria para tratar de solucionar 

dicha situación de lo contrario se concluirá el expediente enviándose al archivo. ( art. 34 

LCDHDF) 

2) De la notificación y emplazamiento a las autoridades 

Admitida la queja, el encargado de su tramitación se pondrá en comunicación con la autoridad 

señalada como responsable solicitándole rendir un informe con relación a los hechos 

constitutivos de la queja. Dicha solicitud, deberá de ser remitida dentro del plazo de 15 días 

naturales, apercibiendo a la autoridad que de hacer caso omiso o de retraso injustificado en la 

presentación del informe, además de la responsabilidad respectiva, tendrá el efecto de calificar 

por ciertos los hechos materia de la queja o denuncia, salvo prueba en contrario. (arts. 36 y 38 

LCDHDF) 

Invariablemente se hará del conocimiento del quejoso la respuesta de la autoridad con el 

propósito de aclarar alguna contradicción evidente y en su caso para que manifieste lo que a su 

derecho convenga. (art. 111 RICDHDF) 

(%J Comisión Nacional de Derechos Humanos. Jornada sobre los Derechos Humanos en México 
{memoria). Editorial. CNDH. México. 1991 . p. 71 . 
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3) Las obligaciones de colaboración por parte de las autoridades y servidores publicos 

Varios preceptos de la ley en comento, establecen una serie de obligaciones de auxilio y 

colaboración de las autoridades y servidores publicos con relación a los requerimientos 

formulados por el ombudsman capitalino, aun y cuando no hayan intervenido en la presunta 

violación de los derechos humanos, por lo que deberán remitir la información y demás 

documentos que les sean requeridos, asl como facilitar todo tipo de actos tendientes al 

esclarecimiento de los hechos constitutivos de la queja. (arts. 59 y 61 LCDHDf) 

Del mismo modo, se determina Que los funcionarios que sean designados por la Comisión local 

podrán presentarse a cualquier ofICina administrativa y realizar las diligencias fundamentales 

para allegarse de los elementos necesarios para la debida integración del expediente. (art. 114 

RICDHDf) 

4) De la colaboración y la responsabilidad de las autoridades y servidores púbUcos 

Puede configurarse el hecho que la autoridad o servidOf publico éste dispuesto a colaborar con 

los requerimientos de InfOfmaci6n o documentación ejercidos por el ombudsman capitalino, sin 

embargo la autoridad puede expresar que dicha infOfffiaci6n guarda un carácter de 

confidencialidad, ante tal circunstancia deberá enviar al ombudsman Iocat los razonamientos 

para argumentar tal confidencialidad. 

A su vez. la Comisión del Distrito federal tendrá la facultad de realizar la calificación definitiva 

de la reserva en comento y solicitar que se le proporcione la información requerida la que 

recibirá la más estricta privacidad. (art. 60 LCDHOf) 
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En caso de que la autoridad haga caso omiso a los requerimientos de información y 

documentación reatizados por et ombudsman et asunto será tumado a la Contralorla General 

del Gobierno del Distrito Federal con el fin de que. en los términos de ta ley aplicable en la 

materia. se inicie el procedimiento administrativo y se establezcan las sanciones respectivas. 

(art.l44 RtCOHOF) 

Las sanciones que puede solicitar el ombudsman local para garantizar el efe<:tivo cumplimiento 

de sus requerimientos son: 

, . Apercibimiento. 2. Arresto. 3. Inicio de averiguación previa. 4. Multa. 5. Sanción económica. 

6. Suspensión. 7. Amonestación. 8. Apercibimiento. 9. Inhabilitación temporal en el servicio 

público. 10. Destitución y 11. Ejercicio de acción penal. 

Aunque no tiene carácter coercitivo, la Comisión de Derechos Humanos podrfl rendir un informe 

especial por conductas de la autoridad que implique una dilación manifiesta en las labores de 

investigación por parte del ombudsman capitalino, (art. 63 LCDHOF) 

5) De las pruebas 

El quejoso podr'::' hacer valer aquellos medios de coovicci6n que estime convenientes (siempre 

que se encuentren previstas como tales por el orden jurldico nacional), con el pr0p6sito de 

avalar la existencia de la violación a sus derechos humanos por parte de la autoridad o servidor 

público señalado como responsable. (art. 42 LCDHDF) 

En tanto, la autoridad podrá presentar por su parte los medios de convicción que estime 

pertinentes para demostrar que los actos que se le imputan son falsos, o en caso de existir, 

fuefOn realizados apegados a derecho. 
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Finalmente,la ComisÍÓl'1 practicará de ofICio lodas aquellas diligencias que considere necesarias 

con el propósito de contar con los elementos probatorios necesarios para el esclarecimienlo de 

los hechos. (art. 43 LCDHDF) 

6) De las med idas precautorias, de conservación 'J restitutorias 

Confonne lo determina el numeral 117 del RICDHDF se entiende por medidas precautorias 

aquellas que son solicitadas "a la autoridad responsable para evitar la consumación irreparable 

de las violaciones a los derechos humanos reclamadas o la producciOO de daftos de dificil 

reparacÍÓl'1 del quejoso o agraviado". 

A su vez, el citado artIculo establece que las medidas de conservación son aquellas solicitadas 

a la autoridad ·para que las cosas permanezcan en el eslado en el que se encuentran, evitando 

la consumación irreparable de las presuntas violaciones a los derechos humanos denunciadas 

o la producción de danos de dificil reparación del quejoso o agraviado". 

En tanto, el mismo precepto senala que las medidas restitutorias, lienden a "resarcir al quejoso 

o agraviado al estado en que se encontraba hasta antes de la consumación de las presuntas 

violaciones de los dElfectlos humanos denunciadas o de la producción de danos de dificil 

reparación". En caso de ser ciertos los hechos 'J la autoridad niegue decretar la medida 

requElfida, se hará constar en la recomendación que emita el ombudsman capitalino con el 

propósito de hacer efectivas las responsabilidades del caso. (art. 116 RICDHOF) 

7) Causas de conclusión 

El art iculo 121 del RICDHDF determina que los procedimientos de investigación podrán 

concluir : 
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Por haberse solucionado durante el tramite. 

2. Por incompetencia. 

3. Por Ifatarse de hechos no violatorios de derechos humanos. 

4. Por improcedencia. 

5. Por desistimieoto del quejoso o agraviado. 

6. Por falta de interés del quejoso o agraviado. 

7. Por conciliación. 

8. Por un acuerdo de no responsabilidad. 

9. Por recomendación. 

10. Por una propuesta genefal. 

11 . Por un informe especial. 

Propuesta de conciUaclón: Una vez que la queja es calificada como presunta violación de los 

defechos humanos, pero no se refiera a violaciones graves a tales prerrogativas el encargado 

de la tramitación del expediente presentaré: a la autoridad o seNidor público senalado como 

responsable, un escrito en donde proponga de manera senc~la la solución del conflicto entre las 

partes, de ser aceptada se ordena el archivo del expediente. (arl.127 RICDHOF) 

Resuella durante el procedimiento: Puede ser que la queja se solucione durante su 

tramitación inlema en la Comisión de Derechos Humanos, ya sea porque la autoridad 

recapacitó o se resolvió el acto reclamado en favor del quejoso. (art. 121 f. I RICDHOF) 

Acuerdo de no responsabilidad: Son resoluciones que traen como consecuencia declarar que 

la auloridad o servidor público denunciado no cometió algún acto considerado como vioIatorio 

de los derechos humanos o en su caso no se pudo acreditar de manera fehaciente dichas 

violaciones por lo que se dará la conclusión del procedimiento de queja. (arl. 133 RICOHOF) 
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Recomendaciones: Son denuncias públicas en contra de una autoridad o servidor público que 

violó los derechos humanos del gobernado durante su trabajo, por tal razón, la Comisión local 

elabota una sugerencia a dicha autoridad para que restablezca al gobernado en el efectivo goce 

de sus derechos humaoos. (art. 17 f. IV LCDHOF) 

las recomendaciones se caracterizan por ser: 

1. Públicas; Para que la potestad moral del ombudsman capitalino sea fortalecida además de 

los informes que presenta anualmente es necesario que dichas resoluciones sean difundidas 

ampliamente entre la sociedad. 

2. Autónomas: Dicha caracteristica, se sustenta en que las recomendaciones emitidas por el 

ombudsman se basan exclusivamente en las evidencias y hechos que existan en el expediente 

queja, alejado en todo momento de injerencias externas a la institución. 

3. Carecen de carácter vinculatorio: Es decir, no tienen obligatoriedad para la autoridad a la 

que va dirigida, por ello, Jos actos emitidos por las autoridades o servidores públicos no podrán 

ser objeto de suspensión, anulación o modifICación alguna. 

8) Las Inconformldades 

Las inconformidades se tramitaran mediante los recursos de queja e impugnación. conforme a 

lo dispuesto en el articulo 102, apartado S, de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

El recurso de queja se substanciará en los siguientes casos: 
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1. Si durante el tramite de una queja la Comisión estatal provoca una omisión con perjuicio grave 

al quejoso, afectando con ello el resultado final de la misma. 

U. Por la inactividad evidente de la Comisión local en la tramitación del expediente indagatorio. 

(arts. 55 y 56 LCNDH) 

la Comisión Nacional de Derechos Humanos resolvera en su caso: 

1. Emitiendo una recomendación al organismo local para que enmiende tal situación. 

2, Formulando el documento de no responsabilidad en fa'lO( del organismo estatal. 

3. Dictando acuerdo de atracción de la queja para continuar el debido trámile de la misma. (arts. 

59 y 60 lCNDH) 

Por su parte, el articulo 61 LCNDH determina que el recurso de impugnación podrá 

interpooerse en contra de: 

1. Resoluciones de carácter definitivo adoptadas por una Comisión local. 

lt. Con retación al contenido de una recomendación emitida por la Comisión estatal, cuando a 

consideración del quejoso no repare la violación denunciada. 

111. Por el inadecuado cumplimiento de la autoridad de una recomendación dictada por la 

Comisión local. 
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Posteriormente, la Comisión Naciooal de Derechos Humanos deberé resolver sobre el recurso y 

to podrá hacer: 

1, RatifICando la resolución definitiva del organismo estatal. 

2. ModifICación de ta recomendación. 

3. Oeclaraci6n de suficiencia en el cumplimiento de la recomendación. 

4. Declaración de insufICiencia en el cumplimiento de la recomendación local POf parte de la 

autoridad estatal. (art. 66 LCNDH) 

V. De los Infomes anuales y especiales 

Cada ano, el ombudsman local rendirá un infonne de labores ante la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, dicho Informe, deberá de ser difundido ante la sociedad, además de ser 

publicado en la Gaceta de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. (art. 22 f. VII 

LCOHOF) 

En los infOfffies anuales del ombudsman capitalino, se incluyen el número de Quejas recibidas, 

el tipo de violación a los derechos humanos, formas de coodusiÓfl de las mismas, 

recomendaciones, autoridades responsables, acuerdos de no responsabilidad, programas 

especiales implementados dentro de dicho periodo, además de induirse propuestas a las 

autoridades con el objeto de alcanzar una mayor observancia de los derechos humanos en el 

Distrito Federal. (art. 57 LCDHDF) 
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Pero ante situaciones relevantes y graves en donde las actitudes u omisiones por parte de las 

autoridades o servidores públicos deriven en conductas dilatorias o en entorpecimienlo de la 

labor del ombtJdsman capitalino, el titular de la Comisión distrital podrá presentar un informe 

especial ante la sociedad donde se exponga tal situación, as! como el resultado de las 

indagatorias, (art. 63 LCDHDF) 

VI. Régimen laboral del personal, patrimonio y presupuesto de la institución 

El personal al servicio del ombudsman capitalino le son aplicables las disposiciones del 

apartado 8 articulo 123 de la COfIstitución Federal asl como las contenidas en la ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado, en consecuencia acceden 81 régimen del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al SetVicio del Estado. Además, se 

determina que los servidores públicos que configuran la planta laboral de la Comisión local 

tendrán el carácter de trabajadores de coofianza por la naturaleza propia de las funciones que 

ejercen. (art. 70 LCDHOF) 

A su vez, el articulo 71 LCDHDF determina que la Comisión de Derechos Humanos contará con 

palrimonio propio, para ello, el ombudsman local elaborará un anleproyecto de presupuesto 

anual mismo que enviará de manera directa para el trámite conducente allilular de la secretaria 

encargada de ello, de tal manera, se garantiza un acceso más nexible y adecuado a los 

recursos necesarios para poder cumplir efICientemente con sus fll'1es. 

Es oportuno mencionar, el artIculo publicado por Francisco Acul"ia Ululado "El Ombudsman 

capitalino de Bandazo en Bandazo", en el que dicho autor hace un análisis de algunas de las 

irregularidades presupuestales en las que ha incurrido la CDHDF, los gastos suntuarios 
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ejercidos y el alto costo que implica para el erario público cada queja presentada ante la 

institución local. !
97
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VII. Ocho años en cifras 

Para conocer de manera más precisa al ombudsman capitalino es necesario no limitarnos en la 

estructura y funcionamiento de la institución distrital, es pertinente también adentrarnos en los 

resultados obtenidos en los últimos años de labores. De tal modo, tenemos que de la muestra 

en estudio (octubre de 1993 a agosto de 2001) la CDHDF recibió un total de 42 405 quejas que 

fueron calificadas bajo los siguientes conceptos de violación : 

CALIFICACIÓN DE LAS QUEJAS !9•l 

Presunta violación a derechos humanos 25 851 (60.96 %) 

Incompetencia de la CDHDF 8 219 (19.38 %) 

Inexistencia de violación a derechos humanos. 6 932 (16.47 %) 

Sin posibilidad de calificar por falta de información 

del quejoso en los términos de los artículos 32 

y/o 34 de la Ley de la CDHDF. 1353 (03 .19 %) 

Total 42 405 (100.00%) 

De las 42 405 quejas recibidas por el ombudsman local, fueron concluidas 42 354 bajo los 

siguientes rubros : 

<
97

i Videtur. Acuña Llamas Francisco Javier. El Ombudsman Capitalino de Bandazo en Bandazo. 
en El Mundo del Abogado. año 5. número 45. México. 2003. p. 20. 
!
93

i Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Octavo Informe Anual. Editorial. 
CDHDF. México. 2001 . p. 34 . 
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TIPOS DE CONCLUSIÓN l99
> 

Por solución a la queja durante su tramitación 24 390 (57.59 %) 

Por orientación al quejoso 6 348 (14.99 %) 

Por incompetencia de la CDHDF 1 867 (04.41 %) 

Por desistimiento del quejoso 1 085 (02 .56 %) 

Por acumulación 414 ( 00.98 %) 

Por falta de interés del quejoso en la 

Continuación del procedimiento 3 778 (08.92 %) 

Por tratarse de hechos no violatorios 

de derechos humanos 3 996 (09.43 %) 

Por Recomendación 93 (00 .22 %) 

Por Acuerdo de No responsabilidad 29 (00.07 %) 

Mediante procedimiento de conciliación 327 (00.77 %) 

Por no haberse evidencias que permitan 

la Identificación del autor del acto 

violatorio de derechos humanos 27 (00.06 % 

Total 42324 (100.00%) 

Ahora bien, las principales autoridades señaladas como presuntas responsables de violaciones 

a los derechos humanos en la Ciudad de México son: "1 . Gobierno del Distrito Federal. 2: 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 3: Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal". '100
> 

Por otra parte, los conceptos de violación a los derechos humanos invocados por los quejosos 

con mayor frecuencia fueron los siguientes : 

<99
> /bid. p. 39. 
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TIPOS DE DENUNCIA <1º11 

Deficiencias en la procuración de justicia 6175 

Ejercicio indebido del servicio público 5497 

Negativa o suspensión o prestación ineficiente 

del servicio público 3501 

Violación a los derechos de los reclusos 3180 

Lesiones 2420 

Detención arbitraria 2045 

Negativa al derecho de petición 1443 

Robo 1435 

Cohecho 922 

Amenazas 751 

Finalmente, tenemos que de octubre de 1993, año en el que inicia formalmente labores la 

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, a agosto de 2001 se emitieron un total de 

86 recomendaciones las que guardan el siguiente estado de cumplimiento: 

RECOMENDACIONES. OCTUBRE DE 1993 A AGOSTO DE 2001 <
1º21 

Recomendaciones emitidas 

Totalmente cumplidas 

Parcialmente cumplidas 

No aceptadas 

Aceptadas, sin prueba de cumplimiento 

En tiempo de ser aceptada 

( IOO) /bid. p. 35. 
(IO I) /bid. p. 38. 

(IOi) /bid. p. 202. 

86 

67 

13 

3 

2 
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Capítulo Quinto 

Análisis de la Intervención de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal en 

la Función Judicial Local 

En la actualidad, algunos ombudsman en el mundo detentan la facultad de intervenir ante 

presuntas violaciones a los derechos humanos por resoluciones decretadas durante la 

substanciación de un procedimiento judicial, dicha facultad resulta notoriamente controvertida . 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal ostenta una facultad administrativa 

comparable, cuyo argumento, se finca en una colaboración de funciones pero, ¿será en estricto 

sentido la CDHDF un ombudsman judicial similar al modelo sueco al ejercer tales atribuciones?, 

o bien, ¿nos encontramos ante una intervención o una colaboración de funciones?. 

Diversos autores, argumentan que el ombudsman por su propia naturaleza debe mantenerse al 

margen de dichos temas, de lo contrario existiria violación a las garantías propias de la 

independencia judicial, la división de poderes, constitucionalmente consagrada, se veria 

quebrantada, las tareas propias del Consejo de la Judicatura no tendrian razón de ser y una 

serie de argumentos que precisan la polémica de la facultad fiscalizadora en comento. 

l. Breves Referencias del Poder Judicial Nacional. 

1) Concepto 

Equivocadamente el Poder Judicial ha sido minimizado por algunos tratadistas hasta llegar, 

incluso, al grado de cuestionar su real naturaleza de poder estatal. A pesar de ello, con 
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independencia del sistema jurídico o político a que pertenezca, el Poder Judicial representa un 

elemento fundamental en la vida social de cada nación. 

As í, para Guillermo Cabanellas el Poder Judicial es el "conjunto de órganos jurisdiccionales a 

quien está reservada competencia para conocer y resolver en juicios y causas entre las partes. 

El vocablo a que nos referimos puede entenderse con una doble significación, como lo expone 

brillantemente el maestro emérito don Ignacio Burgoa Orihuela al señalar que son dos los 

sentidos en los que se puede emplear la locución, por un lado un orgánico que se refiere a el 

conjunto de tribunales federales o locales, por el otro el funcional que implica la función que 

estos órganos desempeñan". <103l 

Debido a su natural importancia, el Poder Judicial reviste en los textos constitucionales que 

adquirieron vigencia en la historia de nuestro nación, una completa normatividad en sus dos 

ámbitos competenciales, es decir, de acuerdo a los requerimientos propios de un sistema 

federal y conforme a la distribución vertical de la función judicial se dispone la existencia, 

organización y funcionamiento de un Poder Judicial del fuero común en cada entidad federativa 

y de un Poder Judicial del fuero u orden federal para todo el país. 

De conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal , dicho Poder, 

está integrado jerárquicamente por: 

l. Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

11. El tribunal electoral. 

111. Los tribunales colegiados de circuito. 

IV. Los tribunales unitarios de circuito. 

V. Los juzgados de distrito. 

''º3
> Citados por Carranco Zúñiga, Joel. El Poder Judicial. Editorial. Porrúa. México. 2001 . p. 8. 
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VI. El Consejo de la Judicatura Federal. 

VII. El jurado federal de ciudadanos. 

VIII. Los tribunales de los Entados y del Distrito Federal. 

2) El federalismo mexicano 

Nuestra nación desde 1824 acoge tal modelo de la Constitución Federal de los Estados Unidos 

de América. Algunos autores han argumentado que el federalismo en México "fue cosa extraña 

a nuestras instituciones políticas siendo su adopción una <<descentralización artificial del 

país». Lo cual no nos impide considerar que fue a través del federalismo como se logró la 

unidad institucional del país y aunque el desenvolvimiento ha sido precario, ha llenado una 

etapa importante de la vida nacional". (1º4
l 

Nuestro Carta Magna consagra el sistema federal en su artículo 40 al determinar que "Es 

voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, 

federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, 

pero unidos en una federación, establecida según los principios de esta ley fundamental" . 

Ahora bien, conforme a lo instituido en cualquier sistema federal se crea un método genérico de 

distribución de competencias entre el ente estatal y el federal. Así, el numeral 124 de la 

Constitución Nacional enuncia tal criterio al mencionar que: "Las facultades que no están 

expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 

reservadas a los Estados". 

<
1º4

l Serra Rojas, Andrés . Derecho Administrativo. Tomo l. Editorial. Porrúa. México. 1999. p. 
519. 
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"Esta distribución de competencia no otorga una mayor jerarquía a los órganos centrales . El 

sistema federal prevalece y se justifica constitucional y políticamente gracias al principio de 

igualdad que la Constitución establece entre órganos centrales y órganos de los Estados 

miembros. Por eso, el sistema federal debe considerarse como una institución que organiza los 

poderes públicos". <•os¡ 

Finalmente, el artículo 43 de la Constitución General señala las partes integrantes de la 

federación (entidades federativas) las cuales, revisten las siguientes notas distintivas: 

"1. Son entes autónomos, y no libres y soberanos como indica la constitución, pues ello 

implicaría ser estados o países independientes. 

2. Poseen personalidad jurídica y patrimonio propios . 

3. Cuentan con órganos de gobierno legislativo, ejecutivo y judicial. 

4. Poseen un ámbito de actuación tanto por materia como por territorio. 

5. Les corresponden todas las actividades no cedidas a la federación, ni reservadas a los 

municipios. 

6. Los órganos locales de gobierno no tienen ningún nexo jerárquico con el gobierno federal , 

directa ni indirectamente. 

7. La constitución federal les impone ciertas modalidades y limitaciones para su organización 

interior 

<
1º5

J Faya Viesca , Jacinto. Administración Pública Federal. Editorial. Porrúa. México. 1980. p. 55. 
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8. Cuentan con constitución y leyes de carácter local. 

9. Existe igualdad. para todas ellas , en cuanto a su naturaleza, derechos y obligaciones". (' 06
l 

3) Garantías de la independencia judicial 

Situarnos en las garantías y en la independencia del Poder Judicial es ubicarnos en la génesis 

misma del derecho. Desde épocas muy distantes; durante la época romana y el medievo la idea 

o concepción predominante suponía que el juez era un simple delegado o representante del 

soberano para cumplir el mandato real de administrar justicia a los súbditos. 

En la actualidad, "la vida social es un constante choque de intereses, de pasiones y en general 

de derechos. La presencia del juez revela una larga evolución de la justicia para evitar que 

cualquier persona se haga justicia por su propia mano, pues la experiencia ha demostrado que 

es más fuerte el que domina y no el que tiene mejor derecho. La misión del juez es de armonía 

social y del normal establecimiento de las relaciones humanas". (10
7

) 

De acuerdo a los principios establecidos en cualquier sociedad, las garantías de la 

independencia judicial revisten una importancia capital al representar un requisito sine qua non 

para asegurar en el marco de la división de poderes, el respeto irrestricto a los derechos 

humanos de los gobernados. 

Es importante no dejar de precisar, que tales garantías no constituyen o configuran en modo 

alguno privilegios de carácter personal, por el contrario, representan en sí mismas una 

<
106

l Martínez Morales, Rafael. Op. cit. p. 518. 
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protección a la alta función del cargo judicial y, en última instancia, un beneficio general para los 

ciudadanos. 

Asi para "la mayoría de los autores que intentan conceptualizar el sentido y el alcance de la 

independencia del P. J. recurren a dos nociones diferentes, pero en modo alguno opuestas. 

Para un primer sector, la independencia del P. J. debe definirse como «sujeción a la ley»; 

para esta concepción, independencia implica tanto como vigilancia del principio de legalidad o 

gobierno según las leyes. Un segundo sector ve la independencia desde un punto de vista 

subjetivo, calificándola como la ausencia de interferencias y de imposiciones". (1ºªl 

A grandes rasgos, las principales garantías de la independencia judicial son: 

l. Garantía funcional o de conciencia 

De carácter inminentemente subjetivo, la garantía de conciencia reviste una importancia 

fundamental para la independencia del Poder Judicial. La mencionada cláusula, consiste en la 

libertad funcional del juez, quien de acuerdo a su probidad, honradez, honestidad, mesura y 

conocimientos ejerce para individualizar la ley al momento mismo de aplicar una resolución al 

caso o asunto en particular (norma - realidad). 

11. Garantía de unidad judicial 

Se refiere a que la ejecución de la potestad jurisdiccional de individualizar y hacer cumplir las 

leyes en un litigio corresponde exclusivamente al Poder Judicial. Dicha garantía, implica la idea 

'
1º7

l Serra Rojas, Andrés . Derecho Administrativo. Tomo 11. Editorial. Porrúa. México. 1999. p. 
518. 
(ios¡ Segovia, Juan Fernando. La Independencia del Poder Judicial. Editorial. Instituto Argentino 
de Estudios Constitucionales y Políticos "Pérez Gulhou". Argentina. 1989. p. 151. 
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de unidad o monopolio judicial , la cual , dimana de la expresión misma de la división de poderes. 

A pesar de ello, "Interrumpe esta tradición la creación de tribunales administrativos residentes 

en el Poder Ejecutivo sin depender de él, como un nuevo sistema de justicia para llevar a cabo 

tal control , debido al nacimiento del célebre Consejo de Estado en Francia en el siglo XVIII". <1º9l 

Dichos tribunales "son llamados también, jurisdicciones administrativas especiales y órganos 

parajurisdiccionales { .. } a pesar de la confusión con el contencioso, son generalmente 

conocidos como tribunales de la administración". <
11

ºl 

En consecuencia, la confirmación positiva del monopolio judicial, cuenta con diversas 

excepciones. "Las principales son: 

a) escapa de la justicia ordinaria (y al monopolio judicial), el control de la responsabilidad 

política o juicio político, que queda a cargo del Congreso. 

b) para quienes aceptan su naturaleza judicial, la amnistía es una excepción al monopolio 

judicial, otorgada esta atribución al Congreso; 

c) lo mismo cabe decir del indulto, atribución exclusiva del presidente; 

d) una notable excepción a la unidad de jurisdicción la constituye el establecimiento de la 

justicia militar; 

e) finalmente, otra excepción cuya constitucionalidad , es discutida, es la de la justicia 

administrativa, igual que la delegación legislativa de facultades jurisdiccionales". <111
l 

C
109J Nava Negrete, Alfonso. Derecho Administrativo. Editorial. F.C.E. México. p. 62. 

<11
ºJ Martínez Morales, Rafael. Derecho Administrativo. Cursos 3 y 4. Editorial. Oxford . México. 

1999. p. 358. 
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111. Garantía económica 

Consiste en el derecho a una remuneración adecuada o decorosa a la alta actividad profesional 

que desempeña el juzgador. Dicha garantía, reviste una importancia trascendente como 

estímulo a la persona y, en consecuencia, a la destacada función que desempeñan los 

juzgadores. 

En el derecho constitucional positivo, la irreductibil idad de las remuneraciones de los juzgadores 

se consagra en el artículo 94 párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos al determinar que "La remuneración que perciban por sus servicios los Ministros de 

la Suprema Corte, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y los Consejeros de la 

Judicatura Federal, así como los Magistrados Electorales, no podrá ser disminuida durante su 

encargo". 

IV. Garantía de inamovilidad o estabilidad judicial en el cargo 

Dicha garantía, consiste en que la movilidad del juez no depende del arbitrio, imposición o 

injerencia de algunos de los otros dos poderes, es decir, es el derecho que tiene el juzgador a 

permanecer en su cargo y, sólo ante las circunstancias establecidas exclusivamente en la ley 

poder ser removido, suspendido, trasladado o en su caso jubilado, en consecuencia, la garantía 

en comento implica o entraña una connotación de carácter condicional. 

El artículo 94 párrafo décimo de la Constitución Federal, consagra el principio de inamovilidad al 

señalar que "Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince años, 

sólo podrán ser removidos del mismo en el término del Título Cuarto de esta Constitución y, al 

vencimiento de su período, tendrán derecho a un haber por retiro". 
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No obstante, en 1994 "la sola implementación de la llamada reforma judicial constituyó un acto 

de autoritarismo, pues se destituyó a los ministros de la Suprema Corte que estaban en 

ejercicio y además redujo su número a solo once ministros, tal como hace años se estatuía". 

(112) 

4) Teoría de la división de poderes 

La teoría de la división o separación de poderes es difundida ampliamente en el mundo por la 

publicación del libro "El Espíritu de las Leyes" (De /'esprit Des Lois) del franco Charles de 

Secondat Montesquieu. La teoría en comento, parte de la idea de que toda sociedad en la que 

exista concentración del poder en un órgano declinará en un abuso del mismo. 

Para evitar ello, Montesquieu propugna la instauración de una descomposición en vectores del 

poder estatal para crear un sistema de pesos y contrapesos entre fuerzas antitéticas, con ello, 

se forjará un equilibrio dinámico que tendrá por objetivo tutelar la libertad del ser humano frente 

a la conducta de los gobernantes. 

En el ordenamiento constitucional federal se consagra la separación de poderes en el numeral 

49, al consagrar que: 

"El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y 

Judicial. No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni 

depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al 

Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo 

<
111

> Segovia, Juan Fernando. Op. cit. p. 157. 
<

112
> Gámiz Parral, Máximo N. Derecho Constitucional y Administrativo de las Entidades 

Federativas. Editorial. UNAM. México. 1995. p. 153. 
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dispuesto en et segundo párrafo del articulo 131, se otOfgarán facultades extraOfdinarias para 

legislar". 

Pero, ¿acaso el Poder Legislativo unicamente emite normas generales de carácter obligatorio?, 

¿el Poder Ejecutivo circunscribe su actividad a administrar?, ¿el Poder Judfcial reduce sus 

tareas exclusivamente a la solución de intereses entre particulares? o ¿estaremos en presern:ia 

de un sistema rígido como el sellalado por Montesquieu? La siguiente tesis jurispf\Jdencial 

responde con claridad tales cuestionamientos. 

DIVISION DE PODERES. SISTEMA CONSTITUCIONAL DE 

CARACTER FLEXIBLE. 

~La división de poderes que consagra la Constitución Federal no 

constituye un sistema rígido e inflexible, sino que admite excepciones 

expresamente consignadas en la propia Carta Magna, mediante las 

cuales permite que el Poder Legislativo, el Poder EJecutivo o el Poder 

Judicial ejerzan funciones que, en términos generales, corresponden a la 

esfera de las atribuciones de otro poder, AsI, el articulo 109 

conslitucional otorga el ejercicio de facultades jurisdiccionales, que son 

propias del Poder Judicial, a las Cámaras que integran el Congreso de la 

Unión, en los casos de delitos oficiales cometidos por altos funcionarios 

de la Federación, y los artlculos 29 y 131 de la propia Constitución 

consagran la posibilidad de que el Poder Ejecutivo ejerza funciones 

legislativas en los casos y bajo las condiciones previstas en dichos 

numerales. Aunque el sistema de división de poderes que consagra la 

Constitución General de la República es de carácter flexible, ello no 

signifICa que tos Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial puedan, motu 
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propio, arrogarse facultades que corresponden a otro poder, ni que las 

leyes ordinarias puedan atribuir, en cualquier caso, a uno de los poderes 

en quienes se deposita el ejercicio del Supremo Poder de la Federación, 

facultades que incumben a otro poder. Para que sea válido, desde el 

punto de vista constitucional, que uno de los poderes de la Unión ejerza 

funciones propias de otro poder, es necesario, en primer lugar, que así lo 

consigne expresamente la Carta Magna o que la función respectiva sea 

estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades que le son 

exclusivas, y, en segundo lugar, que la función se ejerza únicamente en 

los casos expresamente autorizados o indispensables para hacer 

efectiva una facultad propia, puesto que es de explorado derecho que las 

reglas de excepción son de aplicación estricta". <113l 

Como se aprecia, la división de poderes carece de una aplicación rígida y mecánica como se 

estimaba en sus orígenes para adecuarse en la actualidad a las necesidades sociales. Por ello, 

no podemos hablar que la separación de poderes opere con limites inflexibles, precisos o 

tajantes . 

Por ello, la separación en comento se debe de traducir en un principio armónico de colaboración 

y distribución de labores sin que ello implique que un órgano pueda invadir, o en su caso, 

desnaturalizar la actividad preponderante de cada poder. 

En consecuencia, la división de atribuciones "todavía conserva su validez en cuanto a 

instrumento para evitar la concentración del poder de un solo órgano, ya que todavía se traduce 

<• 13
> Semanario Judicial de la Federación. Instancia: Segunda Sala. Tercera Parte 151 - 156. 

página: 117. Amparo en revisión 2606/81 . 22 de octubre de 1981 . Unanimidad de 4 votos 
NOTA: Esta tesis también aparece en: Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, 
segunda tesis relacionada con la jurisprudencia 381 . pág. 650. 
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en la distribución de atribuciones entre los diversos titulares de los propios órganos del poder a 

fin de que puedan funcionar como controladores reciprocas". '114
l 

11. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal ¿Un Ombudsman Judicial? 

1) Concepto de ombudsman judicial 

El ombudsman en su vertiente judicial es un tema que guarda una escasa literatura en nuestro 

pais . La institución juridica en comento, posee amplias facultades de intervenir ante presuntas 

violaciones de los derechos humanos derivados de una resolución de carácter judicial, ejemplos 

de ombudsman con tales características los encontramos en Suecia y Finlandia. 

Héctor Fix, señala que "con la denominación de Ombudsman Judicial se pretende designar a 

una institución de carácter genérico, protectora de los particulares frente a las autoridades 

administrativas, pero con la atribución de fiscalizar la conducta de los integrantes del Poder 

Judicial. En otras palabras, se refiere a un organismo con poderes (funciones) de fiscalización 

(y también de colaboración, aún cuando estas últimas no hayan sido plenamente 

comprendidas) con los jueces y tribunales, todo ello en beneficio de los justiciables e, 

indirectamente, del mismo Poder Judicial". '115
l 

2) Origen 

El ombudsman en su modalidad judicial surge en Europa, concretamente en Suecia, nación en 

la que dicha institución ejerce una amplia vigilancia de los tribunales tanto administrativos como 

<
11

• 1 Fix Zamudio, Héctor. Breves Reflexiones sobre la Defensa Constitucional en México. 
Editorial. CNDH. México. 1993. p. 333. 

121 



judiciales. El campo de acción de la actual institución sueca se configuró de manera más 

precisa después de algunas modificaciones introducidas en 1981 a la Ley de Instrucción para 

los Ombudsman Parlamentarios de 1975. (11 6
' 

Así, el ombudsman en Suecia constituye en nuestros días un cuerpo colegiado conformado por 

cuatro ombudsman. el primero de ellos, funge como titular de la institución en su conjunto, 

haciéndose cargo de las principales cuestiones relacionadas con la administración local y de la 

publicidad de los documentos públicos. 

Por su parte, el segundo ombudsman (el denominado judicial) le corresponde conocer sobre la 

supervisión de la administración de los tribunales superiores, los cuerpos policiacos, los asuntos 

relacionados con el ámbito del ombudsman parlamentario y las misivas que contengan una 

solicitud o petición poco clara. 

El tercer ombudsman, se encarga de las fuerzas armadas, es decir, del servicio nacional fuera 

de combate y de otros casos relacionados con el ministerio de defensa. Por último, el cuarto 

fiscaliza los ámbitos impositivos y de seguridad social. 

Pero, ¿qué acontece con la fiscalización ejercida por el ombudsman judicial a los tribunales?, 

un juez sueco expresó: "Hemos crecido en este sistema. Ninguno de nosotros ha conocido otro. 

Estamos acostumbrados al concepto que supone el Ombudsman. Si nos topáramos con él por 

primera vez tal vez nos haría sentir incómodos. Pero, tal como están las cosas, dudo que 

cualquier juez sueco piense que pierde algo de su independencia cuando el Ombudsman 

inspecciona su trabajo". (117
) 

' "
5
J Fix Zamudio, Héctor. Algunas Reflexiones sobre el Ombudsman y el Poder Judicial en 

México en Ombudsman Judicial. Editorial. CNDH. México. 1993. p. 191 . 
<
116

> Consultada en Maiorano, Jorge Luis. El Ombudsman. Defensor del Pueblo y de las 
Instituciones Republicanas . Op. cit. p. 1130. 
<

11 1
> Gellhorn Walter citado por Carpizo. Derechos Humanos y Ombudsman. Op. cit. p. 58 . 
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3) ¿Por qué se justifica un ombudsman con tales características? 

El 23 de junio de 1993, la Comisión Nacional de Derechos Humanos organizó la "Conferencia 

Internacional sobre el Ombudsman Judicial" en la que se analizó, con profundidad, la relación 

entre el ombudsman y el Poder Judicial conforme a la experiencia de los países representados 

en dicha Conferencia. <11ªl 

Del estudio de las ponencias, podemos precisar los motivos que justifican la existencia del 

ombudsman en su modalidad judicial, por ejemplo: 

l. El notable y rápido crecimiento de la carga de trabajo del Poder Judicial propicia que los 

procedimientos se caractericen en la mayoría de los casos por su lentitud. 

11. Resulta excesivo el costo para los particulares seguir la substanciación de un juicio. 

111. La falta de certidumbre o confianza de los ciudadanos en los órganos de impartición de 

justicia. 

Ante ello, los partidarios del ombudsman judicial esgrimen diferentes argumentos en defensa de 

la implementación de dicha figura jurídica, los cuales, podemos agrupar de la siguiente manera: 

l. El ombudsman judicial jamás podrá ser conceptualizado como un estorbo de la acción judicial, 

por el contrario, su función es de naturaleza conciliadora, de colaboración o complementación y 

nunca como duplicador de funciones . 

<
118l Véase. Comisión Nacional de Derechos Humanos. El Ombudsman Judicial. Editorial CNDH. 

México. 1993. 
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11. Para el ciudadano común, el ombudsman judicial representa una institución cercana a su 

realidad, por ello, la fiscalización independiente o ajena que realiza de lOS lIibunales connota su 

amplia con fiabilidad e imparcialidad, 

111. La mejor garanUa con la que cuenta el Poder Judicial para no ver afectada su independencia 

es la naturaleza misma de las recomendaciones, porque éstas, son meras sugerencias éticas 

sin caracter vinculatorio, es decif, se encuentran desprovistas de obligatoriedad para quienes va 

dirigida, por ende, no obliga a nadie para su cumplimiento el juez podrá determinar si la toma o 

no, en última iflstancia, será la autoridad judicial quien decidirá su validez en el ámbito de las 

labores propias de su encargo. 

IV. En los sistemas jurídicos en donde se na implementado un ombudsman en dicha modalidad 

la independencia y la autooomla del Poder Judicial se encuentra plenamente garantizada. 

4) ¿Es la COHOF un ombudsman judicial? 

Para responder tal interrogante es necesario precisar previamente la manera en que opera en la 

práctica la fiscalización del ombudsman judicial ante los tribunales. Dicha función, se centra 

principalmente en dos aspectos a) respecto de la conducta y resoluciones de los juzgadores b) 

con relación a la legitimidad procesal del ombudsman para interponer o substanciar instancias 

judiciales. 

Así, el ombudsman judicial sueco cuenta con la facultad de supervisar a los miembros de la 

Suprema Corte de Justicia y la Suprema Corte Administrativa, además ejerce una amplia 

supervisión de los jueces inferiores a quienes puede criticar por lodas las resoluciones que 

emitan, a su vez, este tipo de ombudsman frecuentemente practica visitas a los tribunales con 

el objetivo de fiscalizar o supervisar el buen funcionamiento de los mismos, las conclusiones a 
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las que llegan sus inspecciones lo han llevado incluso, a sugerir reformas legislativas en la 

materia. 

El ombudsman en dicha modalidad cuenta con una amplia legitimación procesal para interponer 

o promover ciertas instancias judiciales tendientes a una protección más completa de los 

derechos fundamentales, por ejemplo, en caso que el ombudsman considere que una 

disposición legal es violatoria de los derechos humanos de los particulares puede ejercer ante 

ella acción de inconstitucional para que sea declarada como nula. 

A su vez, el ombudsman puede ejercer acción penal de manera directa e imponer multas a los 

funcionarios, la Ley de Instrucción para los ombudsman Parlamentarios de i975 señala en su 

artículo décimo "los Ombudsman deben adoptar las medidas de investigación necesarias para 

el examen de las demandas y otros asuntos. Las autoridades y funcionarios deben de dar a los 

ombudsman la información y asistencia que ellos soliciten. Los ombudsman pueden imponer 

una sanción que pueda elevarse hasta un limite de 1,000 coronas, en apoyo de sus peticiones 

de explicaciones o de información". <119
l 

Conforme a lo expuesto, ¿será la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal un 

ombudsman judicial al tener competencia sólo para intervenir ante presuntas violaciones a los 

derechos fundamentales de los gobernados por resoluciones administrativas emanadas durante 

la substanciación de un procedimiento judicial?. 

La respuesta es no, el ombudsman capitalino carece de las amplias facultades de fiscalización 

de la función judicial como las ejercidas por los ombudsman de Suecia y Finlandia, la Comisión 

distrital tampoco ostenta la característica legitimación procesal con la que cuentan los 

ombudsman citados. 

<
119

> Aguilar. El Defensor del Ciudadano (Ombudsman). Op. cit. p. 30. 
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El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal 

1) Denominación y objeto 

Corresponde el turno de analizar al Consejo de la Judicatura del Distrito Federal como 

verdadero medio administrativo de control de los órganos judiciales en la capital del pais. 

Así, tenemos que existen diversas denominaciones para designar a dicho cuerpo u órgano 

colegiado, como por ejemplo, en otras naciones es llamado consejo de la magistratura, consejo 

supremo judicial, consejo judicial entre otras denominaciones. 

"Al revisar los antecedentes del texto constitucional se aprecia que el vocablo "judicatura" no 

había sido utilizado comúnmente por nuestra Carta Magna, sino hasta la reforma de diciembre 

de 1994 cuando se incorpora al texto constitucional. 

La raiz etimológica de la expresión judicatura probablemente provenga del latín medieval 

"iudicatura-ae", derivado del "uidicatus-us" calidad del juez". <
120

l 

Así, siendo el sábado 31 de diciembre de 1994 es publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el decreto constitucional por el cual se crea el Consejo de la Judicatura del Distrito 

Federal. 

Por lo que respecta a las atribuciones constitucionales y legales de dicha institución, se 

encuentran determinadas en la fracción 11 de la Base Cuarta del artículo 122 constitucional y en 

la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, estableciendo 

(llOJ Carranca. Op. cit. p. 9. 
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expresamente en ambos ordenamientos, la administración, vigilancia y disciplina de los órganos 

judiciales Que integran la impartición de justicia en la Ciudad de México. 

2) Integración y funcionamIento 

Las facultades indicadas se ejercen a través de: a) el pleno del Consejo. b) el presidente, el las 

comisiones del Consejo d) los consejeros e) la secretaria general y f) la coordinación 

administrativa. ( art. 6 RICJDF) 

1. Pleno. El requisito illdispensable para Que el Consejo sesione en pleno es que por lo menos 

estén presentes cinco de sus consejeros. El pleno del Consejo, sesionará en forma ordinaria 

(por lo menos cada 15 dias) o extraordinaria (convocada por su presidente o por lo menos dos 

consejeros). 

Dichas reuniones de trabajo estaran presididas por el titular del Consejo (el presidente del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal) siendo éstas generalmente privadas y 

excepcionalmente públicas dependiendo de la naturaleza del asunto a tratar; para la validez de 

las reuniones, es necesario la presencia de por lo menos cinco consejeros y del presklente o de 

Quien lo supla. (arts. 21 y24. RICJDF) 

ti. Presidente. Las principales atribuciones del ¡itutar det Consejo de la Judicatura son la 

representación legal de dicho organismo, la práctica de visitas administrativas de inspección a 

las satas y juzgados, presidir el pleno y sus comisiones asl como dar trámite a los asuntos del 

cuerpo colegiado en comento. (art. 202 LOTSJDF) 
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111. Comisiones. Para que dicho cuerpo colegiado actúe mediante comisiones. es necesario 

que el pleno faculte a uno o más de sus consejeros para realizar algún encargo o encomienda 

inherente a las funciones propias del Consejo. 

las citadas comisiones, podrán tener el carácter de permanentes o transitorias, con facultades 

decisorias o de instrumentación. (art. 9 RICJDF) 

tV. Consejeros. El Consejo de la Judicatura local, conforme a un principio de pluralidad, estara 

inlegrado por siete consejeros, a saber: 1. el titular del Tribunal Superior de Justicia local. U. un 

magistrado. lit . un juez de primera instancia IV. un juez de paz. IV. dos consejeros nombrados 

por la Asamblea legislativa y VI. uno designado por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

(art.196l0TSJDF) 

Los consejeros. permanecerán en su encargo cinco anos y gozarán de las garantias propias de 

función administrativa que desempenan, serán sustituidos, de manera escalonada y sin 

posibilidad de reelección alguna. 

A los citados funcionarios, se les asignaran semanalmente las quejas por orden alfabético, de 

manera equitativa, por el número de expediente y de forma progresiva para su debida 

tramitación y su respectiva resolución. (art. 197 LOTSJOF) 

Conforme a los principios de Independencia e imparcialidad que rigen las funciones propias del 

Consejo de la Judicatura, la Ley Orgánica del Tribunal Superiof de Justicia del Distrito Federal 

senala en su numeral 198 ciertas limitantes aplicables a los consejeros al determinar que tales 

funcionariOS "no podrán, dentro de los dos anos siguientes a la fecha de su retiro. actuar como 

patrono abogados o representantes en cualquier proceso ante los órganos judiciales del Distrito 

Federal. 
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NO podrán ser consejeros las personas que hayan ocupado el cargo de Jefe de Gobierno del 

Distrito Federal, Secretario General, Procurador General de Justicia, o Represenlante a la 

Asamblea del Dislrito Federal, durante el ano previo al dia de la designación". 

V. Secretaria General. El titular de la orlCina dirigira las funciones de la misma confOfme a las 

instrucciones que por acuerdo del Consejo le sean comunicadas. La Secretaria en comento, se 

encuentra conformada con un mlnimo de tres secretarios auxiliares y dos secretarios actuarios 

ademas del personal de apoyo necesario. 

Dentro de tas principales funciones de la Secretaria General se encuentran autorizar y dar fe a 

los actos del pleno, del presidente y de los consejeros asl como intervenir en la tramitación de 

los procedimientos administrativos disciplinarlos y el asentamiento en los expedientes de las 

certificaciones que le sean requeridas. (art. 35 RICJDF) 

VI. Coordinación. Conforme al artIculo 38 del RICJDF le corresponde a dicha unidad 

"desempenar las funciones administrativas relacionadas con la planeación, programación, 

organización, dirección, cOfltrol y manejo de los recursos humanos, financieros, materiales, de 

informalica y de toda ¡ndole, Que tengan por objeto propotcionar los servicios necesarios para el 

óptimo funcionamiento del Consejo, conforme al presupuesto respectivo y a los lineamientos 

fijados por el Pleno·. 

En tanto, el numeral 201 fracción XI de la lOTSJOF determina la facu ltad de control y vigilancia 

del Consejo de la Judicatura ante las Salas y Juzgados judiciales mediante la ejec0ci60 de 

visitas administrativas de inspección cada tres meses, las que se desarrollarán de la siguiente 

manera: 
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l. El pleno dictaminará una visita de inspección ordinaria, al tener noticia de haberse cometido 

alguna presunta falta administrativa en et Tribuna! Superior de Justicia o en el propio Consejo 

de la Judicatura, 

11. El visitador, infOffllará al titular de la Sala o Juzgado en donde se practicará la visita para que 

se establezca el aviso en los respectivos estrados, con una anticipación no menor de 15 dias, 

con el objeto de recabar al momento de la visita quejas y denuncias por parte de las personas 

que hayan sufrido una presunta afectación a sus derechos. Dicho aviso, podré omitirse 

tratándose de recabar un medio de prueba dentro de la substanciación de una queja 

administrativa o de un procedimiento ofICioso. 

UI. Tanto la persona con la que se entienda la diligencia como el personal que labore en el area 

de inspección estaran obligados a otorgar las facilidades necesarias para practicar la inspección 

administrativa que ha sido ordenada, en caso contrario, se hará del conocimiento del pleno del 

Consejo de la Judicatura. 

IV. En la elaboración del acta de visita se asentará: 1. fecha y lugar en la que se elabora. 2. 

nombre y apellidos de la persona con quien se entiende la visita. 3. las irregularidades que se 

perciban. 4. hora en que inicia y concluye la visita y las fmnas tanto del visitador y de la persona 

con quien se entendió la diligencia, en caso de negativa para firmar el acta en comento, se 

asentará tal situación en el acta respectiva y se recabará, en consecuencia, la firma de dos 

testigos de asistefICia. 

V. En caso de visitas generales se verificarán los libros y registros, para posteriormente, 

establecer las observaciones del visitador, y en su caso, las que desee asentar la persona con 

la que se entienda la inspección. 

130 



A su vez. el procedimiento administrativo de queja se encuenlfa establecido para determinar la 

responsabilidad en que incurran los servidores públicos de la administración pública del 

Consejo de la JudiCatura y del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

Tales quejas, serán recibidas y tumadas para su debida integración por Ofden alfabético 

equitativamente y mediante el númefo de expediente y en forma progresiva a cada consejero, 

ya sea, para su resolución o para la elabofación del proyecto respectivo. 

Es importante, Pfecisar que para la debida aceptación y tramitación de la queja es necesario 

que verse la materia de la misma sobre aspectos de caracter administrativo y nunca de 

naturaleza jurisdiccional. 

El articulo 280 de la LOTSJDF determina que tienen "acción para denunciar la comisión de 

faltas de los servidOfes públicos de la administración de justiCia del Distrito Federal: 

l. las partes en el juicio en que se cometieren; 

u. l as personas o corporaciones a quienes se les haya desconocido esa calidad en los casos 

de la fracción V del artIculo 288 de esta Ley. 

111. los abogados patronos de los litigantes en los casos de responsabilidades provenientes de 

hechos u omisiones cometidas en el juicio que patrocinen, siempre que tengan titulo legalmente 

expedido y registro en la Dirección General de Profesiones: 

IV. El Ministerio Público en los negocios en que intervenga: 

v . Los Jueces de lo Familiar en los negocios de su competencia o en aquellos relacionados 

directamente con los mismos o que afecten los intereses de los incapaces: y 
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VI. léls élsociélciooes de abogados regislréldas previamente en el Tribunal Superior de Justicia". 

En tanto, el precepto 199 fracción VI de la l OTSJDF senala las fOflTlalidades que deberán de 

revestir las resoluciones decretadas poi" el Consejo de la Judicatura, las cuales, tendrán que 

constar en acta y estar firmadas poi" los consejeros que intefVinieron en ella y ante la presencia 

del secretario del consejo quien dará le. 

Finalmente, se precisa que ningún consejero podrá abstenerse de votar sino cuando tengan 

impedimento legéll o no hélyon estado presentes durante la discusi6n del asunto a decidir. 

3) De sus facultades 

El articulo 201 de la ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 

específICa las facultades del Consejo de la Judicatura local, las cuales, podemos agrupartas 

principalmente en tres categorlas: 

a. De organización administrativa 

1. Mediante la emisión de acuerdos generales el Consejo de la Judicatura fijará los lineamientos 

conforme los cuales se cumplan efICazmente sus funciones. ( t ) 

2. Con el objetivo prioritario de mejorar léI impartición de Justicia en la Ciudad de México, el 

Consejo elaborará su propio presupuesto y el de todos los órganos judiciales de jurisdicción 

local. ( IX) 

3. Conceder u otorgar tas licencias que proce<1an por causa justificada de hasta tres meses sin 

percepción de sueldo. ( XVII) 
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4. Establecer anualmente, los modelos de esqueletos que se utilizaran en los Juzgados de Paz, 

asi como sUpefVisar la impresión y distribución de los mismos. ( XVIII) 

5. Fijar el monto respectivo que por razón de cuantia deberán de conocer los Juzgados Civiles 

de Paz. ( XIX) 

6. Por medio de la comisión, que para el efecto se conforme, ejercer las facultades 

administrativas relacionadas con el manejo de los re<;ursos de toda lfldole que correspondan al 

propio Consejo de la Judicatura y a los órganos judiciales locales. ( XX ) 

7. Elaborar y divulgar la información estadística relevante para fines informativos, o bien para el 

seguimiento, control y evaluación de los asuntos, determinando las modalidades de acceso a la 

misma. ( XXI ) 

8. Establecer las medidas oportunas para la organización y funcionamiento de la Ofldalia de 

Partes. ( XXII) 

9. Fijar las directrices generales de las condiciones de trabajo de los servidores públicos 

judiciales de base. (XVI ) 

10. Velar para el debido cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas 

relaCionadas con los activos y demás recursos materiales a su cargo. ( X ) 

b, Designación 

11. Autorizar a las personas que ejercerán los cargos de auxiliares de la administración de 

justicia. (XXII I) 
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12. Designar al Director del Archivo Judicial del Distrito Federal, Direclor de la Oficina de los 

AIlales de Jurisprudencia y Boletín Judicial, Jefe de la Unidad de Trabajo Social, Titular de la 

Bibl ioteca, y Director de la Oficialia de Partes Comun. ( XIV) 

13. Nombrar a un Secretario General, para otorgar fe a los acuerdos adoptados en las sesiones 

así como al personal técnico y de apoyo. (XIII ) 

14. Designar a los jueces locales asi como fijar la adscripción de jueces y magistrados. ( 111 ) 

15. Emitir su opinión respecto a las designaciones y ratifICaCiones de magistrados realizadas 

por el Jefe de Gobiemo del Distrito Federal. ( 11 ) 

16. Nombrar al Jurado Que se integrará para el examen Que sustenten los aspirantes a 

desemper'lar los cargos de peritos en los asuntos Que se tramiten ante el Tribunal Superior de 

Justicia. ( XIII ) 

17. Designar a los servidores publicos judiciales de base y de confianza, cuyo nombramienlo no 

se encuentre reservada a la autoridad judicial. ( XV ) 

c. Disciplina 'J vigilancia 

18, Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones sobre la carrera judicial, asl como otorgar su 

aprobación a los planes y programas del Instituto de Estudios Judiciales. (V ) 

19. Ya sea por si, o mediante solicitud del pleno del Tribunal Superior de Justicia, el Consejo 

resolverá sobre la remoción de jueces 'J magislrados. ( IV ) 
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20. Ordenar, por medio del titular del Consejo de la Judicatura, cuando se haya ejercido acción 

penal en contra de un magistrado o juez en el ejercicio de su cargo O con motivo de éste, que 

sea puesto a disposición del juez que conozca del asunto, En su caso, el Consejo podrá 

establecer las medidas caulelares necesarias para evitar que el inculpado se sustraiga a la 

acción de la justicia. ( VII ) 

21 . Solicitar a los inlegrantes del Coosejo de la Juóicatura el cabal cumplimiento de sus 

obligaciones y en su caso fincar la responsabilidad en que incurran ante la falta de observancia 

de los mismos. (VIII) 

22. FiscalÍZar el adecuado funcionamiento de salas y juzgados mediante la realización de visitas 

administrativas ordinarias. ( XI ) 

23_ Conocer y substanciar las quejas que no sean de carácter jurisdiccional presentadas en 

contra de actos u omisiones de magistrados, jueces, miembros del propio Coosejo de la 

Judicatura y demás servidores públicos y. en su caso. imponer la medida disciplinaria 

correspoodienle. (VI) 

4) Relaciones entre el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal y la CDHDF 

Llega el momento de analizar las relaciooes que guardan el Coosejo de la Judicatura y la 

ComisiÓfl de Derechos Humanos del Distrito Federal a partir de 1994. ano en el se creó el 

órgano administrativo de control intemo de la función judicial local. Cooforme a la investigación 

realizada, de los últimos cinco infonnes de labores de la CDHOF de (1996 · 2000) se desprende 

que se iniciaron a instancia del ombudsman capitalino 120 procedimientos administrativos ante 

el Coosejo de la Judicatura del Distrito Federal, la califJcación y distribución de los mismos por 

ano es el siguiente: 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO FEDERAL 

Año 1996 1997 1998 1999 2000 

Resolución absolutoria 18 9 2 2 2 

Acuerdo de improcedencia 18 5 O 3 7 

Resolución condenatoria 24 4 4 2 2 

En trámite 5 5 4 3 

Total 65 19 11 11 14 

Es común, que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal al emitir una 

recomendación en la materia, solicite al Consejo de la Judicatura local iniciar el procedimiento 

administrativo en contra de los funcionarios a los que se refiere en la recomendación . Resulta 

interesante destacar, conforme a los datos obtenidos, que los procedimientos disciplinarios 

solicitados por el ombudsman capitalino al Consejo de la Judicatura cuentan con una escasa 

efectividad, la cual, es del 35. 29%. 

IV. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y la Función Judicial Local 

1) Fundamentación jurídica 

La facultad que detenta el ombudsman capitalino para intervenir ante presuntas violaciones a 

los derechos fundamentales de los gobernados por resoluciones administrativas emanadas 
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durante la substanciación de un procedimiento judicial tiene su fundamento en el artículo 102 

apartado B párrafo primero de la Constitución Política los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

sei'lara: 

"El Congreso de la Unión y las legislaturas de las enlidades federativas, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los derechos humanos 

que ampara el Ofden juridico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u 

omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, 

con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos", 

El criterio expuesto determina que la Comisión Nacional de Derechos Humanos y sus similares 

estatales no podrán cooocer de asuntos de naturaleza jurisdiccional pero, los organismos 

locales si tendrán competencia con relación a los asuntos de naturaleza administrativa del 

Poder Judicial de las entidades federativas, 

En tanto, el artíctJlo tercero de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

determina: 

"La Comisión de Derechos Humanos del Disl1ito Federal conocerá de quejas y denuncias por 

presuntas violaciones a los derechos humanos cuando éstas fueren imputadas a cualquier 

autOfklad o servk!or público que desempetle un empleo-, cargo o comisión en la administración 

pública del Distrito Federal o en los órganos de prQClJración y de impartición de justicia que 

ejerzan jurisdicción local en el Distrito Federa'", 

A su vez, el numeral 18 de la misma Ley establece: "La Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal !lO podrá conocer de ros casos concemientes a: 11, Resoluciones de carácter 

jurisdiccional", 
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Ahora bien, conforme al articulo 19 LCDHDF se debera de enlender por resoluciones de 

caracter jurisdiccional: 

"1.- Las sentencias o laudos definilivos que concluyan la instancia. 

11.- Las sentencias inter1ocutorias que emitan durante el proceso. 

111.- Los autos y acuerdos dictados por el Juez o por el personal del Juzgado o tribunal u órgano 

de impartición de juslicia, para cuya expedición se haya realizado una valoración y 

determinación jurídica o legat, y 

IV.- En materia administrativa, los analogos señalados en las fracciooes anteriores. 

Todos los demas actos u omisiones procedimenlales diferentes a los señalados en las 

fracciones anteriores, serán considerados con el carActer de administrativos yen consecuencia 

susceptibles de ser reclamados ante la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. La 

Comisión por ningún motivo podra examinar cuestiones jurisdiccionales de fondo·, 

Es evidente uno de los problemas a los que se enfrenta el ombuósman capitalino y sus 

similares de las entidades federativas son las constantes fricciones con los órganos de 

impartición de justicia por la falta de una delimitación que determine con precisión qué se debe 

de entender por un acto jurisdiccional de fondo y qué por un acto meramente administrativo. 

En particular, la Exposición de Motivos para la creación de la Ley de la Comisión de Oerechos 

Humanos del Oistrito Federal dicta, a criterio del legislador local, la distinción entre los actos 

administrativos y las resoluciones jurisdiccionales de fondo, "entendiéndose por éstas las que 

materialmente resuelven controversias aplicando ta ley a casos concretos o que implican una 

138 



valoración y determinación jurídica o legal , con independencia de la naturaleza y de la materia 

de competencia del órgano que las dicte". 

Sin embargo, a pesar del cuidado con la que se ha tratado de delimitar el campo de acción del 

ombudsman capitalino con relación a la actividad administrativa del Poder Judicial local, aún no 

existe una delimitación que goce de un consenso generalmente aceptado. En todo caso, es 

preciso señalar que dicha distinción debería provenir del propio Poder Judicial. 

En España, un debate muy similar se presentó ante los constantes roces entre el Poder Judicial 

y el Defensor del Pueblo ante la falta de un acuerdo generalizado sobre la división estricta entre 

la actividad administrativa y la jurisdiccional de los tribunales. 

Ante dicha discusión, el propio Consejo General del Poder Judicial español en su Memoria 1984 

referente a las relaciones establecidas con el Defensor del Pueblo manifestó: "La Ley Orgánica 

del Defensor del Pueblo y su reglamento, fieles al principio constitucional de independencia del 

Poder Judicial, ha cuidado [ .. ] de evitar una injerencia atentatoria a esa independencia que se 

efectuaría si se equipara a la administración de justicia a otras administraciones públicas en sus 

relaciones con el Defensor del Pueblo lo que, en definitiva, se traduciría en una intervención [ .. ] 

en el Poder Judicial. Así pues, el Poder Judicial tiene un tratamiento privilegiado de inmunidad o 

exención frente al Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo no "supervisa" la administración 

de justicia". '121
> 

¿Acaso no seria deseable considerar la experiencia positiva que aportan otras naciones en este 

sentido? Consideramos que si, ya que de este modo evitaríamos caer en constantes 

'
12 1

> Gil - Robles y Gil - Delgado, Alvaro. La Aportación de la Institución del Defensor del Pueblo 
al Mejor Funcionamiento de la Administración de Justicia. en Ombudsman Judicial. CNDH. 
México. 1993. p. 95. 
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controversias que traen como consecuencia crear un estado de incertidumbre jurídica al 

ciudadano común. 

Una solución alternativa la proporciona Carlos Hidalgo Riestra, presidente de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos de Jalisco al establecer "como principal tesis que las comisiones 

de derechos humanos deben intervenir para señalar los desvíos de autoridad que se cometan, y 

no sobre aquellos actos jurisdiccionales o administrativos que están regulados en normas 

expresas y cuya inobservancia puede combatirse mediante los recursos conducentes o a través 

del Juicio de Amparo. En base a lo anterior, formula las siguentes conclusiones: 

1.- El ombudsman no puede intervenir en cuestiones jurisdiccionales de los Poderes Judiciales 

estatales, porque lo excluye expresamente el artículo 102 apartado B) del Pacto Federal. 

2.- Resulta ajeno al acto administrativo, toda aquella pretensión o toda conducta omisiva del 

personal del Poder Estatal Judicial, en tanto que esos actos u omisiones no sean consecuentes 

con el antecedente, el motivo, el trámite y el fin del proceso. 

3.- El Ombudsman no debe intervenir a propósito de actos jurisdiccionales ni de los verdaderos 

administrativos". (122l 

a) Antecedentes de la facultad de fiscalización administrativa del poder judicial por parte 

del ombudsman en el ámbito federal 

La facultad que ostenta la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal con relación a 

los tribunales tiene como antecedente inmediato la atribución que detentaba la Comisión 

<
122

> Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. Derechos Humanos y Justicia 
Penal. Editorial. CDHEM. México. 1994. p. 20. 
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Nacional de Derechos Humanos (y que de cierto modo prevalece en el ámbito local) con 

relación al Poder Judicial de la Federación. 

Analicemos el antecedente en comento, antes de la constitucionalización de la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos en 1992, el Reglamento Interno de la institución federal 

señalaba como limitación a su competencia intervenir "en sentencias definitivas y en aspectos 

jurisdiccionales de fondo" (art. 4) fincada en dicha disposición, el ombudsman nacional formuló 

y dirigió diversas recomendaciones al Poder Judicial. 

La reacción de los jueces no se hizo esperar, muchos de ellos se opusieron en reiteradas 

ocasiones a contestar o cumplir con las recomendaciones emitidas por el ombudsmari nacional, 

el presidente de la CNDH Jorge Carpizo señaló: 

"No puede negarse que aún existen autoridades insuficientemente comprensivas a la causa de 

los Derechos Humanos { .. } como sucede con algunos jueces que alegan que por no ser la 

Comisión parte en el juicio, no se le entregan copias de los documentos que solicita". (123
l 

A pesar de la exhortación las fricciones continuaron, ante ello, el titular de la Comisión Nacional 

manifestó: 

"Existen algunos miembros de los poderes judiciales { .. } que no nos auxilian proporcionándonos 

la información que nos es indispensable para poder cumplir con nuestras funciones. Sus 

argumentos van desde que no es su obligación hasta que la Comisión Nacional no es parte en 

el proceso; pareceria que ignoran qué es un Ombudsman y que no les interesa la estricta 

<
123

J CNDH. Seis Años de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en Voz de sus 
Presidentes. Editorial. CNDH. México. 1996. p. 16. 
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aplicación de la ley. Esos juzgadores no están cumpliendo con sus responsabilidades y están 

dificultando que esta Comisión Nacional lleve a cabo las que le corresponden". 1124
l 

Posteriormente, al momento de constitucionalizar al sistema no jurisdiccional de protección de 

los derechos humanos, se estableció en la Constitución Federal que dichos organismos 

"conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes 

de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la 

Federación, que violen estos derechos". 

Pero he aquí la doble vertiente, el organismo nacional encuentra vedada su competencia para 

supervisar los actos y resoluciones administrativas del Poder Judicial de la Federación. Pero, 

los organismos estatales conservan la citada facultad con relación a la función judicial local , lo 

interesante de ello, se finca en que la señalada competencia es compartida en "segunda 

instancia" con la Comisión Nacional de Derechos Humanos mediante la potestad revisora del 

organismo federal sustentada en el recurso de queja y de impugnación y por la denominada 

"facultad de atracción" artículos 56, 60 y 61 de la LCNDH, respectivamente. 

El artículo 8 LCNDH reafirma tal aseveración al determinar que "En los términos de esta ley, 

sólo podrán admitirse o conocerse quejas o inconformidades contra actos u omisiones de 

autoridades judiciales, salvo las de carácter federal, cuando dichos actos u omisiones tengan 

carácter administrativo. La Comisión Nacional por ningún motivo podrá examinar cuestiones 

jurisdiccionales de fondo". 

Diversos comentarios se suscitaron en contra de la referida disposición connotándola de 

discriminatoria de la función judicial local, incluso, se continuó con reticencia a coadyuvar con la 

<12•) /bid. p. 36. 
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Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el ombudsman nacional, Jorge Madrazo Cuellar 

afirmó: 

"Es de lamentar que sea precisamente en el área de los poderes judiciales del fuero común 

donde la Comisión Nacional haya encontrado resistencia a su trabajo. Enfáticamente 

declaramos que así como la Comisión nunca ha intervenido en asuntos jurisdiccionales de 

fondo, porque cree y respeta este límite constitucional, así tampoco declinará, ni un ápice la 

facultad que la Ley le confiere para conocer de asuntos administrativos y de procedimiento de 

dichos órganos judiciales de las Entidades Federativas". 11251 

Pero, ¿cuáles son los argumentos que fundamentan la exclusión de la competencia del 

ombudsman nacional en los actos administrativos del Poder Judicial de la Federación, cuando 

dicha situación no acontece con los organismos protectores de los derechos humanos en el 

ámbito local?. 

Jorge Carpizo Macgregor nos explica que "realmente dicha exclusión se debe a que el Poder 

Judicial Federal así se lo solicitó expresamente al presidente de la República, manifestando los 

siguientes argumentos: 

a) Que en México, el Poder Judicial Federal tiene una doble vertiente: como poder de la 

Federación y como Poder del Estado federal, al po~eer la facultad de interpretar la constitución 

en última instancia, y por ello se encuentra jerárquicamente encima de los tres poderes de la 

Federación; que, en consecuencia, ningún órgano le puede indicar cómo actuar, aunque sólo se 

trate de recomendaciones; 

( !Zl ) /bid. p. 45. 
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b) Que el Poder Judicial Federal tiene sus propios órganos de control, ya que la conducta de los 

jueces y magistrados, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en su 

artículo 12, fracciones XXXIV y XXXV, se encuentra bajo la vigilancia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación; 

c) Que el régimen de inspección por parte de los ministros es ya de por sí una especie de 

Ombudsman judicial que se encuentra dentro de ese propio poder". <126
> 

La petición del Poder Judicial de la Federación fue considerada en la exposición de motivos del 

proyecto del titular del Poder Ejecutivo al determinar: 

"Por lo que hace a las cuestiones jurisdiccionales, la razón es que debe respetarse 

estrictamente la independencia del Poder Judicial Federal como la mayor garantía de la 

vigencia de nuestro Estado de Derecho, las instituciones de Derechos Humanos, reiteramos, no 

pueden suplir o sustituir en modo alguno a los órganos encargados de la impartición de justicia, 

en cualesquiera de sus respectivas jurisdicciones". <
121

> 

b) La situación particular del ombudsman capitalino 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal franqueó por una situación comparable 

a la experimentada por su similar nacional lo que motivo que el ombudsman local declarará 

durante su primer informe anual de labores: "Pero no todo ha sido apoyo { .. } hemos encontrado 

una inexplicable renuencia en el Poder Judicial. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal no desistirá de ejercer plenamente sus atribuciones constitucionales y legales en 

C
126

> Carpizo. Derechos Humanos y Ombudsman. Op. cit. pp. 95 - 96. 

<
121> H. Cámara de Diputados. LV Legislatura. Crónica de la Reforma al Artículo 102 

Constitucional. Editorial. Instituto de Investigaciones Legislativas. México. 1992. p. 33. 
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materia de violaciones a derechos humanos cometidas por los órganos de impartición de 

justicia en los términos que establece nuestra Ley". '12
ªl 

Durante el mismo acto y con motivo del incumplimiento de la recomendación 1 O / 94 dirigida al 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, el ombudsman capitalino, Luis de la Barreda 

Solórzano declaró: "La CDHDF sí tiene competencia para conocer e intervenir en casos 

violatorios a los derechos humanos en los ámbitos administrativo y procedimental del Poder 

Judicial en esta entidad, lo cual encuentra su fundamento en el articulo 102, apartado B, de la 

Constitución y en el 6 de la Ley que rige a la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal". '129
l 

e) Análisis de la problemática toral de su origen 

Ciertamente, las relaciones entre el Poder Judicial (en sus dos vertientes) y los organismos 

protectores de los derechos humanos no han sido fáciles pero ¿por qué la razón de ello?, ¿por 

qué al ombudsman en nuestro país se le cuestiona constantemente su facultad de supervisar la 

función administrativa del Poder Judicial cuando en otras naciones al parecer no existe dicha 

situación?. 

Como lo hemos señalado, el ombudsman es una institución meramente sueca que fue 

incorporada como tal en la constitución de aquel país en 1809, pero de la que existen 

antecedentes desde el siglo XVI con la figura del Gran "Senescal" quien contaba con la 

atribución de denunciar ante el monarca las anomalías que se presentaran en la administración 

judicial. 

<
12ª' Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Primer Informe de Labores. 1993 -
1994. Editorial. CDHDF. México. 1994. p. 3. 

<
129J /bid. p. 6. 
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Más de un siglo tuvo que pasar para que otra nación incorporara entre sus instituciones al 

ombudsman. Finlandia lo hizo en 1919 adoptando al ombudsman con todas las características 

propias de su similar sueco. Resulta lógica dicha situación, si consideramos que no sólo la 

vecindad geográfica influyó para ello, sino que además debemos recordar "que dicho país fue 

parte integrante del reino de Suecia durante seis siglos, hasta que en 1809 fue cedida al 

Imperio Zarista de Rusia. [ .. ( No obstante aquella anexión, su orden jurídico, - tanto público 

como privado - guardó profundas vinculaciones con el régimen sueco; ello, a causa de la 

denominación en los tiempos de Carlos XII y Gustavo 111". <
130

l 

Así, "por largo tiempo, los Ombudsman de Suecia y Finlandia eran los únicos en el mundo. Es a 

partir de 1960 que esta institución alcanzó una nueva fase de desarrollo. En esa época 

numerosos países adoptaron la institución pero, luego de algunas vacilaciones, optaron por un 

modelo restringido carente de facultades para supervisar los tribunales . Por lo regular esos 

países escogieron instituir un sistema de supervisión basado en organismos colegiados donde 

la mayoría de los miembros eran juristas elegidos por los propios tribunales, el resto era elegido 

por el Parlamento o el Gobierno. La creación de semejantes comisiones supervisoras judiciales 

normalmente ocurrió en el seno del sistema judicial y por lo menos en estrecha colaboración 

con los tribunales". <131
>> 

Pero ¿por qué no se estableció un criterio uniforme en cuanto a las relaciones del ombudsman 

con los tribunales?. 

La razón estriba en que, sí bien es cierto que una de las particularidades del ombudsman es su 

fácil adaptabil idad a prácticamente cualquier régimen jurídico, también lo es que la 

incorporación de dicha figura en el ámbito interno de cada Estado, como lo menciona Jorge Luis 

<13º1 Pral, Julio. citado por Maiorano, Jorge Luis. Op. cit. p. 47. 
<
1311 

> SOderman, Jacob. "El Ombudsman y el Poder Judicial". en Ombudsman Judicial. Editorial. 
CNDH. México. 1993. p. 164. 
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Maiorano, deberá de hacerse "respetando las particularidades jurídicas de cada sistema 

nacional, las especificidades de su tradición jurídica, los requerimientos propios de cada 

situación y las características peculiares de cada administración". (132
> 

Ante tal señalamiento, es evidente que la implementación del ombudsman en México se realizó 

sin respetar del todo los lineamientos de nuestra tradición jurídica, la cual, indica que serán los 

propios órganos del Poder Judicial los facultados para determinar las posibles 

responsabilidades de sus miembros en el ejercicio de sus funciones. Así como de fiscalizar las 

posibles deficiencias en el funcionamiento del aparato judicial. 

¿Cuáles fueron las causas?. En nuestro país mucho se ha hablado y escrito acerca de los 

verdaderos motivos que propiciaron la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

pero, lo que es indiscutible, fue la desusada premura y desatino con el cual se estableció dicha 

institución sueca en el sistema jurídico mexicano. Es decir, la figura original fue "importada" a 

nuestro país, sin considerar la experiencia de otras naciones, con la facultad de intervenir ante 

los tribunales con las consecuencias negativas que observados hoy en día. 

Ahora bien, Jorge Luis Maiorano, presidente de la Asociación Iberoamericana del Ombudsman, 

expresa ante la pregunta: "¿Ayuda a la institucionalización del ombudsman que su competencia 

incluya al poder judicial?. En este aspecto debo confesar que mi respuesta es negativa [ .. ] Es 

por ello que, en los países donde no existe la figura del ombudsman o Defensor del Pueblo, o 

donde cuenta con escasa tradición, entiendo que su reglamentación debe de insertarse, 

inicialmente, en el ámbito del control de la administración pública (en sentido orgánico), de las 

personas jurídicas públicas estatales y no estatales y de las personas privadas que ejerzan 

funciones estatales por delegación o concesión. En particular, en América latina, si bien ya 

(
132

> Maiorano, Jorge Luis. ¡Es el Ombudsman Judicial un Medio para Fortalecer la 
Administración de Justicia?. en Ombudsman Judicial. Editorial. CNDH. México. 1993. p. 17. 
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existen ejemplos precisos que evidencian el creciente interés que despierta la institución, no se 

demuestra el bagaje de experiencias que lucen, en cambio, algunos paises de Europa". (133
l 

Nótese que se recomienda una primera etapa en la que no debe dotarse de facultades al 

ombudsman para supervisar la actividad administrativa del Poder Judicial. En México, se 

incorporó con dicha competencia desde un principio, aunque el camino fue corregido en el 

ámbito federal, no fue así en el fuero común, en donde por inercia se continúa con dicha 

práctica de fiscalización . 

La institución con la facultad de fiscalizar al Poder Judicial funciona bien en paises como Suecia 

y Finlandia porque atiende a las particularidades de su sistema juridico y porque dichas 

naciones cuentan con una larga trayectoria en el funcionamiento de la institución del 

ombudsman mientras que, en el caso particular de la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal , cuenta con apenas diez años de existencia. 

2) Ocho años de relaciones 

La Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal muestra la complejidad que 

representa el enorme aparato burocrático de la Ciudad de México, el cual, ocasiona 

naturalmente ciertas afectaciones a los derechos humanos de los particulares. 

Así, de la muestra en estudio (1993 - 2001) la Comisión de Derechos Humanos calificó como 

presunta violación a los derechos del individuo un total de 25 850 quejas, las cuales, guardan la 

siguiente distribución. 

(J JJ) /bid. p. 18. 
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Instituciones Señaladas como Presuntas Responsables de 

Violaciones a Derechos Humanos. 

Octubre de 1993 a Agosto de 2001 <
1

:i.<) 

13500 

12600 

11700 

10800 

9900 

9000 

8100 

7200 

6300 

5400 

4500 

3600 

2700 

1800 

900 

o 
TSJDF PGJDF GDF 

De los datos obtenidos, podemos observar que la Procuraduría General de Justicia y el 

Gobierno del Distrito Federal inciden en prácticamente el 96% de las violaciones a los derechos 

<134
l Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Octavo Informe de Labores. 2000 -

2001 . Op. Cit. p. 139. 
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humanos cometidos en la Ciudad de México, en tanto, el Tribunal Superior de Justicia alcanza 

una cifra de apenas el 4%. En consecuencia, deberá ser la estricta esfera administrativa en 

donde el ombudsman local deberá reforzar aún más su presencia. 

Por lo que se refiere al universo de las 1 111 quejas interpuestas en contra del Tribunal 

Superior de Justicia, la distribución de las mismas es la siguiente: 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL <135
> 

Presidencia 

Oficina Central de Notificadores y Ejecutores {extinta) 

Juzgado 28 de Paz en Materia Penal 

Juzgado 24 Penal 

Juzgado 2 Penal 

Juzgado 29 Penal 

Juzgado 33 Penal 

Juzgado 6 de Paz en Materia Penal 

Juzgado 9 de Paz en Materia Penal 

Juzgado 25 de Paz en Materia Penal 

Juzgado 35 de Paz en Materia Penal 

28 

26 

15 

13 

12 

12 

11 

11 

11 

11 

11 

De lo expuesto, podemos apreciar que los juzgados penales y los de paz en la misma materia 

son los denunciados con mayor frecuencia o incidencia por los quejosos o agraviados. 

Podemos establecer por lo que respecta a los tipos o rubros de conclusión del universo de 

quejas indicadas, la siguiente distribución: 

(l35¡ /bid. p. 36. 
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TIPOS DE CONCLUSIÓN (135l 

AÑO 2 3 4 5 

Solución a la 

queja durante 

su tramitación 79 103 136 162 119 

Acumulación o 

Desistimiento del 

quejoso 6 3 8 6 8 

Falta de interés 

del quejoso en la 

continuación del 

procedimiento 2 17 13 5 13 

Recomendación 5 o 

Mediante proce 

dimiento de 

conciliación 2 11 12 3 3 

Total 91 140 170 178 144 

Dicho cuadro, traducido en porcentajes es el siguiente 

1. Solución a la queja durante su tramitación . 

2. Acumulación . 

3. Desistimiento del quejoso. 

4. Falta de interés del quejoso. 

en la continuación del procedimiento. 

( IJ6) Íbid. p. 63. 

6 

132 

4 

3 

14 

o 
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5. Recomendación. 

6. Mediante procedimiento de conciliación. 

0.81% 

3.06% 

Es sumamente importante distinguir que prácticamente el 85% de las quejas presentadas en 

contra del Tribunal Superior de Justicia fueron concluidas durante su tramitación, es decir, la 

solución del expediente se debió no a que el ombudsman interviniera sino a que la autoridad o 

servidor público reconsideró su decisión o en su caso se resolvió favomblemente el acto 

reclamado por el quejoso mediante la interposiciOO de algún recurso de caracter judicial. 

Ahora bien, considerando el presupuesto asignado a la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal en el ejercicio fiscal 2001, cuyo monto fue de $ 93 491 017 pesos, con relaciOO 

al número de quejas recibidas y atendidas durante el citado periodo (que fueron 5171), el costo 

promedio de cada queja fue de $ 18 079.87 pesos. Dicha valor, multiplicado por las 100 quejas 

dirigidas en contra del Tribunal Superiof de Justicia, resulta ser de $ 1 807 987 pesos, cantidad 

que sin duda es motivo de renexión al considerar que la intervención del ombudsman capitalino 

en la materia resulta ser innecesaria y poca efectiva. 

Finalmente, cabe resaltar que es el último allo de la muestra en estudio es el que registra un 

menO( número de quejas presentadas en contra del TSJOF y el segundo año consecutivo en el 

que no se dirigió recomendación alguna en contra de la citada institución capitalina. 

3) Análisis de algunos casos relevantes en: 

a) Propuesta de conciliación 

El primer asunto que nos ocupa. acontece en el ano de 1997 y se desarrolla durante una 

controversia del orden familiar substanciada ante el Juzgado 22 de la materia y, cuya titular en 
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la actualidad conlinua siendo la C. Juez Carmen Aida Bremauntz Monge. Durante la realización 

de una audiencia, una de las partes en el litigio (la quejosa) jurldicamente no se encontraba 

asesorada pero su contraparte en el juicio si. 

El Código da Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, Titulo Decimosexto denominado 

"De las controversias del orden familiar" en su articulo 943 ~ITafo segundo aflITTla: 

"Sefa optativa para las partes acudir asesoradas, y en este supuesto, los asesores 

necesariamente deberan ser licenciados en Derecho, con cédula profesional. En caso de que 

una de tas partes se encuentre asesorada y la otra no, se solicitaran de inmediato los servicios 

de un Defensor de OfICio. el que deberá acudir, desde luego, a enterarse del asunto, disfrutando 

de un término que no podrá exceder de tres dlas para hacer1o, por cuya razOO se d1ferifá la 

audiencia en un término iguar. 

El Secretario del Juzgado, ignorando dicha disposición, continuó indebidamente con la 

tramitación de la audiencia con la desventaja lógica que implicaba tal situación para la quejosa. 

lnconforme ante tal circunstancia, la agraviada decidió acudir a las ofICinas de la Comisión de 

Derechos Humanos del Distrito Federal para interponer una queja, la cual recibió el numero de 

expediente COHOF/121197/CUAUHlD3770, siendo a su vez. califICada como "Dilación o 

negligencia administrativa en el proceso Jurisdiccionar. 

De acuerdo al "Manual para la CalifICaCión de Hechos VioIatorios de Derechos Humanos" dicho 

concepto de trasgresión a los derechos fundamentales entrana los siguientes presupuestos: "l . 

El retraso o entorpecimiento malicioso o negligente en la administración de justicia, o 2. La 

\53 



omisión de los actos procesales necesarios para la pronta y expedita impartición de justicia 

realizado por una autoridad o servidor público". <13
7l 

Conforme lo indica la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal en sus 

numerales 36 y 37, el ombudsman capitalino instó a la responsable del Juzgado 22, Juez 

Carmen Aída Bremauntz como presunta transgresora de los derechos fundamentales, a rendir 

un informe en el que debía hacer constar los antecedentes del caso, así como los fundamentos 

y motivaciones de los actos u omisiones que se le imputaban, la juzgadora, conforme a derecho 

cumplió con tal requerimiento. Posteriormente, el encargado de la tramitación del expediente de 

queja propuso un acuerdo conciliatorio entre el servidor público y la quejosa. 

Es momento apropiado, para señalar brevemente la manera en que opera la conciliación 

practicada por el ombudsman capitalino: El artículo 40 de la LCDHDF y los artículos 127 al 131 

del RICDHDF determinan que cuando es admitida la queja o en su caso la denuncia sobre 

presuntas violaciones a los derechos humanos, la Comisión distrital, es competente para 

procurar la conciliación entre las partes involucradas, siempre que la naturaleza del asunto así 

lo permita, es decir, cuando la queja no versa sobre violaciones a los derechos a la vida, a la 

integridad física o psíquica o a otras que se consideren especialmente graves ya sea por el 

número de afectados o por sus posibles consecuencias. 

Una vez, que el encargado de la tramitación del expediente se percate que es susceptible de 

ser solucionado mediante la conciliación, dará aviso al quejoso o agraviado de tal circunstancia, 

y le explicará en qué consiste el procedimiento conciliatorio y sus ventajas, a continuación, se 

presentará por escrito a la autoridad o servidor público la citada propuesta. En caso de 

aceptarse por ambas partes se dará origen a la conclusión del asunto. 

<
137

l Comisión Nacional de Derechos Humanos. Manual para la Calificación de Hechos 
Violatorios de Derechos Humanos. Editorial. CNDH. México. 1998. p. 144. 
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Ahora bien, el articulo 99 del RICDHDF set\ala que las "recomendaciones contendrán los 

siguientes elementos: 

VI. Recomendaciones especifICaS, que son las acciones u omisiones solicitadas de la autoridad 

para la efectiva restitución de los agraviados en sus derechos fundamentales; si procede, para 

la reparación de los dal'los y perjuicios que se hubiesen ocasionado, y para sar'lCionar a los 

responsables". 

Considerando lo anterior, el acuerdo concilialorio propuesto por la Comisión de Derechos 

Humanos revestía las caracterlsticas propias de una recomendación al solicitar al Consejo de la 

Judicalura del Distrito Federal iniciar un proceso administrativo en contra de la citada Juez. l a 

titular del Juzgado 22 de lo Familiar ioconforme ante tal situación, promovió un Juicio de amparo 

en contra de la propuesta de conciliación. 

A pesar de ello, el pronunciamiento del Juez de Distrito con relación al citado juicio de garanlfas 

fue adverso a las pretensiones de la Juez Bremauntz por lo que motivó que ésta interpusiera la 

revisión del amparo (271 1198) ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, el cual, el 9 de octubre de 1998, determinó unanimenle pronunciarse de la 

siguiente manera al resolver el recurso en comento. 

Comisión De Derechos Humano. Del DI.trito Federal, No Puede 

Invadir Cue.tiones Jurisdiccionales, En Las Propuestas De 

Conciliación Que Fonnule. 

"la llamada "propuesta de conciliación" en términos de la ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, que solicita al 

Consejo de la Judicalura del Distrito Federal que inicie el procedimiento 
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administrativo en contra de un Juez, fundándose para ello, en la 

interpretación de un ordenamiento legal, contraviene lo dispuesto en los 

artículos 102, apartado B constitucional, 18 fracción 11y19 fracción 111, de 

la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, al 

referirse a cuestiones jurisdiccionales, vedadas a tal organismo por 

imperativo legal". <
13ªl 

El texto de los artículos citados por la tesis jurisprudencia! establecidos en la LCDHDF son los 

siguientes: 

Artículo 18. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal no podrá conocer de los 

casos concernientes a: 

11. Resoluciones de carácter jurisdiccional. 

Artículo 19. Para los efectos de esta Ley, se entiende por resoluciones de carácter 

jurisdiccional: 

111. Los autos y acuerdos dictados por el juez o por el personal del juzgado o tribunal u órgano 

de impartición de justicia, para cuya expedición se haya realizado una valoración y 

determinación jurídica o legal". 

Como podemos distinguir, la propuesta de conciliación resultaba eminentemente violatoria del 

orden constitucional y legal al invadir la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

cuestiones relacionadas a las funciones propias del Poder Judicial. 

o3s> Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tomo: VIII. Diciembre de 1998. Tesis: l.1o.A.35 A. Página: 1026 
Materia: Administrativa. 
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a) Recomendación 

El segundo asunto por analizar guarda una especial importancia por las inusuales declaraciones 

emitidas por el ombudsman capitalino ante un fallo judicial y su posterior ratificación. El 8 de 

septiembre de 1999, con motivo de la queja CDHDF/121/98/CUAUH/D3767.000 la Comisión de 

Derechos Humanos del Distrito Federal dirigió con fundamento en los numerales 102 apartado 

B de la Constitución Federal; 1, 2, 3, 17 fracciones 1, 11 inciso a y VI, 22 fracción IX y 24 

fracciones 1 y IV de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y 95, 96, 

99 y 100 del RICDHDF, la recomendación 7/99 a los doctores Alejandro Gertz Manero y Samuel 

del Villar Kretchmar, Secretario de Seguridad Pública y Procurador General de Justicia 

respectivamente, con motivo de las lesiones cometidas por cinco agentes de la Policía Bancaria 

e Industrial - José Apolinar Pérez Pineda, Armando Avendaño Alavez, Fredy Camacho Salís, 

Daniel Valerio Morales, y Rubén Estrada Orozco - en contra de Pedro Hernández Pérez 

repartidor de pollo que había destruido el candado de un inmovilizador de vehículos y se había 

opuesto a la detención el 14 de septiembre de 1998. El ombudsman capitalino solicitó a ambos 

funcionarios adoptaran las siguentes medidas: 

"A) Al Secretario de Seguridad Pública del Gobierno del Distrito 

Federal: 

Primera. Que la Contraloría Interna de esa Secretaría integre y 

determine pronta y debidamente el procedimiento administrativo Q-

2244/98, tanto en relación con los actos de tortura de septiembre de 

1998, como respecto de la agresión intimidatoria de mayo del año en 

curso. 
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Segunda. Que se coadyuve activa y efICazmente con el Ministerio 

Publico en la inlegración del desglose de la averiguación previa 

7"/06732198-09, relacionada con los actos de tOl1ura, y la indagatoria 

7"/5711199-06, iniciada por los hechos de la agresión inlimidatOlia. 

Tercera . OIJe, con fundamento en el artIculo 64 de la Ley Federal de 

Respoosabilidades de los Servidores Publicos, sin perjuicio de sus 

derechos laborales legltimos, se suspenda en sus funciones 

estrictamente policiacas a los agentes José Apolinar Péfez Pineda, 

Armando Avendano AJavez, Daniel Valerio Morales, Rubén Estrada 

Orozco y Fredy Camacho Sol/s, en tanto se integra y determina el 

procedimiento administrativo que por los actos de tortura y de 

intimidación se les sigue. 

B) Al Procurador General de JusticIa der Distrito Federal: 

Cuarta. Que el desglose de la averiguación previa 7"/06732198-09 y la 

indagatoria 7"/571 1199-06 se integren pronta y debidamente y, en su 

caso, se ejercite acci6n penal contra los poIiclas mencionados, 

respectivamente, por los delitos de tortura y de intimidación, y los otros 

illcitos penales que resulten. 

Con fundamento en los artlculos 48 de la Ley de esta Comisión y 103 de 

su Reglamento Inlemo, les ruego que la respuesta sobre la aceptación 

de esta Recomendación nos sea remitida dentro de los 15 dlas hábiles 

siguientes a su notificación y que, en su caso, las pruebas de su 
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cumplimiento sean enviadas dentro de los 1 O días siguientes al 

vencimiento del plazo anterior". <139
> 

La citada recomendación fue aceptada y cumplida por dichos funcionarios. Así, el 11 de 

septiembre de 1999, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal integró la 

respectiva averiguación previa iniciando con ello las diligencias inherentes al asunto, las cuales, 

concluyeron en el ejercicio de la acción penal en contra de los cinco agentes. Iniciado el 

procesamiento judicial, el Juez Cuadragésimo Penal, licenciado Ricardo Ojeda Garánda a quien 

se consignó el asunto, decidió decretar la formal prisión por abuso de autoridad y lesiones 

calificadas, resolviendo a su vez, la libertad por falta de elementos para procesar por tortura a 

los inculpados. 

Ante el fallo judicial, el 28 de septiembre de 1999 el ombudsman local manifestó: "La Comisión 

de Derechos Humanos del Distrito Federal expresa su más enérgica protesta por la resolución 

del juez de la causa{ .. } el fallo tiene todo el sabor de un acto de encubrimiento". <14º> 

Por su parte, el ministerio público se inconformó ante tal resolución mediante la promoción del 

recurso de apelación, el cual, fue substanciado ante la Decimosegunda Sala Penal. El 9 de 

noviembre de 1999, la Comisión distrital recibía copia de la resolución del toca 965/99 en la que 

se confirmaba la resolución pronunciada por el Juez Cuadragésimo Penal. Pero, fue hasta el 23 

de noviembre de aquel año cuando el presidente de la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal, Luis de la Barreda, reprobó la ratificación decretada por los magistrados al 

señalar: 

n39
J Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Sexto Informe de Labores 1998 -1999. 

Editorial. CDHDF. México. 1999. p. 178. 

( l•O) /bid. pp. 264 - 264. 
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"Era de esperarse que los magistrados de la Decimosegunda Sala Penal - licenciados Ana 

Marcela Pasquel de Zurita, Salvador Ávalos Sandoval y Maria de Jesús Medel Diaz -

rectificarían la absurda resolución dictada por el juez. No fue así. También soslayaron la 

evidente tortura y se limitaron a maquillar técnicamente la resolución { .. } tales resoluciones, la 

del juez y la de los magistrados, son insostenibles e inaceptables. Haya sido la negligencia, el 

temor, la corrupción o una actitud "comprensiva" lo que determinó el fallo de los funcionarios 

judiciales, estamos ante un proceder reprobable { .. } esta Comisión la reprueba (la resolución ) y 

formula contra ella la más enérgica protesta". (141
> 

En entrevista concedida al reportero Rafael González del diario "El Universal", el 25 de 

noviembre de 1999, los magistrados que integran la Decimosegunda Sala Penal manifestaron 

su rechazo a las criticas formuladas por el presidente de la Comisión de Derechos Humanos. 

En particular, el magistrado Salvador Ávalos Sandoval aseveró "que la resolución de los 

administradores de justicia se apegó a derecho, toda vez que el Ministerio Público no acreditó la 

figura delictiva prevista por la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura. Sin embargo, 

aclaró, los elementos policiacos fueron declarados formalmente presos por los delitos de abuso 

de autoridad y lesiones calificadas". <
142

l 

El 27 de noviembre del mismo año, Jorge Rodríguez y Rodríguez, titular en aquel entonces del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en entrevista al diario "Excelsior" se refirió a 

las críticas realizadas por el ombudsman capitalino al comentar que "los servidores públicos del 

Tribunal, como todo ciudadano, tienen derecho a no ser considerados culpables mientras no 

<141
> Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Séptimo Informe de Labores. 1999 -

2000. Editorial. CDHDF. México. 2000. pp. 250 - 251. 

<
142

> CDHDF. Gaceta de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. Publicación 
mensual. Notas Periodísticas sobre la Inconformidad de la CDHDF por el Fallo de Juzgadores 
en Torno a un Caso de Tortura. Año VI. Núm. 12. Editorial. CDHDF. México. Diciembre de 
1999. p. 25. 
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haya una declaración competente en otro sentido. Señaló que en su carácter de presidente del 

TSJDF "no puedo dejar pasar inadvertidas las imputaciones", y declaró su interés en el sentido 

de que la conducta de los servidores públicos involucrados en el caso quede debidamente 

clarificada. Señaló que "deben ser las autoridades competentes las únicas facultadas para 

determinar si tal conducta ( la del juez) merece los calificativos que se emplean en las citadas 

publicaciones" que reprodujeron lo dicho por el Ombudsman". <143
l 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, llega a desconocer con tan 

irresponsables afirmaciones que la existencia plena de un estado de derecho guarda como 

requisito "sine qua non" el respeto irrestricto a las funciones y decisiones jurisdiccionales de los 

juzgadores quienes, en caso de cometer un error en sus apreciaciones, estarán sujetos a los 

recursos y las instancias competentes para revisar sus acciones y resoluciones. 

Es innegable que el ombudsman capitalino intenta sustituir arbitrariamente la valoración 

realizada por un juez competente, ignorando, que precisamente es el juzgador quien se encarga 

de conducir el proceso y es quien posee pleno conocimiento de la litis, en consecuencia, es 

insustituible en tales funciones. La CDHDF desacredita indebidamente la decisión decretada por 

un juez y tres magistrados. 

No se trata de ocultar o disimular errores porque es evidente que la complejidad que entraña el 

crecimiento en la administración de justicia de las modernas sociedades implica en sí misma la 

posibilidad de causar ciertos daños a los particulares, Jos cuales, conforme a los lineamientos 

establecidos en cualquier estado de derecho, cuentan con la posibilidad de exigir la reparación 

por dichas afectaciones pero, será exclusivamente a través de los órganos y por los 

procedimientos aplicables a la particular naturaleza del caso, respetando con ello, la garantía de 

legalidad y de audiencia que la Constitución Federal consagra. 
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En síntesis, el ombudsman local con dicha facultad de supervisión generalmente "recomienda 

sanciones, que luego se ejecutan, sin oír a los presuntos responsables; recomienda imponer 

deberes que no están en las leyes a los que se atienen los jueces; recomienda 

sobreseimientos, porque se allega o puede allegarse pruebas nuevas que el juez no tuvo ni 

pudo tener, porque no se las proporcionaron; porque interpreta o puede interpretar las pruebas 

exhibidas de manera diferente a los jueces, sin sujetarse a los principios de la contradicción, por 

ejemplo, ni a ninguno otro de los que rigen esta etapa del procedimiento. Quienes así se avocan 

expedientes y causas jurisdiccionales pueden carecer por completo de la más mínima 

experiencia en la carrera judicial y pueden no ser ni siquiera juristas respetables y reconocidos, 

desde el punto de vista del conocimiento del derecho". <144l 

En tal contexto, consideramos que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal no 

debe ser competente tratándose de quejas por presuntas violaciones a los derechos 

fundamentales emanados de actos u omisiones imputables a cualquier autoridad o servidor 

público perteneciente a los órganos de impartición de justicia del Poder Judicial en la Ciudad de 

México. Porque: 

l. A partir de la reforma de 1994, por mandato constitucional y legal se determina la existencia 

de un órgano técnico y en consecuencia especializado en la administración, vigilancia y 

disciplina de los órganos judiciales que integran la impartición de justicia en la Ciudad de 

México. Dicho cuerpo colegiado, es el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal. Por lo que 

la facultad del ombudsman en la materia resulta innecesaria. 

11. Las 1, 111 denuncias presentadas en contra de los órganos judiciales a los que se les 

confiere el ejercicio jurisdiccional en la Ciudad de México representan un bajo porcentaje (4%) 

del universo total de quejas recibidas por el ombudsman capitalino en ocho años de labores. 

(l•J) /bid. p. 26. 
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A su vez, la solución de prácticamente el 85% de tales denuncias aconteció durante su 

tramitación interna en la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, es decir, la 

conclusión del expediente se debió no a que el ombudsman interviniera sino a que el servidor 

público reconsideró su decisión o se resolvió favorablemente el acto reclamado por el quejoso 

mediante la interposición de algún recurso judicial. 

111. El 64.71% del total de procedimientos iniciados ante el Consejo de la Judicatura del Distrito 

Federal (sin contabilizar las que se encontraban en trámite) corresponden a quejas que no 

fueron admitidas. o en caso de haber sido calificadas como procedentes, concluyeron en una 

resolución favorable a la autoridad o servidor público señalado por el ombudsman como 

responsable, lo que denota la escasa efectividad de los procedimientos administrativos 

solicitados por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal al Consejo de la 

Judicatura local. 

IV. En la gran mayoría de las legislaciones que han adoptado la figura jurídica del ombudsman 

lo han mantenido apartado o alejado del Poder Judicial "porque: 

a) Siempre tiene que existir una última instancia de decisión, la cual revisa los fallos de la 

instancia de jerarquía inferior. Generalmente esta última instancia corresponde al Poder 

Judicial, y excepcionalmente puede ser el Poder Legislativo, como en los juicios de 

responsabilidad política; 

b) Los casos deben tener un final, no pueden estar indefinidamente pendientes y cuando éste 

se alcanza, la sentencia adquiere valor de cosa juzgada, de verdad legal, lo que contribuye a 

reforzar la seguridad jurídica; 

<
144

> Barragán. Op. cit. p. 345. 
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c) No es posible ni conveniente que se trate de suplir o de interferir en la labor jurisdiccional, la 

cual se desarrolla por etapas señaladas por la ley, y es el juez quien mejor conoce el 

expediente base de la sentencia; 

d) La independencia del Poder Judicial no puede ser vulnerada; ésta es una de las mejores 

garantías para la defensa de la libertad, la dignidad y la seguridad jurídica de los individuos y, 

en general, para el fortalecimiento, de la democracia; 

e) Se desquiciaría todo el orden jurídico si un órgano interviene en la competencia y funciones 

jurisdiccionales que corresponden al Poder Judicial". t145
l 

V. Porque sí bien es cierto que, la colaboración plena entre las instituciones es necesaria para 

gestar un beneficio común a los particulares, esta no debe de ser confundida de manera alguna 

con una invasión de funciones . 

Finalmente, como opina el maestro Jesús Angel Moreno citado por Carranco Zúñiga, "para que 

la justicia sea realmente imparcial e independiente, el juez debe actuar por convicción y amar su 

labor. Debe también tener la valentía necesaria para defender sus propias convicciones, sin 

temor a las consecuencias; pero también sin encasillarse en un criterio equivocado. Es la 

disposición interior del juez para hacer justicia, para dar a cada quien lo suyo, la que garantiza 

una justicia buena y razonable. Sin ello todo es inútil pues, a la postre la justicia depende de los 

jueces". t145l 

<
145

l Carpizo. Algunas Reflexiones sobre el Ombudsman y los Derechos Humanos. Op. cit. pp. 
92 - 93 . 
<
1
•
6J Carrasco. Op. cit. p. 50. 
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Conclusiones 

PRIMERA. la lucha y la preocupación po!" el reconocimiento y la protección de los derechos 

humanos ha sido una constante a lo largo de la evolución social de la humanidad, forjando en la 

aelualidad una sólida e importante cultura jurídica. En el caso particular de México, los derechos 

del ser humano poseen una larga y basta trayectoria, la cual, presenta en nuestros dlas un 

camino perfectible con relación a los mecanismos de defensa de tales prerrogativas. 

SEGUNDA. El ombudsman se erige en las modernas sociedades como medio de defensa de la 

dignidad del ser humano ante los excesos gubernamentales; las principales notas distintivas 

que revisten a la institución en comento son: independencia funciooal, imparcialidad, 

racionalidad, prontitud, publicidad, neutralidad poHlica, versatilidad y la denominada autoritas. 

Pero, a pesar de la eftcacia demostrada por el ombudsman, en la mayoría de las legislaciones 

que han adoptado a dicha figura la han mantenido alejada del Poder Judicial. 

TERCERA. Es cierto que una de las particularidades del ombudsman es su fácil adaptabilidad a 

prácticamente cualquier régimen jurídico. A pesar de ello, la implemenlaciÓll del ombudsman 

sueco en México se realizó sin respetar del todo las particularidades y necesidades de nuestro 

sistema jurldico, debido en gran parte a la desusada premura y al desconocimiento con el que 

se estableció dicha institución en el ámbito interno de nuestra nacioo. 

CUARTA. la iniciativa presentada po!" ellitular del Poder Ejecutivo Federal para la creación del 

sistema no jurisdicciooal de protecciÓfl de los derechos humanos. mediante la adición del 

artículo 102 constitucional, tiene como ftn otorgar un reconocimiento y respeto pleno de los 

derechos del ser humano en nuestro pals. Pero, en nuestros días se aprecian situaciones que 

lesionan gravemente los derechos fundamentales lo que indica que la lucha por el 

reconocimiento y protección de tales derechos no se reduce a una reforma constitucional sino 
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que impliCa un firme y continuo esfuerzo entre sociedad y gobierno para su pleno y definitivo 

afianzamiento, 

QUINTA Por regla general, consagrada en la Constitucióll Federal la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos encuentra vedada su competencia en actos u omisiones de naturaleza 

administrativa provenientes del Poder Judicial de la Federación, situación que no acontece con 

los organismos protectores de los derechos fundamentales de cada entidad federativa por lo 

que no exisle una justifICación lo sufICientemente sólida para atentar en contra de la 

indepelldencia de la función judicial local. 

SEXTA. El denominado ombudsman jUdicial sueco goza de amplias facultades de supervisión 

de ta función judicial de los tribunales. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

ostenta una potestad parecida al intervenir ante presuntas violaciones a los derechos del 

individuo por resoluciones de naturaleza administrativa decretadas durante la substanciación de 

un procedimiento judicial, por ro que se ha llegado a equiparar a ambas instituciones. Sin 

embargo, el ombudsman capitalino presenta un campo de acción limitado con relación al 

modelo sueco. 

SEPTIMA: La institución del ombudsman con la facultad de fiscalizar al Poder Judicial funciona 

adecuadamente en paises como Suecia y Finlandia porque atiende a la tradición. a las 

particularidades de sus sistemas jurídicos y porque las naciones en comento ostentan una larga 

trayectoria en el funcionamiento de dicha flQura mientras que. en el caso particular de la 

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, cuenta con apenas diez al\os de 

existencia. 

OCTAVA La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal fue creada con el firme y 

genuino propósito de defender a los individuos de los abusos de autoridad, negligencia o mala 
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administración pública en la Ciudad de México. A pesar de ello, en los úUimos arios el 

ombudsman capitalino ha incurrido en lentitud en sus procedimientos, irregularidades en el 

ejercicio de su presupuesto y en un crecimiento excesivo de su plantilla laboral. 

NOVENA. las recomendaciones emitidas por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal, acorde a los lineamientos postulados por el apartado B del artículo 102 COflstitucionar, 

se distinguen en ser públicas, autónomas y no vinculatorias para la autoridad o servidor público 

a quien va dirigida por respaldar su fuerza en el prestigio y la calidad moral de la institución que 

la emite. 

DECIMA. Un alto porcentaje de procedimientos iniciados por la Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal ante el Consejo de la Judicatura local, corresponden a quejas que 

finafizaroo en una resolución favorable a la autoridad o servidor público serlalado como 

responsable, evidenciando COfl ello, la escasa efectividad de los procedimientos administrativos 

en comento. 

DECIMA PRIMERA. la Procuradurla General de Justicia y el Gobierno del Distrito Federal 

incurren o ioclden en un alto porcentaje en violaciones a los derechos humanos en la Ciudad de 

México. En COflsecuencia, s9fá precisamente la estricta esfera administrativa en donde el 

ombudsman local deberá reforzar su presencia y no intervenir más en la función judicial local en 

donde demuestra su ineficacia. 

DECIMA SEGUNDA. Para que el ombudsman capitalino se constituya en una instancia plena 

de derecho y deje de ser senalado como órgano entorpecedor de la administración de justicia 

deberá abstenerse de intervenir ante presuntas violaciones a los derechos humanos de los 

gobernados por resoluciones administrativas pronunciadas durante la substanciación de un 

procedimiento judicial . 
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Con dicha modificación, se configurarla un elemento de respeto a ta irn:lependencia del Poder 

Judicial, al transitar la Comisión de Derechos Humanos del Distrilo Federal, a una coexistencia 

armónica con los órganos tradicionales de control e introducirse definitivamente en el marco 

jurldico sin viofentarlo de modo alguno. 

DECIMA TERCERA. ConfOffile lo determinan las necesidades poIlticas y sociales la división de 

poderes en nuestros dias carece de una aplicacióo innexible como se estimaba en sus 

orlgenes, para cooflQurarse en la actualidad, en un principio armónico de coordinación y 

distribución de funciones sin que ello se confunda o implique una desnaturalización o en su 

caso invasión de la actividad primaria de cada poder estatal. 

DECIMA CUARTA. El ente estatal ejerce a través de la figura del juzgador la facultad de 

administrar justicia al momento mismo de delimitar los derechos implicados en el proceso, por 

ello, las garanlfas de la independencia judicial en conjunto con la división de poderes revisten 

un elemento esencial para asegurar el respeto irrestricto a los derechos humanos de los 

gobernados. 

Tales garantlas, lejos de constituirse en privilegios de naturaleza personal representan en si 

mismas una protección a la alta función del cargo y un benefICio general para los ciudadanos 

por lo que deberán de ser objeto de una alta protección legal y social. 
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